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INTRODUCCION 

Al celebrarse en Caracas, .Venezuela, en el mes de julio de 1978, las 
Primeras Jornadas Latinoamericanas de Derecho Internacional, or­
ganizadas por la Facultad de Derecho de la Universidad Católica 
Andrés Bello, se dio comienzo a una importante iniciativa de reno­
vación en el campo del Derecho Internacional en América Latina, 
que encontró un paso adicional en la realización de las Segundas 
Jornadas Latinoamericanas de Derecho Internacional que tuvieron 
lugar en Viña del Mar, Chile, entre el 1 9 Y 5 de diciembre de 1980. 

Estas Segundas Jornadas Latinoamericanas fueron organizadas 
por el Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de 
Chile con el auspicio de la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos y del Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Chile, con motivo de conmemorarse en diciembre de 1980 el sesqui­
centenario de la muerte del Libertador Simón Bolívar. Teniendo 
presente este importante acontecimiento histórico, se programó ana­
lizar "El rol del Derecho Internacional en la construcción de la uni­
dad latinoamericana", reuniéndose para ello a un grupo de distin­
guidos académicos de Universidades de América Latina, diplomáti­
cos y asesores jurídicos de Cancillerías latinoamericanas, así como 
expertos jurídicos de organizaciones y organismos internacionales 
de nuestra región. 

La presente obra, publicada en tres volúmenes, tiene por objeto 
reunir los estudios presentados en esa oportunidad, como una ma­
nera de contribuir al conocimiento de los nuevos problemas que se 
han formulado en el ámbito del Derecho lnternacíonal en América 
Latina y en forma especial, procurar la difusión de nuevas perspec­
tivas de solución que pueden ser establecidas a partir de la tradi· 
ción jurídica latinoamericana. Las características comunes y más 
destacadas del desarrollo del temario propuesto y de la forma có­
mo éste fue abordado por los distintos expositores, pueden resumir­
se de la siguiente manera: en primer lugar, un conocimiento com­
partido de nuevos temas o a lo menos, de nuevos ángulos o pers­
pectivas de análisis de éstos; segundo, una compenetración de pun­
tos de vista y discusión enriquecedora entre los participantes en las 
Segundas Jornadas; tercero, un análisis del temario en profundi­
dad, procurando descubrir todas las ímplicancias y consecuencias 
del problema propuesto y, por último, un valioso conocimiento re-
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dproco que permitió confrontar o combinar los distintos puntos 
de vista que existen en torno a cada materia. 

El Volumen 1 se refiere al tema de la Regulación Jurídica Inter­
nacional de los ComPlejos de Obras Públicas Binacionales y Multi­
nacionales, que fue desarrollado en lo relativo a "Interdependencia 
Regional, Proyectos Conjuntos y Derecho Internacional", por el 
Dr. Félix Peña; "Con particular referencia a los problemas de De­
recho Internacional Privado que se plant~an", por el Dr. Didier 
Opertti; acerca de "Los problemas de la contratación internacional 
a la luz de la experiencia latinoamericana", por el Dr. Juan María 
Rouvier; en "Los requerimientos jurídicos que se pueden apreciar 
en el aprovechamiento binacional y multinacional de cuencas hi­
drográficas y otros proyectos relacionados", por el Dr. Guillermo J. 
Cano, y "Las experiencias jurídicas derivadas del funcionamiento 
de organismos binacionales y multinacionales de administración de 
proyectos o sistemas conjuntos, como es el caso del Río de la Plata, 
entre otros", por el Dr. Julio César Lupinacci. 

Los comentarios suscitados a raíz de la exposición de cada uno 
de los aspectos desarrollados del tema central en referencia, pueden 
considerarse como una contribución importante en la búsqueda del 
diagnóstico apropiado para detectar el tipo de relación jurídica 
que se ha generado con la existencia de estas nuevas entidades, lo 
que conduce a plantear la posibilidad de buscar la definición de un 
derecho especial para regular la complejidad de algunos entes de 
tal magnitud, que pareciera haberse hecho insuficiente la solución 
privatista de la ley aplicable. Se estaría generando un sistema de 
derecho al que algunos participantes postularon llamar "transnacio­
nal", debido a que aparecen involucrados elementos de Derecho In­
ternacional Público, Derecho Internacional Privado, normas especi­
ficas de Derecho interno y otras de Derecho Económico y Comer­
cial. Algunas de las soluciones propuestas se encaminan tanto a la 
creación o formación de una nueva disciplina jurídica, otras a pro­
curar una ampliación del concepto de sujeto de Derecho Interna­
cional Público, algunos recuerdan la posibilidad de establecer un 
sistema. de ley uniforme, y en definitiva, una vez comprobada la 
existencia de una autosuficiencia normativa, la tarea del jurista se 
debería centrar en encontrar la orientación adecuada, ya sea postu­
lando la creación de un orden jurídico supranacional o en la difu­
sión de un sistema de aplicación de leyes materiales o con cualquier 
otro método o sistema jurídico que sea capaz de regular la activi­
dad de estos entes binacionales o multinacionales. Las alternativas 
son múltiples y las posibilidades de opción permanecen abiertas. 

El Volumen JI trata en primer lugar de los Nuevos mecanismos 
procesales para la eficacia de la solución pacífica de controversias, 
tema que fue presentado "Con particular referencia a la solución 
no judicial en el ámbito de Naciones Unidas" por el Dr. Rugo 
Caminos; en cuanto a la "Delimitación de Competencias entre la 
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Organización de las Naciones Unidas y los Estados Miembros y sus 
implicancias para la eficacia de los mecanismos de solución pacífi­
ca de controversias internacionales, por el Dr. Antonio Augusto 
Can~ado Trindade; en lo relativo a "La práctica de lao.EiA. en los 
últimos años", por el Dr. Enrique Lagos y en la "Evaluación de la 
práctica latinoamericana en materia de solución pacífica de contro­
versias durante la década de 1970 y perspectiva de las tendencias 
del futuro", por el Profesor Francisco Orrego Vicuña. 

En la discusi~.'m seguida a estas exposiciones se pudo apreciar un 
importante número de opiniones coincidentes en el sentido de se­
ñalar que aun cuando la labor de Naciones Unidas o del órgano re­
gional en esta materia es positiva no es, sin embargo, enteramente 
satisfactoria y es necesario destacar el hecho de que su intervención 
coloca la controversia. a nivel de la opinión pública mundial. En 
opinión de diversos participantes, es necesario reconocer una crisis 
en todo el sistema .de solución de controversias, que ,no depende 
que sean más o menos apropiados los medios de solución, sino que 
en muchas oportunidades es preciso determinar la relación entre 
procedimientos, la simultaneidad en lo judicial con lo no judicial, 
precisar la confusa delimitación de competencias entre la O.N.U. y 
la O.E.A, estableciéndose un orden claro de prelación entre un or­
ganismo y otro. Aun cuando la ejecutoriedad de la sentencia es de 
la mayor importancia, no sería lo más determinante para la efecti­
vidad del proceso judicial; el problema es .más de convencimiento 
en la virtud del procedimiento mismo, sin dejar de destacar los 
acuerdos relativos a prevención de conflictos. 

En el mismo Volumen II se trata del Perfeccionamiento del ré­
gimen jurisdiccional internacional en el sistema interamericano, que 
fue desarrollado ",Con particular referencia al Tribunal Andino" 
por el Dr. Felipe H. Paolillo; "Con referencia a la Corte lnterame­
ricana de Derechos Humanos", por el Dr. Edmundo Vargas Carre­
ño; "En aquellos aspectos que puedan tener una mayor relevancia 
para el futuro", por l~ Dra. Tatiana B .. de Maekelt; "El régimen ju­
risdiccional en el sistema interamericano", por el Dr. Héctor Gros 
EspieH, y "Una visión prospectiva", por la Profesora María Teresa 
Infante Caffi. 

Entre los aportes surgídos de los comentarios que siguieron a las 
~xposiciones precitadas, es interesante anotar, en el caso del Proto­
colo que crea el Tribunal Andino, la eliminación a la referencia al 
Tratado de Montevideo como derecho supletorio, para circunscri­
bir la competencia del Tribunal, en particular para la acción de 
nulidad, solamente al Acuerdo de Cartagena, sus Decisiones y Re­
soluciones. Por otra parte, en relación a la competencia de la Cor­
te lnteramericana de Derechos Humanos surgieron algunas sugeren­
cias para solicitarle una Opinión Consultiva sobre interpretación 
de la forma como en la Convención Americana 9.e Derechos Hu­
manos se ha entendido normalmente la. libertad de expresión, pues 
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pareciera solamente entenderse como referida al problema de la li­
bertad de preqsa y uso de medios de comunicación, en circunstan­
cias que l!x,istén otras manifestaciones que podrían quedar cubiertas 
en ese ámbito.. . 

Además, se analizÓ la posibilidad de postular la creación de una 
Corte Interamericana' o· Tribunal Internacional de Derecho Inter­
nacional P¡;ivado, aun cuando se cónsidera el arbitraje como una 
solució~ útil en la actualidad para los contratos internacionales. 

,Se ha .observado en' la opinión de otros participantes, una ten­
dencia de lo~ paises latinoamericanos de sustraerse a la jurisdicción 
internacional, una vez que se ha plaJ1teado el litigio, además que en 
casos, en que se han presentado excepciones preliminares sustanti­
vas, como la jurisdicción doméstica, hall tenido poco éxito y la in­
vocación de excepciones preliminares procesales tales como la del 
agotamiento de los recursos internos simultáneamente con las ex­
<..epciories de fond~¡ demuestra que la noción de los intereses vitales 
es artlfi'cial, así como aruficiales han resultado ser los mecanismos 
de proteCCIón jurídica invocados por los Estados para sustraerse a 
la jurisdiccióiI internaciorial invocando esos intereses . 

.El Volumen UI analiza en su Primera Parte, el lJerecho de la In­
tegraci~n Latinoame,-icana ante u'lin nueva década, que fue aborda­
do pór" el Dr.. kayniundo Barros en un "Análisis comparativo de 
los convel11OS de ALALC y ALADI"; por el Dr. Edl,lardo Ferrero en la 
"Pa:rti~ular referencia a la, Integral:IÓn S!lbregíonal"; por el Dr. !-'. 
V. García-Amador en la referenciá a "Los aspectos institucionales" 
y por. el Dr., Rodrigo Diaz Albónico, quien analizó "El Fondo Co­
mún para Productos, Básicos: una insti tuciÓn del Nuevo Orden Eco­
nónlic<? lilternacíona('. 

Los comentarios posteriores se orientaron a establecer la conver­
gencia de los acuerdos ,parciales con los regionales en el Tratado de 
ALADl, y la posibilidad de que con el nuevo texto se permitiría lle­
gar a una SItuación de discriminación e~l la aplicación de la cláu­
sula de la nación más favorecida; puesto que los países latinoame· 
ricanos es.talían dando mayores concesiones a o~ros países en desarro­
llo, pero ubicados fuera de la región; se vincula el problema de la 
relación con el GATI y se an'alizaron las ÍmplicancIas de los acuerdos 
de alcance parcial y su posibilidad de multilateralización, observán­
dose entre los participantes la. preocupación acerca de si el texto de 
ALADl pueda conducir al objetivo de Mercado Común Latinoameri­
cano que estába previsto en ALALC. En relación al proceso centro­
americano, 'se puede advertir que no existiría u~a voluntad política 
y que la desi'ntegración ideológica es un obstáculo a la integración 
económica. 

Finalmente, el Volumen III en su Segunda Parte se refiere al 
Derecho Internacional Penal en el Sistema Interamericano, tema 
que estuvo a cargo del Dr. Calixto Armas Barea en "La referencia 
a los nuevos desarrollos que cabrían esperar en este plano hacia el 
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futuro"; del Dr. José Joaquín Caicedo Perdomo, en 10 -referente a 
"El Derecho Internacional Penal en el Sistema Interamericano: 
perspectivas de evoludón", y del Dr.- Manuel A. Vieira en lo que 
se presenta como "Etapa actual y perspectiva en el proceso de ela­
boración de un nuevo Der~cho .Im~rriacional Penal en el Sistema 
Interamericano" . 

Podría afirmarse que los deba~es sobre este tema han posibilita­
do la vinculación entre el Derecho Internacional Penal y las normas 
de JUs COGENS} enriqueciendo la doctrina jurídica actual que estudia 
el problema de definir el concepto de Crimen Internacional, tanto 
en los trabajos de la Comisión de Derecho Internacional de Nacio­
nes Unidas en su proyecto de convención sobre Responsabilidad de 
los Estados, como en el seno del Comité. Jurídico Interamericano al 
elaborar diversos proyectos de convención que inciden en el tema. 

Se analizó la confusión que existe entre Derecho Inte~nacional 
Penal y Derecho Penal Internacional y el desarrollo en ciernes:de 
una responsabilidad internacional distinta a la clásica, que se: ad­
vierte sobre todo en el campo de la protección internacional. del in.~ 
dividuo, que genera un tipo especial de relación internacional en 
la que un Estado tiene derecho a reclamar de otro un comporta,­
miento debido a la existencia de . una Convención que los vincula, 
aunque ese Estado sea completamente ajeno al daño, con lo que de 
acuerdo a algunas opiniones se está tendiendo a una penalización 
muy especial que puede conducir a actos gravísimos .de uso de Ja 
fuerza o de justicia por sí mismo. Asimismo, se destacaron los pro­
gresos que se han realizado en algunos aspectos de la tipificación de 
delitos internacionales, tales como la contaminación de las aguas y 
la tendencia en los nuevos .desarrollos del Derecho Ambiental a 
continuar agregando delitos ecológicos castigados por la ley penal. 
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INTERDEPENDENCIA REGIONAL , 
PROYECTOS CONJUNTOS Y DERECHO 

INTERNACIONAL 

Félix Peña 

INTERDEPENDEl\CIA REGIONAL 

Resulta claro para' cualquier observador que en los últimos años se 
han acentuado las vinculaciones de todo tipo entre los países lati­
noamericanos. Los países de la región han ido perdiendo margina­
lidad relativa unos con respecto a otros, y de tal forma se ha intro~ 
ducido una nueva dimensión' a sus respectivas políticas de inser­
ción internacionaL 

Las interacciones se han acrecentado debido a lo que la región, o 
subregiones den,tTo de ella, significan para cada uno de sus compo­
nentes en términos de mercados, de modelos y de seguridad. - El au' 
mento del comercio recíproco y su diversificación geográfica y sec­
torial; la rapidez en la circulación de ideas e influencias culturales 
y la existencia de viejas y nuevas fuentes de conflicto, han contri­
buido a poner en evidencia un grado de dependencia recíproca que 
torna difícil si no imposible mirar con indiferencia lo que ocurre 
en la región más allá de cada frontera nacionaL 

Quizás sea prematuro considerar que la interdependencia regio­
nal presenta la intensidad y características de la de otros subsiste­
mas internacionales como el del Atlántico Norte o el del Medio 
Oriente. Pero sí es factible afirmar que la región ha traspuesto un 
umbral a partir del cual será difícil retornar a una situación pre­
existente caracterizada por el bajo nivel de interacción recíproca, y 
que la tendencia es, por el contrario, a un aumento creciente de 
tal interdependencia. Esta última afirmación puede sustentarse en 
la observ.ación de algunos de los factores intrarregionales que es­
tán operando en el sentido de aumentar las interacciones económi­
cas y políticas, tales como la mayor industrialización y sus requeri­
mientos de mercados e insumos que la región puede suministrar; 
el desarrollo de los sistemas de comunicaciones, de transportes y de 
comercialización; la presencia de actores económicos y políticos 
transnacionales. El cuadro internacional, con sus características de 
crisis de redistribución de poder, y sus tendencias proteccionistas y 
recesivas, contribuye a una revalorización de la región en las estra­
tegias de desarrollo, y aún de supervivencia, de sus componentes. 
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INTERDEPENDEI\CIA REGIONAL, PROY¡,CTOS CONJUNTOS y DEIU:CHO INTERNACIoNAL 

Más interdependenCia no sigriifica mayor cooperación e integra­
ción. Por el contrario, puede ser fuente de nuevos y mayores con· 
flictos. La historia de la interdependencia europea de antes de 
1950 y del Medio Oriente actual es elocuente en cuanto al poten­
cial de conflicto que puede encontrarse en un subsistema interna­
cional de alto grado de interacción. 

En esta última perspectiva pueden entenderse los esfuerzos que 
desarrollan los países de la región, o de subregiones dentro de ella, 
por generar mecanismos institucionales y reglas de juego comunes 
para sus relaciones económicas, no sólo como formas de acrecentar 
interacciones y por lo tanto interdependencia, pero también como 
formas de regular conflictos, de potenciar los elementos de coope­
ración, en fin de tornar administrable la interdependencia mar-
cándola con signos cooperativos y de solidaridad. ; 

Quizás resida aquí la esencút de la función del derecho y de los 
mecanismos institucionales en el desarrollo de un sistema de inter­
dependencia regional en América Latina: contribuir a desatar fuer­
zas centrípetas en un cuadro que puede llegar a estar signado. da­
da su propia dinámica, por la presencia de poderosas fuerz~s cen­
trifugas. Normas e instituciones comunes cobran sentido histórico 
entonces, en la perspectiva de una estrategia destinada a revertir 
naturales tendencias al conflicto en las relaciones de un sistema 
internacional parcial. Al ser así, no constituyen un fin en sí mis­
mo, sino instrumentos en función de una finalidad sólo alcanzable 
a través de una larga práctica de trabajo en común. ¿No era acaso 
esa la idea central del pensamiento de Jean Monnet cuando éste 
inspira el Plan Schumman y la primera experiencia contemporá­
nea de integración concertada? Volveremos luego a este tema. 

INTERDEPENDENCIA REGIONAL Y PROYECTOS CONJUNTOS 

Superada está la idea de que en el caso de América Latina, el o 
los procesos formales de integración económica constituirían en la 
década del 80 el eje de las relaciones de cooperación regional. La 
realidad con toda su complejidad y diversidad se ha· impuesto fi-
nalmente. . 

Tanto en el plano conceptual como en el práctico, los. países 
han ido reconociendo la existencia de múltiples medios adaptados 
a la finalidad de intensificar las relaciones recíprocas y de poten­
ciar los factores de cooperación e integración. Estos medios inclu­
yen los que responden a las características úpicas de un proceso 
de integración económica, así como otros bilaterales o multilatera­
les; regionales o parciales (sectoriales o subregionales); guberna­
mentales o sacie tales; de cooperación frente a terceros o intrarre­
gional. E incluyen a los proyectos conjuntos. 

Es quizás desde el comienzo mismo de la experiencia iniciada 
en la región a finales de los cincuenta con la firma de los prime-

17 



Los COMPUJOS DE OBRAS PÚBLICAS IUNACIONALES ••• I F. Orrego y ]. lrigoin 

ros tratados ,. de integración económica, que se fue percibiendo la 
importancia económica y política de desarrollar proyectos conjun­
tos entre dos o más países. La idea de "proyec;tos conjuntos" fue 
vinculada a la puesta en común de espacios y recursos, para la 
construcción de una obra física, o para el desarrollo de una activi­
dad económica, que por su naturaleza requerirían del concurso de 
más de un país (por la presencia de lo que puede denominarse 
"elemento de multinacionalidad"). Un puente, un ferrocarril, una 
presa, un camino, una interconexión eléctrica, eran los ejemplos 
típicos. Y a ellos se sumaban la prestación conjunta de servicios 
de transporte, las redes de comunicaciones, la explotación conjun­
ta de recursos naturales, el desarrollp compartido de complejos 
industriales o aún de zonas marítimas contiguas o comunes. 

Se avanzaron así ideas, a veces sueños, de grandes obras y otros 
proyectos conjuntos, denominados bi o multinacionales, que sim­
bolizaban para muchos la vocación verdadera de integración y de 
solidaridad regional. 

Del plano conceptual, y a veces retórico, se pasó gradualmente 
a los hechos. En parte contribuyeron a ello los organismos inter­
nacionales de financiamiento. Lo cierto es que ya en la década de 
los setenta, estaba clara la noción que los proyectos conjuntos eran 
elementos indisociables de una estrategia de integración y coope­
ración latinoamericana. Quizás no siempre se tenían ideas claras 
en cuanto a la relación entre la "integración por proyectos" y la 
"integración institucional", y es así que muchas veces aparecían 
como vías contrapuestas hacia una misma finalidad. Se reflejaba 
ello en la postura de quienes entendían que sólo cabía operar a 
través de la "p4esta en común de mercados" o de "industrias", y 
la de quienes entendían que sólo la "integración física" era la que 
creaba condiciones de viabilidad a una posterior integración eco­
nómica de la región. 

La realidad una vez más se impuso frente a las simplificacio­
nes teóricas. Y hoyes difícil que alguien niegue la existencia de 
múltiples caminos que conducen a la integración y a la cooperación 
regional, entre los cuales los proyectos conjuntos ocupan un lugar 
pn vilegiado. 

Se trata, en el fondo, de otra modalidad de ir generando "soli­
daridades de hecho" entre naciones. Vínculos factuales que pue­
den tornar irreversibles los vínculos económicos y polític<!s. Pero 
retomemos también ahora el pensamiento de Monnet. Un puente, 
un camino, toda obra física binacional, une. Pero "per se" no ga­
rantiza relaciones solidarias y de cooperación. Crean la base físi­
Ca indispensable para interacciones económicas y políticas. No ase­
guran necesariamente el signo de tales interacciones. 

Por ello hay por lo menos dos aspectos a considerar en torno a 
cualquier proyecto conjunto, en la perspectiva que nos interesa en 
este trabajo. Uno es cuándo y cómo un proyecto conjunto es facti-
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ble. La pregunta sería: ¿A través de qué mecanismos, dadas ciertas 
condiciones, resulta posible poner en común espacios y recursos 
para desarrollar una obra o una actividad en forma conjunta entre 
dos o más países? El otro aspecto es el de la forma en que un pro­
yecto conjunto puede contribuir efectivamente a tornar administra-
ble y solidaria la interdependencia regional. .' 

El primer aspecto nos conduce al tema del cómo de cada. "soli­
daridad de hecho" concreta. Supone aislar un proyecto de su con­
texto histórico y analizarlo en su problemática y finalidad especí­
fica: unir territorios por sobre un río o bajo una montaña, gene­
rar electricidad o regular cursos de agua, transportar gas o petró­
leo, etc. Se trata de un análisis válido;. enriquecedor y necesario; 
susceptible de múltiples enfoques, incluso el jurídico-.institucional 
y el político. Pero el segundo aspecto es el que nos permite situar 
cada "solidaridad de hecho" en el marco más amplio de las rela­
ciones políticas y económicas de la región, o de una subregión den­
tro de ella, y nos permite entonces detectar su funcionalidad con 
el objetivo más amplio de una interdependencia cooperativa. Nos 
lleva a interrogarnos sobre los efectos de largo plazo en los países 
participantes, políticos y económicos, de la generación y distribu­
ción de energía, del transporte que circula por el puente o el tú­
nel, del gas o petróleo que recorre el ducto respectivo. Y nos lleva 
a insertar el proyecto conjunto concreto en la visión más amplia 
de las relaciones económicas y políticas globales de los países de la 
región, incluyendo por cierto a los que participan del propio pro­
yecto. 

Monnet habla de solidaridades de hecho. Y de normas e insti­
tuciones comunes para la puesta en común de recursos. Pero tam­
bién hablaba de la necesidad de una visión de conjunto, la que 
daba coherencia a la idea de solidaridades de hecho. Se trataba en­
tonces, de poner en común recursos, para generar solidaridades de 
hecho, a través de normas e instituciones comunes, a fin de revertir 
la tendencia secular al conflicto, o sea, revertir el signo conflictivo 
de la interdependencia europea, y todo ello en función de una vi­
sión de conjunto, en particular del rol de Europa en un mundo de 
postguerra marcado por surgimiento de dos grandes bloques. En 
cada uno de los elementos anteriores reside la esencia del método 
MonneL Y es la suma' de cada uno de esos elementos lo que per­
mite configurar la reciprocidad de intereses que constituye la base 
del pacto social sobre el cual se construyen las Comunidades Eu­
ropeas y su ordenamiento jurídico, y sobre el cual descansa la ac­
tual interdependencia cooperativa de la Europa Occidental. 

Hay por lo tanto una dimensión "micro", tanto jurídica como 
económica, que se refiere a cada proyecto conjunto concreto. Y 
una dimensión "macro", en la que cada proyecto adquiere una' re­
levancia especial en la medida que se inserte, en forma positiva o 
negativa, a un cuadro más amplio compuesto por lá totalidad de 
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medios conducentes al desarrollo de una interdependencia regional 
de signo cooperativo y solidario. 

Puede afirmarse entonces que la multiplicidad de medios en las 
relaciones de integración y cooperación regional, puede ser funcio­
nalal surgimiento de un sistema de interdependencia cooperativa, 
en la medida que se desarrolle una visión de conjunto, que puede 
responder tanto a factores regionales como a extrarregionales (de­
safíos externos) y que es la que, en definitiva, permitirá darle co­
herencia histórica a la suma de esfuerzos parciales. 

Proyectos conjuntos: la experiencia jurídica-institucional 
latinoamericana 

Cuando en 1969 UNITAR reunió a un grupo de juristas en Quito a 
fin de examinar el tema de las empresas y proyectos multinaciona­
les, se habló mucho de casos extrarregionales y de lo que debían ser 
las fórmulas jurídicas más apropiadas. En la región ya se valora­
ban los. proyectos conjuntos. Pero eran muy pocos los que se ha­
bían concretado o se conocían. 

En 1980 al retomarse el tema en esta reunión de Viña del Mar, 
algo fundamental ha cambiado en la materia: ahora hay experien­
cia regional y se la conoce. 

No es sólo en esta materia que la región ha adquirido tecnolo­
gía jurídica-institucional propia. Quizás sean mayores las noveda­
des del derecho económico internacional de la última década, que 
los esfuerzos de los juristas por conocerlas, analizarlas y divulgar­
las. Citemos a título de ejemplo, casi como contribución a una 
agenda de investigación y difusión sobre recientes aportes latino­
americanos al acervo jurídico internacional: a) el régimen común 
de inversiones extranjeras del Grupo Andino, original más por lo 
que significa de esfuerzo legislativo común de varios Estados, que 
por su contenido, ya que prácticamente todos los elementos que 
componen la Decisión 24 (y sus actualizaciones) reconocen prece­
dentes en las legislaciones de los países industrializados; b) el tra­
tamiento especial para países de menor desarrollo económico rela­
tivo de la ALALC, ahora de la ALADI, y el propio Grupo Andino; c) 
el mecanismo de los Comités de Acción del SELA, tanto en su utili­
zación efectiva como en su potencial; d) el régimen del "frente ma­
rítimo" entre la Argentina y el Uruguay; e) el mecanismo de los 
acuerdos de alcance parcial de la nueva ALADI; f) la programación 
sectorial del Acuerdo de Cartagena. 

Lo cierto es que, cada vez más, el negociador de compromisos ju­
rídicos latinoamericanos actúa con independencia de fórmulas y 
precedentes de origen extrazonal y aprovecha la experiencia regio­
nal. Se ha producido un efecto de aprendizaje tras veinte años de 
marchas y contramarchas en la integración y la cooperación regio­
nal. Ello es notorio en la elaboración de instrumentos jurídicos 
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multilaterales que crean y regulan organismos internacionales. Si 
bien en la redacción del Tratado de Montevideo de 1960 se actuó 
con gran originalidad (por ej. la fórmula de los· acuerdos de com­
plementación industrial), la exótica fórmula del artículo XXIV del 
GATI terminó condicionando toda la arquitectura jurídica del siste­
ma: ALALC. Allí está el origen de muchas de las limitaciones poste­
riores de la organización. Más original había sido en su aproxima­
ción a la mecánica de un sistema preferencial latinoamericano la 
CEPAL. Pero finalmente triunfó la necesidad de conformar el com­
promiso que se adoptaría a los asumidos por algunos de los signa­
tarios de más relieve en el GATT. Luego, durante muchos años el 
pensamiento jurídico -y el económico- en materia de integración 
estuvo muy marcado por la influencia del modelo europeo en el 
debate político y técnico sobre la integración latinoamericana. Se 
importaron conceptos y modelos, y se fue alejando así la idea de 
integración, y el cómo instrumentalizarla, de la realidad regional. 

Ya en la elaboración y en la puesta en marcha del Acuerdo de 
Cartagena se actuó con gran originalidad, si bien la influencia ins­
titucional europea fue notoria. Por el contrario, la búsqueda de 
una comunidad económica y social centroamericana volvió a estar 
marcada por la influencia de conceptos e ideas derivados de la in­
tegración europea. Es en la conceptualización del SELA y en la ela­
boración del Convenio de Panamá donde volvemos a encontrar la 
marca de la originalidad latinoamericana, incluso en la forma prag­
mática en que la organización se tornó efectiva y sus órganos co­
menzaron a funcionar. Yla reciente negociación del Tratado de 
Montevideo de 1980 vuelve a demostrar originalidad én el legisla­
dor latinoamericano. Es difícilenc6ntrar, sí no en la propia expe­
riencia de la ALALC, precedentes del sistema ALADI y de su régimen 
jurídico, y es quizás en la forma en que se resolvió lá transforma­
ción de la ALALC en la ALADI donde encontramos más originalidad. 
En este último aspecto se tuvo por cierto en cuenta el precedente 
de la transformación de la OECE en la DECD por el Convenio de Pa­
rís de 1961, pero sólo a fin de avalar una fórmula que había sur­
gido de los propios requerimientos del proceso negociador y de los 
condicionamientos que se habían creado C01110 consecuencia de las 
tesis. jurídicas contrapuestas en cuanto a Jos efectos de la finaliza­
ción del período de transición de la ALALC. 

Esa independencia con respecto a modelos extrazonales también 
lieobserva en materia de proyectos conjuntos. No es que no se 
tengan en cuenta tales modelos. Pero se los inserta en un cuadro 
de precedente entre los que figuran en forma marcada los propios. 
Y aquí reside la diferencia. En 1969, los precedentes existían, pe­
ro eran en su mayoría ajenos. No existían vivencias, es decir, ex­
periencias vividas por nuestros propios técnicos y políticos, acerca 
de cómo administrar en sus distintas etapas un proyecto conjunto. 
En 1980, muchos de nuestros países han adquirido experiencia di-
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recta en la materia. Tomemos el caso, por ejemplo, de los países 
de la Cuenca del Plata. Salto Grande ya es una realidad como 
obra hidroeléctrica binacional, y a la vez que se está concluyendo la 
puesta en funcionamiento de todris las turbinas, se ha avanzado en 
la concreción de la obra como el eje de un proyecto de desarrollo 
regional compartido entre la Argentina y el Uruguay. Itaipú, en­
tre el Paraguay y el Brasil, avanza aceleradamente, y ya se ha enca­
rado la construcción de Yaciretá y se ha comprometido la de Cor­
pus, ambas entre el Paraguay y la Argentina. La infraestructura fío 
sica para el transporte automotor y ferroviario ha tenido un decidi­
rlo desarrollo en la subregión, incluyendo la construcción de gran­
des puentes binacionales sobre el río Uruguay. Los mecanismos de 
administración de la construcción y explotación de obras son aho· 
ra conocidos y diversos. Y también se ha avanzado en la experien. 
cia de administración coniunta de intereses compartidos, como pue­
de ser los que se dan entre la Argentina y el Uruguay, en el río 
Uruguay, en el Río de la Plata, y en el frente marítimo. 

El cuadro de la experiencia regional se enriquece con un m'lme­
ro ya si}?,uificativo de interconexiones eléctricas, de sistemas de tele· 
comunicaciones, y de gasoductos y oleoductos. También en la preso 
tación de servicios comunes, la región ha ido adquiriendo desde el 
ya leiano precedente de COCES NA hasta 1;1 reciente. NAMUCAR una ri· 
ca experiencia. Y el SELA, como resultado de la labor de sus prime­
ros Comités de Acción, ha encarado ¡Jroyectos conjuntos más como 
pleios en el campo de las artesanías, de la pesca y de la comerciali· 
zación de fertilizantes (MULTIFER). No se trata aquí de completar 
una enumeración de casos. pero sí de indicar la variedad de la ex· 
periencia que se ha desarrollado en la región en materia de pro· 
yectos conjuntos. Por ello cabe también recordar los proyectos tec· 
nológicos conjuntos del Grupo Andino y los circuitos de turismo 
integrado que ha impulsado el BID. 

Algunas conclusiones que se extmen de la experienoia regional 

Quizás lo más interesante es observar que en líneas generales la 
experiencia jurídica latinoamericana en materia de proyectos con· 
juntos, no difiere sustancialmente de la internacional conocida. 

Es cierto que se ha adquirido lo que hemos denominado tecnolo· 
gía jurídica e institucional de la región en esta materia. Y es cier­
to q~e mecanismos y normas que se han utilizado responden a ne­
cesidades e idiosincrasias jurídicas y administrativas autóctonas. Pe­
ro los grandes principios son similares a los observados en la expe­
riencia de proyectos conjuntos desarrollados en otras regiones. 

Dos grandes principios aparecen como centrales: 
1. El principio de la subsidiaridad o de la función supletoria 

de los mecanismos internacionales, y en particular, de aquellos que 
suponen la administración conjunta y no separada, de las distintas 
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etapas de desarrollo de un proyecto (preparación, ejecución y ex­
plotación). Tal principio lo formulamos en otra oportunidad en 
estos términos: "ningún Estado recurre a la utilización de mecanis­
mos internacionales para hacer cosas que pueden ser realizadas en 
forma parecida, igualo mejor, mediante la utilización de mecanis­
mos nacionales". 

2. El principio de la libertad de organización propio del dere­
cho de las organizaciones internacionales, deriva del hecho de no 
existir normas jurídicas positivas internacionales que condicionen 
la forma en que los países participantes .de un proyecto conjunto 
deben encarar la administración de sus distintas etapas. 

Sin embargo, estos dos principios aparecen condicionados en la 
práctica por requerimientos derivados de la necesidad de una ges­
tión eficiente del proyecto (condicionamiento al principio de sub­
sidiariedad), y del sistema legal y administrativo interno de c;¡d" 
uno de los participantes o de las modalidades del financiamiento 
externo al que se recurra (condicionamiento al principio de liber­
tad de organización) . 

Un tercer principio clave que se observa es el del control del in­
terés nacional en el desarrollo del proyecto y por lo tanto en las 
decisiones que se adopten en el mecanismo de administración. Nin· 
gún país acepta que un proyecto conjunto, cualquiera. que sea su 
importancia y el "elemento de multinacionalidad" que impulsaron 
a su desarrollo compartido con otro país, pueda desarrollarse en 
sus distintas etapas en forma contraria a los intereses nacionales. 
Cómo conciliar este principio con los réquerimientos de eficiencia 
en la gestión, es uno de los problemas más complejos de resolver 
en la práctica, y muchas veces dependen más de factores personales 
en los administradores que de fórmulas jurídicas. 

El juego de estos tres principios permite afirmar que en la nego­
ciación de la fórmula de administración de un proyecto conjunto, 
los negociadores estarán inspirados por una triple preocupación: 

a. Aceptar un mecanismo internacional sólo en caso en que 
sea claramente necesario; 

b. Lograr que el mecanismo creado sirva a la obtención de 
los objetivos propuestos, teniendo en cuenta la naturale­
za del proyecto (eficiencia del mecanismo), y . 

c. Introducir en el mecanismo los elementos necesarios que 
permitan la salvaguarda del interés nacional (noción de 
control) . 

La gama de alternativas que se ofrece con la aplicación de estos 
tres principios es demasiado amplia como para poder analizarla 
aquí. Desde la administración separada, a distintas modalidades 
de coordinación, a la administración conjunta, hasta las fórmulas 
más avanzadas que suponen la creación de un ente autónomo y 
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conjunto, caben muchas variantes para la gestión de cada una de 
las etapas y de los componentes en que se puede desgregar un pro­
yecto conjunto. 

El problema práctico puede consistir entonces en el adecuado 
ejercicio del principio de libertad de organización. No existiendo 
fórmulas obligatorias, pero sí existiendo precedentes y condiciona­
mientos internos y externos (jurídicos, económicos y técnicos), las 
decisiones con respecto a cada uno de los aspectos de la gestión del 
proyecto, desde las más globales (ente autónomo?, grado de auto· 
nomía?, composición?, sistema de decisión y de control de ges­
tión?, personería jurídica?, derecho subsidiario?, etc.), hasta las 
más específicas (régimen laboral del personal propio del proyec­
to?, de la mano de obra empleada?, contratación y garantía de 
empréstitos?, régimen de licitaciones?, etc.), serán otras tantas prue­
bas a la imaginación y pericia técnica (y política) de los llamados 
a adoptarlas o a prepararlas. 

El espado de creación normativa que brinda el principio de li­
bertad de organización en materia de proyectos conjuntos (yen 
general de organizaciones internacionales), transfiere muchas veces 
los problemas del plano estrictamente jurídico-normativo al plano 
personal de las condiciones intelectuales. imaginación y adaptabili­
dad del o de los juristas convocados a asesorar o a elaborar !;;¡s fór­
mulas. La praxis int('!rdisciplinaria y la flexibilidad mental del ju­
rista pueden ser factores decisivos en el grado de satisfacción que 
los requerimientos concretos de un proyecto conjunto encuentren 
en el dereho internacional. 

El valor político de una metodología 

En América Latina se ha aprendido con la práctica que la admi­
nistración eficiente de proyectos conjuntos es factible. Se puede 
suponer que en lbs próximos años se multiplicarán los casos en que 
dos o más países compartan recursos o espacios en función de inte­
reses comunes.' 

En principio. no parecen existir problemas jurídicos internacio­
nales en torno a estos proyectos qUe no puedan resolverse en el 
marco de los tres principios antes mencionados, y tomando en cuen­
ta precedentes regionales y extrarregionales. 

Si puede parecer necesario una mayor familiarización con las ca­
racterísticas y supuestos de una metodología jurídico-institucional 
que en la práctica de las relaciones económicas contemporáneas 
también tiene una de sus principales fuentes en el pensamiento y 
la acción de Jean Monnet. 

Tal metodología se basa en el reconocimiento de la fuerte inter­
acción' entre lo jurídico y la realidad política y económica. En un 
proceso o proyecto concreto, el pacto social y el ordenamiento ju­
rídico que de él deriva se sustentan en una reciprocidad de intere­
ses entre las partes. Y la evolución del proceso o del proyecto re-
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quiere una visión dinámica de tal reciprocidad de intereses, y una 
mecánica de concertación que genere nuevos compromisos y nor­
mas, en función de los cambios que se operen en la realidad o del 
cumplimiento del plan originalmente previsto. La efectividad de 
las decisiones y ordenamiento jurídico, entendida como su capaci­
dad para penetrar en la realidad, será consecuencia de la correcta 
relación que se establezca por los mecanismos de concertación en­
tre principios, normas e intereses nacionales. 

Pero es una metodología que supone además la inserción de ca­
da proceso de integración o de cooperación, y de cada proyecto 
coniunto en la perspectiva más amplia de una interdependencia 
cooperativa entre los países particioantes, y dentro del marco de un 
sistema regional o subregional. Sólo puede alcanzar todo su poten­
cial si 1:1 <o1id"ridad de hecho a la que se aplica, es parte de un 
complejo de solidaridades ne hecho y de una solidaridad política 
básica, que sea a su vez refleio de una visión de conjunto del de­
sarrollo y de la participación internacional de los países partici­
pantes. 

Esta metodología jurídico-institucional lleva a generar órganos y 
normas comunes, sustentados en una concepción dinámica de la re­
ciprocidad de intereses que reauiere de un esfuerzo constante de 
concertación. Y supone también la existencia de 'un espíritu espe­
cial en quienes la ponen en práctica y de un contexto político de 
solidaridad. La mención al espíritu especial lleva a transferir par­
te del peso del éxito de t;11 metodología a las característiclls perso­
nales y la prudencia política de quienes asumen responsabilidades 
máximas en los órganos comunes. Se trata de una variable no ju­
rídica que es clave para entender la eficacia del mecanismo de con­
certación, y por 10 tanto el potencial de efectiVidad de las decisio­
nes y normas comunes que se generan. 

y es también un factor extraiurídico el que explica la existencia 
de un espíritu comunitario -mística?- en un proyecto concreto: la 
confianza. La confianza brinda la atmósfera que torna viable un 
proyecto y su estructura jurídica e institucional por más simple que 
ellos sean. Confianza, concertación de intereses e inserción del 
proyecto en un marco de interdependencia cooperativa y en una 
visión de conjunto de las relaciones regionales, parecen ser enton­
ces los principales requerimientos extrajurídicos para el éxito d~ 
una metodología jurídico-institucional que permita concretar pró­
yectos conjuntos. 

S610 una tradición de trabajo en común, fruto de múltiples ~x­
periencias puede generalizar entre dos o más países, parte de u':la 
región o de una subregi6n, el clima de solidaridad política y de 
confianza personal que se requiere para consolidar el signo coope­
rativo en la interdependencia. Pero un proyecto conjunto concreto 
no es viable si no existe como base un mínimo de ese clima reque­
rido. Primero debe plantearse el clima mínimo_ Luego un proyec-
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to puede contribuir a consoridarlo, ampliado y generalizado. Para 
ello entendemos que debe aplicarse una metodología de concerta­
ciónque permita generar costumbres de trabajo en común en fun­
ción de intereses comunes. La experiencia jurídica internacional 
brinda principios y fórmulas. Sólo se requiere que los estadistas de 
los países interesados y los técnicos convocados a la gestación y ad­
ministración de un proyecto concreto, capten el espíritu y el senti· 
do político de la metodología de Jean Monnet. 

Las consideraciones precedentes son sobre todo más aplicables a 
aquellos -proyectos complejos y con una dinámica especial derivada 
de su naturaleza y objetivos, como puede ser el compartir un espa­
cio geoeconómico, o explotar recursos naturales conjuntos o desa· 
rrollar un complejo minero.industrial. Quizás en estos casos sea di· 
fícil disociar una metodología de concertación de un determinado 
vr~do de autonomía del- mecanismo que se establezca para adminis­
trar el proyecto.· Es por ello que es en estos casos cuando re,,!me'1-
te se pone a prueba la existencia de los prerequisitos extrajurídi. 
co.'; que hemos indicado. 
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OTROS PROYECTOS BINACIONALES CON 

PARTICULAR REFERENCIA A LOS PROBLEMAS 
DE LA CONTRATACION lNTERNACIONAL 

A LA LUZ DE LA EXPERIENCIA 
LATINOAMERICANA 

Juan María Rouvier 

INTRODUCCIÓN 

La vasta extensión del Continente latinoamericano y las inmensas 
riquezas contenidas en su suelo, han llevado a los dirigentes de 
nuestras patri;1s al convencimiento de que es preciso aunar esfuer­
zos y sumar talentos y voluntades para lograr el desarrollo que exi­
gen nuestros pueblos, desarrollo que es una justa aspiración y un 
derecho indiscutible. . 

Los inmensos recursos mineros, hidráulicos y las posibilidades 
provenientes de los recursos forestales, exigen la integración de es· 
tos países para que su desarrollo sea apropiado y nos permita un 
mejor aprovechamiento de sus riquezas naturales y una mejor vida 
a todos los nacionales de estos países. 

Nosotros nos declaramos fieles integracionistas, porque creemos 
de la manera más ferviente y sincera que ella es el medio con el 
cual cuen'tan nuestros pueblos para lograr que sus industrias alcan­
cen un grado de pujanza respetable y eficaz. Este criterio ha sido 
reconocido por los más altos dirigentes políticos de nuestra Améri­
ca, me bastaría citar el nombre de mi ilustre compatriota el ex Pre­
sidente Dr. Rafael Caldera, quien dijera: "Creemos en la integra­
ción no como un fin en si, sino como un medio, como un instru­
mento destinado a lograr el desarrollo económico y social de nues­
tro pueblo, para asegurarnos el ascenso en su nivel de vida y la 
participaci9n de todos en el proceso social. Para que la integración 
realmente lo sea, tenemos que afrontar valerosamente esta cuestión 
y tratar de obtener resultados concretos, proyecciones claras y posi­
tivas, estímulo's de logro a través del intercambio de ideales y de 
acciones, mejores salarios, mejores condiciones de vida y mayores 
oportunidades de trabajo para los pueblos de América Latina"1. 

'CALDERA, Dr. Rafae1. Intervención en la IX: Conferencia de los Estados 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo. Caracas. 13 de abril 
de 1970, "SELECCIÓN DE CONCEPTOS". 2~ Ed. 1972. Oficina Central de Informa­
ci6n. p. 208. 
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Los americanos hemos comprendido _ esta realidad que se trans­
forma en una necesidad clara y decisiva de nuestros pueblos, y po­
demos decir con orgullo que resultados de esa convicción han sido 
el Mercado Común Centroamericano, la Asociación Latino Ameri­
cana de Libre Comercio (ALALC), el Pacto Andino, el Banco In­
teramericano de Desarrollo (BID); en el Caribe, la Asociación de 
Libre Comercio del Caribe (CARIFTA), y la Comunidad del Caribe 
(CARICOM) ; el Tratado de Cooperación Amazónica, celebrado entre 
Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Suriname y Ve­
nezuela, y el más reciente convenio celebrado entre los países que 
formaron la ALALC, que es la Asociación Latinoamericana de Dere­
cho de Integración ALADI; en cada una de estas iniciativas existen 
valores positivos, aun cuando no haya producido, hasta la fecha, 
los resultados que se esperaban de ellos. 

~------==t 

Todas estas iniciativas tienen sus raíces en las ideas panamerica­
nas del Libertador Bolívar, quien dedicó todo su esfuerzo a traba­
jar por la Unión de nuestras patrias; hoy, con la celebración de es­
tas Jornadas, queremos honrar su memoria con motivo del sesqui­
centenario de su muerte. 

Estas ideas de integración acaban de ser ratificadas por Venezue­
la con la intervención del Canciller de nuestro pa,ís, Dr. José Al­
berto Zambrano Velasco, quien en su discurso ante la Organización 
de Estados Americanos. en su décimo período de sesiones ordina­
rias, dijo: "Mientras no incrementemos la interrelación reconocien­
do las subregiones, nuestra América seguirá contemplando la dis-
persión de sus esfuerzos"2. ~ . 

En esta labor, los internacionalistas americanos tenemos el inelu­
dible compromiso de prestar nuestra decidida colaboración en esta 
sociedad que es cada día más solidaria; me permito citar al Exce­
lentísimo señor Presidente de Venezuela, Dr. Luis Herrera Cam­
pins. quien en agosto pasado, al pronunciar en la ciudad de Méri­
da, Venezuela, el discurso de Instalación del XII Congreso del Ins­
tituto Hispano Luso Americano de Derecho Internacional, y al ree 
ferirse a la egregia figura de Francisco de Vitoria, dijo: "Bueno 
su recuerdo para decir que hoy. más que nunca, la labor del inter­
nacionalista es de fundamental importancia para delinear los prin­
cipios rectores que deben orientar los alcances de una nueva socie­
dad cada vez más interdependiente, cada vez más solidaria, cada 
vez más participativa. Jamás podremos alcanzar el delineamiento 
de un nuevo orden económico internacional, o de una estrategia 
hacia el desarrollo, de una política de promoción y defensa de Jos 
derechos humanos, si no encontramos el fundamento de un NUEVO 
DERECHO INTERNACIONAL" . 

. ·'ZAMBRANO VE LASCO, . José Alberto. Discurso pronunciado en la Sesión Inau­
gural .de la x Asamblea General de Organización de Estados AmericanosoEA. 
Diario El Nacional NQ 13.376, 20 noviembre 1980. Edición de Occidente. 
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Más adelante el Excelentísimo señor Presidente decía: "El Dere­
cho Internacional contemporáneo no puede concebirse sin estar con­
sustanciado con la idea de la solidaridad" .. _ "En el campo inter­
nacional, la solidaridad' implica la convicción de que las relaciones 
deben sedimentarse en derecho, en la obligación de quienes tienen, 
hacia aquellos que menos tienen. No como una dádiva, como una 
concesión graciosa, sino' por imperio de las normas jurídicas inter­
nadonales"3. 

Es con espíritu panamericano y solidario como venimos a esta 
hermosa patria chilena, que ha. dado con la mayor -generosidad, 
grandes aportes a la cultura y a la ciencia americana y con la que 
los venezolanos tenemos lazos indestructibles, nacidos al calor de 
nuestros comunes ideales y vivificados por ese lazo común nacido 
a través de la ilustre figura de Andrés Bello. 

CONCEPTO DE OBRA PÚBLICA 

En nuestra condición de especialistas de Derecho Internacional Pri· 
vado, estudiaremos este sujeto desde la óptica propia de esa mate­
ria, y con referencia especial a los conflictos nacidos con motivo de 
la contratación de los trabajadores de esas obras binacionales, qU'e 
por otra parte son caminos que ya hemos transitad04, pero antes 
trataremos de fijar el concepto de obra pública a la luz del Dere­
cho Administrativo. 

En Venezuela el tratadista Lares Martínez opina: "La expresión 
obra pública sirve a un tiempo para denominar determinados tra­
bajos ejecutados sobre inmuebles por una entidad administrativa o 
por su cuenta y también el resultad9 de esa labor". 

En el primer sentido señalado, se entiende por obra pública too 

da operación material relativa a la construcción, ampliación, arre­
glo, edificación, reparación o mantenimiento de bienes inmuebles 
realizada con una finalidad pública por una entidad administrati­
va o por su cuenta". 

En el segundo sentido son obras públicas los bienes inmuebles 
construidos o afectados en su estructura por aquellas labores. Esos 
inmuebles están destinados al uso público y al aprovechamiento 
general, como las vías públicas y las plazas, o al servicio de las en­
tidades administrativas, como los palacios legislativos, los edificios 

"HERRERA CAMPINS, Dr. Luis. "Derecho Inte¡znacional para una Sociedad So· 
lidaria. Discurso de Instalación del Xl[ Congreso del Instituto Hispano Luso 
Americano de Derecho Internacional. Mérida, 31 de agosto de 1980. Ministe­
rio de Información y Turismo. Imprenta Nacional. 

'Véase mi trabajo: "El Contrato Individual de Trabajo a la Luz del Dere­
cho Internacional Privado. Libro Homenaje al Dr. Rafael Caldera. Publica­
ción de la Universidad Católica Andrés Bello. Caracas. T. lI. pp. 1471 Y ss. Pu­
blicado nuevamente en Revista del Colegio de Abogados del Estado Z,ulia. 
NQ 151. 1978. pp. 23 Y S8. 
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de los ministerios y de' los tribunales y los construidos para escue-
las y hospitales"5. . 

En nuestra opinión, para que pueda hablarse de obra pública es 
preciso que se trate de trabajos relativos a inmuebles, que tengan 
por objeto un fin de interés colectivo. 

Los CONTRATOS EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 

Los .contr~tos son u.na de las fuentes m.ás importantes de casos de 
lJel'echo Internacipnal Privado, porque la internacionalización .de 
las ~-elaciones jurídicas, .producto de la actividad del hombre y de 
las empresas, hacen en muchas ocasiones que una relación jurídica 
cualquiera se ponga en· contacto con las legislaciones de dos o más 
países, originando un conflicto. de leyes, es decir, un problema de 
Derecho Internacional privado. 

No hay duda que los contratos celebrados en relación a los como 
pIejos de obras públicas y otros proyectos binacíonales dan lugar a 
verdaderos conflictos de leyes y corresponde al Derecho Internacio­
nal Privado aportar las reglas y principios. que dé la justa solución 
de ellos .. 

En razón de la intervención del Estado, en estos complejos, bien 
sea directamente, o por intermedio de otras. entidades de derecho 
pub,ico, hace aún más complicados los problemas que puedan sur­
gir en relación con el Derecho Internacional Privado. Habrá mu­
chos de los contratos que se celebren en estos casos que correspon­
dan a la esfera del derecho público y concretamente del Derecho 
Administrativo, pero otros sin lugar a dudas estarán comprendidos 
dentro del campo del derecho privado y la acción del Derecho In­
ternacional Privado tendrá que hacerse presente para resolver estos 
conflictos. Nosotros vamos a hacer un breve recuento de las más 
importantes doctrinas que tratan de fijar la ley aplicable a los con­
tratos en el orden internacional, para así colocarnos dentro del 
marco teórico apropiado, para luego hacer la aplicación de estos 
principios a la realidad latinoamericana. 

Autonorltía de la Voluntad 

En materia de obligaciones convencionales, el prinCipIO dominan­
te en las legislaciones y la doctrina es el de la autonomía de la vo­
luntad. Las partes son libres de escoger la ley que ha de regular 
sus convenciones, pero esa libertad tiene limitaciones. 

En ejercicio de la autonomía, las partes al contratar, pueden es~ 
coger los titulares de esos derechos y el contenido mismo de los de­
rechos. Podemos decir que los contratantes crean su propia ley, pe­
ro ello dentro del marco impuesto por el derecho; en Derecho In~ 

"LARES MARTfNEz., EJoy. "Manual ·de Derecho Administrativo 11. Ed. Uní-
"crsidad Central de Venezuela. Caracas. p. 303. 1970. . 

30 



Los COMPLEJOS DE OBRAS PÚBLICAS Y OTROS PROYECTOS ¡¡INACIONALES ••• 

ternacional Privado. esta libertad se pone de manifiesto cuando 
las partes escogen la ley de un determinado país para regir su con-· 
venCÍón. 

Umi~aciones al principío de la autonomia de la voluntad 

En relación a este punto nosotros hemos dicho: "Los propios man­
tenedores del principio de la autonomía de la voluntad admiten. 
que es preciso que tenga limitaciones. y ellas surgen en dos aspectos. 
lQ. Las relativas a la elección misma" de las leyes, en cuanto a su 
número y a su clase. 29. Las que tienen por objeto las leyes que ri­
gen los diversos elementos del contrato. 

En la primera de las limitaciones. luego de ser admitido el prin­
cipio de la autonomía de la voluntad, para que las partes, haden- . 
do uso de él, escojan libremente la ley que ha de regir sus conven­
ciones, se ha aceptado que esa libertad debe tener un limite. De 
be existir alguna razón para que las partes· escojan determinada 
ley y este pueda ser la ley personal común o la de alguno de ellos. 
la ley del lugar de celebración o la del lugar de ejecución, la ley 
del lugar donde están situadas las cosas. Poderosas razones de ór­
den práctico y jurídico imponen esta limitación. 

Tampoco es admisible que las partes sometan sus contratos a di­
versas leyes en cuanto a sus efectos y condiciones. Elló podría con: . 
ducir a una verdadera anarquía en esas relaciones, que sería con­
u'aria al fin de seguridad perseguido por el derecho". 

La otra limitación es la relativa a las leyes que regulan los di­
versos elementos fundamentales del contrato. Sí está permitido a 
las partes escoger la ley del contrato, hay un grupo de elementos 
del contrato, que no se puede dejar en manos de las partes la es­
cogencia de la ley que los va a regular. . Así tenemos nosotros la 
capacidad de las partes intervinientes, la cual se regirá por la ley 
personal} que será la de la nacionalidad o la del domicIlio, según 
sea el sistema que se siga. La forma del acto} nosotros sabemos que 
está sometida a la ley del lugar de celebración (locus regit actum) . 

La otra excepción es la del orden público internacional} la que 
como bien sabemos nosotros impide la aplicación de las leyes ex­
tranjeras, cuando sean contrarias a los principios que orientan. el 
concepto de orden público internacional"6. 

A este sistema que como hemos dicho domina el panorama de 
la doctrina y la legislación universal, p9demos agregar los siguientes. 

El principio del lugar de ejecución. Sus partidarios sostienen 
que con este criterio se aúnan la ley aplicable y el foro. Como es 
lógico, esta teoría ha dado lugar a opiniones que la adversan, se 
ha dicho que puede ocurrir que las partes no hayan {ijado ellO'· 

·ROUVIER, Juan María. "Lecciones de Derecho Intemacionaf Privado". T. nJ. 

Primera Ed. 1975. pp. 115·116. . 
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gar de eje¡::ución; también puede ser que el lugar de ejecución no 
se conozca en el momento de celebrarse el contrato. 

El prinCipio que sostiene que debe aplicarse la ley del lugar de 
celeoTUcu:jn. Se ha dICho que el lugar de ejecución puede ser des­
conocidó, porque las. partes no .loh Jaron, porque la obligación sea 
de tralO sucesivo, etc. Por el contrario, en el lugar de celebración 
hay una serie de elementos coincidentes que nos permiten determi­
nar el momento en el cual el contrato ,nace a la vida del derecho. 
No hay lugar a dudas que, en el lugar de celebración del contrato 
es donde las partes han intercambiadQ sus voluntades, lo que hace 
que el vínculo nacido de ese acuerdo de voluntades deba ser some­
tido a esa ley que presenció su nacimiento. Las partes pueden ser 
de diferentes nacionalidades o domicilio; las cosas pueden estar sí­
tuadas en distintos lugares, la ejecución puede cumplirse en diver­
sos países; en las obligacíones sinalagmáticas, en las cuales las par­
tes son recíprocamente acreedoras y deudoras, los cumplimientos 
de las partes pueden estar en distintos lugares; el lugar de ejecu­
ción puede puede ser múltiple; pero el de celebración es único. 

Personalidad. Algunos autores han pensado que debe ser la ley 
personal de los éontratantes. Esto no ofrece ninguna seguridad en 
el orden internacional. Primero sería preciso determinar cuál es la 
ley personal: ¿la de la nacionalidad o la del domicilio? Por otra 
parte, la ley personal de los contratantes puede ser diferente, 10 
que traería incertidumbre en la solución. 

Otras opiniones han sido expuestas, pero en honor a la ,brevedad 
voy a limitar esta parte de la exposición a dos criterios. que consi-
dero de gran interes, uno de los cuales profeso. . 

Es posible considerar competentes dos o mds leyes. Entre los auto­
res sostenedores de esta opinión, podemos citar a Quintín Alfonsín, 
para quien el contrato puede ser objeto de un fraccionamiento ver­
tical y otro horizontal. El fraccionamiento vertical se produce 
cuando cada una de las partes está sometida a leyes diferentes; ho­
rizontal cuando en el contrato se estudian diversos planos: capaci­
dad, forma, ejecución normal, daños y pe:rjuicios, etc. Conforme 
a este criterio cada uno de los aspectos del contrato estará sometí­
do a leyes diferentes. 

Sistemq de Henry Batíffol 

El profesor de la Universidad de París, es el creador de una teoría 
que viene a colocar de nuevo en un plano de actualidad y con 
nuevas características, la vieja' doctrina de la autonomía de la vo­
luntad, sino de la ley de la autonomía. Cada contrato puede ser 
localizado en vir~ud de ' una ,serie, de ,circunstancias y el Juez, pre­
vio examen de esos elementos, determina lá ley aplicable .. Es la 
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voluntad de las partes quien realiza los hechos que permiten la lo­
calización del contrato. Batiffol hace una clasificación de índices 
que contribuyen a la localización del contrato. 

Indices generales: Los que se refieren al valor dado al lugar de 
conclusión y al de celebración del contrato. 

Indices particulares: Entre éstos, in dices intrínsecos al contrato, 
los que se refieren a las personas de los contratantes, su nacionali­
dad o domicilio. Contratos con un Estado. Los que se refíeren al 
objeto del contrato, bienes inmuebles y los relativos a los derechos 
reales. Contratos vinculados a otros contratos. La forma del con­
trato. Intervención del oficial público. Los que se refieren a la san­
ción del contrato. Cláusulas c~promisorias y atributivas de juris­
dicción. 

Indices extrínsecos al contrato: Contenido de las leyes en conflic­
to. Actitud de las partes con posterioridad al contrato. Referen­
cia a una ley o a un uso. 

Opino que a la hora actual esta es la teoría que mejor enfrenta 
y resuelve la problemática de los contratos que puedan producir 
conflictos de leyes, presenta el principio de la autonomía de la vo­
luntad bajo aspectos nuevos, que lo hacen menos discutible. Me 
inclino por seguir esta posición. 

COMPLEJOS DE OBRAS y OTROS PROYECTOS BINACIONALES 

Numerosos son los problemas que plantean la ejecución de obra 
binacionales, problemas que van desde el nacimiento mi'Smo de los 
órganos encargados de la ejecución de las obras, y se contintian en 
los diversos contratos que es preciso celebrar, de construcción, tec­
nología, inspección, con los trabajadores, etc. 

Los tratados como producto de la soberanía de los Estados, co­
rresponden por entero al campo del Derecho Internacional Públi­
co, pero es innegable que los Estados, en muchas ocasiones, cele­
bran convenios sobre objetos que pueden ser de los mismos a que 
se refieren los contratos entre particulares; en estos casos el Dere­
cho Internacional Privado, puede cumplir su función de indicar la 
ley aplicable. Esta opinión es valedera para cualquier otro sujeto 
de derecho internacional. Es preciso advertir que hacer tal diferen­
cia es realmente difícil. 

Como bien afirma Batiffol: "El problema toma su amplitud 
cuando un tratado crea una entidad y más precisamente una socie­
dad llamada a funcionar como un organismo de derecho privado. 
La tendencia es cada día más fuerte a referirse a un derecho esta­
dual ya constituid07• 

7BATIFFOL, Henry. Avec le concours de Paul Lagarde. "Droit lnternational 
Privé", T. 11. París. 1971. p. 226. 
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Como queda expuesto, estos problemas son por demás difíciles de 
resolver, y en su examen y solución es preciso actuar con mucho 
tacto y discreción. 

LAS OBRAS HIDROELÉCTRICAS DE SALTO GRANDE 

Las obras hidroeléctricas de Salto Grande constituyen un modelo 
de complejo binacional para obras públicas en la América Latina, 
por las características que presenta su organización jurídica y por 
las situaciones de hecho que pueden presentarse durante su existen­
cia, dadas las realidades que debe enfrentar: sede, ejecución de las 
obras, contratación de personal, etc. 

En fecha 30 de diciembre de 1946, Argentina y Uruguay cele­
braron un Convenio para la utilización de las aguas del Río U tu­

guay, y al mismo tiempo crearon una comisión Técnica Mixta. El 
principal objetivo de este tratado es el aprovechamiento hidroeléc­
trico en la Zona de Salto Grande, y por ello se le conoce con el 
nombre de Tratado de "Salto Grande. El tratado fue ratificado 
en 1958. 

El Tratado de Salto Grande es para nosotros un tratado marco. 
En ¿onsecuencia, para desenvolver los principios acogidos en él, es 
preciso que se dicten reglamentos y otros textos que desenvuelvan 
sus principios. 

Ei tratado creó una Comisión Técnica :Mixta, que tiene por 11U­

sión, además de dictar su propio Reglamento, formular su plan de 
trabajo, "el cual debe ajustarse a las prioridades que el Tratado se-
ñala. . 

Es indudable que la Comisión Técnica Mixta es un sujeto de 
derecho internacional, una persona jurídica, que celebra contratos 
de las más variadas características y con las lllás diversas finalidades. 

Nosotros no vamos a hacer un examen minucioso de la organi­
zaClón de Salto Grande. Nos vamos a limitar a señalar, de acuerdo 
a nuestra línea de pensamiento, que los principios teóricos expues­
tos anteriormente son perfectamente aplicables al caso de las Obras 
Hidroeléctricas. de Salto Grande. En ocasiones, cuando los contra­
lOS celebrados corresponden estrictamente a la esfera del derecho 
privado, el Derecho Internacional Privado, nos dará la solución pa­
ra la determinación de la ley aplicable a esos contratos; cuando las 
actividades y contratos correspondan al ámbito del derecho público, 
será el Derecho Administrativo quien nos dará la solución. Repe­
timos que en la práctica la distinción es por demás difícil. 

CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE DERECHO DE TRABAJO 

Para nosotros es claro que siempre que un contrato de trabajo ha· 
ya sido celebrado en un país para prestar servicios en otro, o en 
las' oportunidades en que durante' la vigencia del contrato de tra-
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bajo se cambie el lugar de prestación de los servicios, se produci­
rán contactos legislatiyos, que darán lugar a conflictos de leyes. 

Opinamos que a la hora actual la posibilidad de que la relación 
de trabajo cause estos conflictos es mucho mayor, cuando la activi­
dad económica de las empresas ha traspasado los límites del terri­
torio nacional. se ha convertido en empresa multinacional o trans­
nacional, para actuar en países que le son extranjeros, en relación 
a su origen, y cuya actuación en la vida jurídica de los pueblos da 
lugar a los más diversos problemas de derecho, entre otros los que 
se refieren a los contratos de trabajo de los innumerables trabaja­
dores que les prestan sus servicios de las más disímiles maneras, 
desde el obrero que pone su actividad física al servicio de la em­
presa, hasta el científico y el técnico que prestan su concurso inte­
lectual para el logro de los fines perseguidos por la entidad para 
la cual laboran. 

Como es lógico pensar, en los complejos de obras públicas bi­
nacionales, las posibilidades de que se produzcan conflictos en ma­
teria de leyes del trabajo es muy grande. Basta pensar en que las 
labores pueden ser prestadas en los dos Estados intervinientes, o 
que los trabajadores sean contratados en uno de esos Estados, pero 
su trabajo se realice en el otro. En fin, las circunstancias que pue­
den dar lugar a conflictos de leyes son muy variadas. 

CONCEPTOS PREVIOS 

Advertimos que en esta parte de la exposición haremos uso de 
nuestro trabajo anteriormente citado. Antes de entrar a eStudiar 
las diversas soluciones que se han expuesto para resolver los con­
flictos de leyes en materia de Derecho del Trabajo, qUIero dejar 
aclarada la diferencia que existe entre el principio de la territoria­
lidad, las disposiciones de Derecho PúblÁCo y la noción excepcional 
del orden público internacional, ello porque frecuentemente son 
confundidas, dado que la naturaleza de la relación laboral hace 
que diversos aspectos de ella estén sometidos al principio de la te­
rritorialidad, otras pertenezcan al campo del Derecho Público y 
en algunas ocasiones las leyes extranjeras no se aplican, por impe­
dirlo la noción del orden público internacionaL Todas estas situa­
ciones conducen a la aplicación de la ley del forum, pero su razón 
de ser y su funcionamiento es diferente. Pese a ello, hemos obser­
vado que en muchas ocasiones existe verdadera confusión de estas 
nociones en sentencias de los tribunales y aun en la misma doctrina. 

Es preciso diferenciar la noción del orden público internacional 
o absoluto, de las leyes que son normalmente territoriales, y que lo 
son en virtud del objeto mismo de la relación jurídica que tutelan; 
tales son las normas que regulan los bienes y todo lo referente a 
los derechos reales y a las garantías reales que tengan por objeto 
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los bienes. La aplicación de la lex reí sitae, en estos casos es per­
fectamente normal. En el supuesto del orden público internacio­
nal o absoluto, una norma de Derecho Internacional Privado del 
foro, ordena aplicar un determinado derecho extranjero, pero no 
ie aplica, por ser contrario a los principios fundamentales que 
orientan la legislación del foro; se hace uso de la noción excepcio­
nal del orden público para mantener el carácter imperativo de 
esos preceptos. 

Por el contario, en el caso de aplicación de la lex rei sitae, ello 
se hace en vii:tud ,de su normal competenciia. Las reglas de Derecho 
Público, tienen aplicaci6n normal a las materias de su competen­
cia. Son aquellas que se refieren al régimen político y administra­
tivo, a las cuestiones económicas, fiscales, penales, procesales, en 
suma, aquellas leyes que rigen la organización y funcionamiento 
del Estado. Algunos de los aspectos del Derecho del Trabajo que­
dan incluidos dentro del campo de estas leyes por ser protectoras 
de la sociedad. 

CUESTIONES A CONSIDERAR 

Capacidad de las partes. La capacidad de Ü;IS personas que intervie­
nen en el contrato de trabajo está sometida a las reglas generales 
imperantes en esta materia, es decir, cuando se trata de persona 
física, y esto ocurre generalmente en cuanto al trabajador, el régi. 
men es el del derecho personal (nacionalidad o domicilio, según 
los casos, sin embargo, es preciso tomar en cuenta las situaciones 
especiales que se presentan con la capacidad especial acordada a 
los menores, para celebrar estos contratos. Opino que estas capaci­
dades especiales están sometidas a la ley del lugar donde se prestan 
los servicios, por tratarse de normas protectoras de los trabajado­
res, las cuales están comprendidas dentro de la esfera del Derecho 
Público. Aquí es preciso tomar en cuenta también lo relativo a h 
capacidad de la mujer casada, considero que es una consecuencia 
jurídica del matrimonio y estará sometida a la regla general, con 
las limitaciones impuestas por el orden público internacional. 

En cuanto a la capacidad de la parte patronal, obedece a los 
mismos principios generales, pero puede representar aspectos que 
varíen la situación cuando se trata de persona jurídica. 

Forma. La forma del contrato de trabajo está sometida a la regla 
general locus regít actum, por tanto la forma se regulará por la 
ley del lugar de celebración. Es de advertir que por las condicio­
nes especíales en las cuales es celebrado el contrato individual de 
trabajo, no está sometido a ninguna forma, siendo ésta de mayor 
interés cuando se trata de los contratos colectivos; . 
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LEY APLICABLE A LA SOLUCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE LEYES ORIGINADOS 

CON MOTIVO DEL CONTRATO INDIVIDUAL DE TRABAJO 

Determinada la ley que regula la capacidad de los contratantes, así 
como lo aplicable a la forma del contrato, nos queda por resolver 
la determinación de la ley aplicable a la substancia del contrato, 
labor que ha dado lugar a posiciones diversas en la doctrina. 

SISTEMAS 

Ley que regula el contrato. Para algunos autores la ley aplicable 
en esta materia es aquella que regula el contrato. Su razonamiento 
está fundado en que el contrato de trabajo es uno más de los con­
tratos, y que no tiene por qué estar sometido a reglas especiales, 
bastan para su reglamentación en el orden internacional, las reglas 
generales de los contratos expuestos por el Derecho Internacional 
Privado. 

No estoy de acuerdo con esta opinión, es un criterio influido 
por las doctrinas civilistas que en un principio trataron de expli­
car el contrato de trabajo. Nosotros sabemos que esa posición es 
hoy en día insostenible, no es posible negar el fondo social del 
contrato de trabajo y menos aún que rige una situación especial 
de las relaciones humanas que tienen una profunda influencia en 
las relaciones sociales y económicas de la sociedad. 

Ley del lugar de la prestación de los servicios. Esta parece ser la 
opinión que tiene mayor número de adherentes. Su fundamento 
podemos decir que se encuentra en el hecho real de que en el sitio 
de prestación de los servicios o ejecución del trabajo, es donde se 
configuran todos los elementos necesarios para darle existencia al 
contrato, es donde el trabajador recibe su salario, donde le serán 
pagadas las indemnizaciones, en el caso de que ello fuera proceden­
te, en general todas las circunstancias de hecho, que dan vida al 
contrato ocurren en principio en el lugar de ejecución del trabajo. 

Lex tori. Hay quienes opinan que el contrato de trabajo debe es­
tar sometido a la lex faTi. Basan su opinión en el orden público 
intemacional) el cual según ellos está siempre presente en el con­
trato de trabajo, lo que hace difícil que el Juez admita la aplica­
ción de una ley extranjera. Considero que esta opinión es inacen­
table, porque como hemos expuesto anteriormente. la fundón del 
orden pílblico es impedir la aplicación de la lev extraniera, decla­
rada aplicable por la norma de conexión, incluida eXDresa v tácita­
mente en la legislación del Juez, es decir, su actividad es posterior 
a la declaratoria de competencia de la ley extranjera y no previa. 
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Ley de la sede de la empresa. Se ha pensado por algunos que la 
ley del lugar de la sede de la empresa, debe ser aplicable para regir 
el contrato de trabajo. Entre los diversos argumentos que se han 
esgrimido a favor de este criterio está el de que da mayor seguri­
dad para la determinación del derecho aplicable, porque la sede 
de la empresa tiene permanencia fija en el espacio, en cambio el 
lugar de ejecución del trabajo puede variar y más hoy en día, de­
bido a la actuación internacional de las empresas multinacionales. 
Que trasladan a sus trabajadores de un país a otro para la ejecución 
de sus labores, situación que se presenta con mayor frecuencia a 
quienes realizan labores de carácter técnico. 

Este criterio puede servir como factor de conexión secundario, 
pero no creo que deba ser la regla para ]a determinación de la ley 
aplicable. Es verdad que en el caso de ciertos trabajadores cuyo lu­
gar de ejecución del trabajo varía constantemente, como el caso de 
105 viajantes de comercio, 'puede servir para la solución de los con­
flictos, pero este tipo de trabajo no es la regla, aun cuando admiti­
mos que el lugar de ejecución del trabajo tiende a variar hoy más 
que en el pasado. 

Lev más favorable al trabaiador. Nosotros consideramos que esta 
opinión en el ámbito del Derecho Internacional Privado es inacep­
table. pues la labor del juez iría más allá de su finalidad propia y 
esencial. Tendría previamente Que neterminar la ley má.s favora­
ble. 10 que en oportunidades podría no lograrse por las más diver· 
~;¡S razones. incluidas en ellas hasta el errar humano, en la necesa· 
ria calificación que es preciso efectuar, de acuerdo a este sistema. 

NUESTRA OPINIÓN 

Personalmente considero Que el contrato de trabajo debe estar so­
metido, como regla general. a la ley del lugar de prestación de los 
servicios. Esto no impide la utilización de otros criterios en deter­
minadas circunstancias, pero con carácter secundario o subsidiario. 

Nosotros observamos Que muchos aspectos de la relación trabaío 
están sometidos en los distintos Estados a normas de Derecho PÚ­
blico, cuya territorialidad es normaL Eiemplo de ello serían todas 
las referentes a la reglamentación administrativa del trabajo: higie­
ne y seguridad industrial. lo relativo al trabajo de mujeres y niños, 
el trabaio nocturno, a la duración de la lornada de trabajo. En 
todos estos casos será inadmisible la aplicación de una ley extranie­
ra. por tratarse de normas de derecho público que tienen por fina­
lidad proteger la sociedad. serán siempre las leyes del lugar de 
prestación de los servicios las aplicables. 

EL PRINCIPIO DE LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD 

Examinadas IMposiciones más importantes en cuanto a la ley apli­
cable al contrato individual de trabajo y vistas las amplias e impor-
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tan tes implicaciones de la territorialidad de la ley y del orden pú­
blico internacional en esta materia, es preciso analizar, brevemente, 
el ejercicio del principio de la autonomía de la voluntad en el su­
jeto de nuestro examen. 

No es nuestra intención en esta oportunidad tomar parte en la 
polémica ya clásica en Derecho Internacional Privado sobre la au­
tonomía de la voluntad. Admitiremos su existencia como medio de 
crear derechos por la voluntad del hombre, dentro de los límites 
señalados por el orden jurídico. 

Considero que el principio de la autonomía de la voluntad es 
posible admitirlo en la contratación laboral, pero dadas la acción 
del principió de la territorialidad y la del orden público interna-
cional, su ejercicio está bastante limitado, en esta materia. . 

Como regla general, es posible afirmar que son admisibles todas 
las cláusulas contractuales que mejoren la condición de los traba­
jadores y que no sean contrarias al orden público del país de ejecu­
ción del trabajo"8. 

SEGURIDAD SOCIAL 

El hombre, ante las diversas circunstancias de la vida que no le 
son propicias: falta de trabajo, enfermedades, accidentes, vejez, 
muerte, y todos los peligros que le impídén su normal desenvolvi­
miento, ha buscado siempre un régimen de seguridad que leper­
mita defenderse de esas adversidades. Hoy, con el desarrollo de la 
sociedad industrial, es innegable que esta necesidad de seguridad 
ha ido en aumento y la sociedad considera justa esta aspiración de 
sus miembros, no sólo por el interés individual de cada uno de 
ellos, sino porque así conviene a la misma sociedad para su desarro­
llo y existencia. La evolución de estos conceptos ha concluido en 
la creación de un verdadero derecho a la seguridad social, el cual 
en algunos Estados ha llegado a obtener jerarquía constitucional, 
como el' el caso de Venezuela, en donde el Capítulo IV de la Cóns­
titución Nacional, establece los Derechos Sociales .. 

En esta labor por lograr la seguridad social. ·la obra de la O.I.T. 

ha sido de capital importancia, y sus Convenciones y Recomenda­
ciones han tenido como norte obtener y reglamentar este derecho 
en el mundo. . 

CONTRATACIÓN COLECTIVA 

Es preciso estudiar los conflictos que pueden nacer con motivo de 
la contratación colectiva, que como es bien conocido, ha logrado 
obtener en los últimos años un gran desarrollo. 

En cuanto a la validez del contrato colectivo, es decir, lo refe­
rente a la forma, capacidad de las partes y los diversos elementos 

SROUVIER, Juan Maria. Trabajo citado. 
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intrínsbcos, están sometidos a las reglas generales de los contratos 
en Derecho Internacional Privado. Será necesario tener en cuenta 
siempre, que se trata, por su naturaleza, de un contrato que perte­
nece a la esfera del derecho publico. como bien dice Goldschmi(lt: 
"el efecto normativo sólo 'puede ser atribuido a un convenio colec­
tivo si su realización cae dentro del territorio del país que lo impo­
ne. El Derecho Privado extranjero aplicable a los efectos del con­
venio colectivo podría, en 'cambio, establecer una responsabilidad 
pecuniaria de las partes, por no incorporar las cláusulas del conve· 
nio, luego a los contratos individuales de trabajo"9. 

En verdad un contrato colectivo de trabajo puede OCClsionar 
problemas de Derecho Internacional Privado, cuando ha sido cele· 
brado con un patrono en un determinado país y los servicios se 
prestan en otro, precisamente en las obras públicas binaciona les. 
Esto eS posible que ocurra porque, como en Salto Grande, los tra­
bajadores van de un lado a otro de las fronteras de Argentina y 
Uruguay para prestar sus servicios. 

LEGISLACIÓN LABORAL APLICABLE EN LAS OBRAS DE SALTO GRANDE 

El sistema de conflicto de leyes en materia contractual está regula­
do entre Argentina y Uruguay por el Tratado de Derecho Civil de 
Montevideo de 1940, el cual determina como ley aplicable al con­
trato la del lugar donde los contratos deben cumplirse, en el régi­
men ordinario de relaciones labQrales la doctrina se ha inclinado 
por considerar que a pesar de que el Tratado de Derecho Civil no 
contempla lo referente al contrato de trabajo, es aplicable la dis­
posición del Tratado. En efecto, el doctor Talice ha diho: "Cono­
cido el régimen internacional que para los contratos contiene este 
Tratado. se plantea en relación al conflicto de trabajo el problema 
calificativo Y9 diría mejor el problema interpretativo de saber si 
procede su encasillamiento dentro de la categoría general de con­
trato Que rige en ~u artículo 37 v especialmente dentro de la catego· 
dI! general de contrato 'contenido en el artículo 38. A esta pregun­
ta hav que responder afirmativamente. como lo han hecho interna­
cionalistas y laboralistas del prestigio de GoÍdschmidt y de Deveali. 

En efecto, no pueden existir dudas de que el alcance extensivo 
de la categoría contrato que versa sobre la realización de un servi­
cio cOl;nprende no solamente a los clásicos arrendamientos de servi­
cio y de obras, también al mandato, sino asimismo al moderno con­
trato de trabajo, cuya naturaleza especial y la circunstancia de 
que esté sometido o gobernado por J101'maS de ord~.n publico, no 
desdibuja sus características esenciales que permiten subsumirlo en 

tG<¡DSCHMIDT, Wemer. "Tratado de Derecho del Trabajo". Dirigido pOI:' 
Mario l>eveali. Tomo IV, Buenos Aires. 1966. p. 483. 
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aquel supuesto normativo. Una interpretación literal del Tratado 
de 1940 nos lleva a esta única conclusión"lo. 

Pero la Obra Hidroeléctrica de Salto Grande está sometida a un 
régimen especial y propio, dictado por la Comisión Técnica Mixta. 
En este punto es preciso preguntarnos: ¿Tiene la Comisión Técni­
ca Mixta facultad para dictar el Estatuto Laboral que rige las rela­
ciones de trabajo en esa obra? Indudablemente que sí, es un suje· 
to de derecho internacional creado por la voluntad soberana de dos 
Estados y en el Tratado que le dio nacimiento se le otorgó esa fa· 
cultad. La competencia le proviene de la propia disposición del 
Tratado, que le acuerda la facultad de dictar las Reglas de Derecho 
Laboral, pero condicionada esa Facultad a la aprobación de los dos 
Estados Contratantes. 

Pienso. sin embargo, que la manera como fue aprobado el Esta· 
tuto Laboral no fue la más acorde con los principios que regulan 
la materia, ya que 10 fue por simples decretos de los Poderes Eje­
cutivos de los dos Estados. Esto puede ser motivo de discusión, pe· 
ro indudablemente que excede a los objetivos de esta intervención. 

El Reglamento es de gran amplitud y comprende lo referente a 
lo~ conflictos de leyes en cuanto a los contratos de trabajo, el con­
flicto de leyes en materia de segur;dad social; y también lo referen· 
te a la jurisdicción. 

"El conflicto de leyes en materia del contrato de trabajo fue re· 
sueIto de la siguiente manera: 1) Cuando se trata de trabajadores 
contratados para realizar tareas en forma exclusiva en uno de los 
dos países, rige la ley laboral y las convenciones colectivas de tra­
balO vigentes en el lugar donde se cumplen las tareas, y 2) Cuan· 
do se trata de trabal adores contratados para realizar tareas en obras 
que se construyen en el lecho del Río Uruguay, rige la ley laboral 
y las convenciones colectivas de trabalo vigentes en el lugar de la 
contratación, es decir, es el lugar de celebración del contrato de 
trabajo"l1. 

Pienso q.ue la norma a la que nos hemos referido cumule (lebid,,­
mente con las finalidades del Derecho Internacional Privado y el 
escoger como regla general la ley del lugar de la prestación de los 
servicios, es para mí totalmente conforme con mi opinión antes ex­
puesta. 

En cuanto a la .jurisdicción, el conflicto se resuelve dando com­
petencia a los Tribunales del país cuya leyes aplicable. 

Este Estatuto Laboral, regula las relaciones de los trabajadores 
que prestan sus servicios en las Obras de Salto Grande. Como es 
lógico, en esta materia se extiende a las empresas contratistas que 
participen en estas obras. 

'''TALICE, Jorge. "Cuestiones Jurídicas relativas a las obras hidráulicas de 
Salto Grande". Jornadas Jurídicas Universidad de la Repl1bIica. Montevideo, 
Uruguay, 1976. p. 141. 

"TALlCE, Jorge. Trabajo citado. p. 145. 
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El Dr. Talice duda que la Comisión Técnica Mixta tuviera fa­
cultad para decidir sobre' la regulación de la competencia de los 
Tribunales porque no se le otorgó expresamente esa facultad. 

Pero me pregunto yo: ¿Si el Tratado autorizÓ a la Comisión 
Técnica Mixta para dictar las normas de Derecho Laboral aplica­
bles a las relaciones de trabajo que se produzcan durante la cons­
trucción de la presa, las cuales pueden ser de naturaleza formal, 
mátetial o sustancial, no lo estaba autorizando para fijar también 
las normas de competencia procesal? El punto es discutible. Pien­
so que la intención fue concederle esa facuItad, cuando ambos Es­
tados aprobaron las normas dictadas. 

Es- de advertir que los contratos celebrados por la Comisión, con 
su personal técnico y administrativo quedaron fuera de esta regu­
lación y están ,sometidos a un régimen especial. 

EL TRATADO DE COOPERACIÓN ECONÓMICA 

Al comienzo de esta intervención hice referencia al Tratado de 
Cooneración Económica celebrado entre Bolivia, .Brasil, Colombia, 
Ecuador, Guyana. Perú, Suriname y Venezuela. y no quiero termi­
nar esta intervención sin referirme a él una vez más, porque pienso 
que las acciones cOI1juntas que realicen los Estados firmantes ten­
drán una honda repercusión en el futuro de nuestra América, no 
sólo en el beneficio propio de los países firmantes, sino aún de 
los que no tengan territorios en la Cuenca Amazónica. Qué her­
'moso ha de ser que los caudalosos ríos de América nos sirvan de 
un medio de comunicación que nos permita sentirnos cada vez 
más cerca., cada vez más hermanos, hijos de una América Latina 
que como madre generosa nos dé los ricos alimentos de su seno, que 
s<;!amos un Con,tinente que no tenga que presenciar los sufrimientos 
de los desvalidos de la fortuna, pero no como un idílico y utópico 
edén, sino como una realidad que Dios Todopoderoso nos dio y 
nosotr~s los americanos supimos desarrollarlo para lograr nuestra 
propia felicidad. 
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REGULACION JURIDICA INTERNACIONAL 
DE LOS COMPLEJOS DE OBRAS PUBLICAS 

BINACIONALES y MULTINACIONALES, CON 
PARTICULAR REFERENCIA A LOS PROBLEMAS 

DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 
QUE SE PLANTEAN 

Didier Opertti-Badán 

r. DELIMITACIÓN DEL TEMA 

Los Estados asumen en la esfera interna, a través de las decisiones 
de sus Gobiernos,. la responsabiliclad de explotar con eficiencia '1 
a plenitud sus propios recursos naturales. En ocasiones, éstos se ha­
llan compartidos por más de un Estado, lo cual apareja la necesidad 
jurídica de establecer acuerdos internacionales, de' diferente índo­
le, a fin de lograr, mediante una acción coordinada, el más conve­
niente aprovechamiento de dichos recursos. El caso más típico. po­
dría ser, en este sentido, el de la energía hidroeléctrica que de re­
querir obras en ríos fronterizos hace necesarios los proyectos con­
juntos, como una de las formas de superar las propias limitaciones 
económicas internas, la capacidad de endeudamiento externo de los 
países. etc. 

Naturalmente, también se plantean situaciones que hacen necesa­
rio alcanzar algún tipo de coordinación internacional para cumplir. 
en forma adecuada y económicamente más ventajosa, ciertos servi~ 
cios públicos; por ejemplo, en materia de telecomunicaciones, trans­
portes terrestre y aéreo, investigación técnico-científica, etc. 

Este tipo de solución. que tiene antecedentes históricos· pór, de~ 
más interesantes (véase BARBERIS Julio, en Annales Juris Aquarum 
Vol. I1, pp. 1039-1068, especialmente pp. 1041-1042\, adquiere con­
temporáneamente una expansión que pone a prueba la capacidad 
de proyección y entendimiento internacional de los Estados en for­
ma iamás vista con anterioridad, en el campo específico de la inte­
gración económica, p<lrticularmente dentro de áreas limitadas. pa­
ra la realización de obras de infraestructura V desarrollo regional. 

De acuerdo con el título del tema asignado y con su ubicación 
dentro del programa global de las Tornadas, trataremos de modo 
particular ciertos aspectos de Derecho Internacional Privado que 
nacen a consecuencia de la creación y funcionamiento de esta nue­
va categoría de entidades a las que la doctrina identifica habitual­
mente balO denominaciones diversas, más o menos genéricas (orga­
nismos inter-etáticos o intergubernamentales, multinacionales ó bi­
nacionales o simplemente empresas públicas multinacionales), en 
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ciertos casos con precisiones que avanzan sobre su condición de suje­
tos de derecho, bajo el rótulo de "personas jurídicas formadas con­
juntamente por Estados", como lo hace por ejemplo el proyecto del 
Comité Jurídico Interamericano para la CIDIP-lI (Segunda Confe­
rencia Especializada Interamericana de Derecho Internacional Pri­
vado). (Véase documento' cIDlP-n/18, del 26 de marzo de 1979). 

Corresponse adarar gue si bien se han publicado varios estudios 
doctrinarios de gran valor que tocan el tema en examen -algunos 
de los cuales serán citados en este trabajo-, ellos son en su mayo· 
ría de Derecho Internacional Público y de Derecho Comunitario. 
no existiendo todavía una concepción teórica general de Derecho 
Internacional Privado en la materia, especialmente con referencia 
a las obras públicas comunes a varios Estados de la región. Por es­
ta razón, el presente estudio se propone "':'básicamente- identificar 
ciertos aspectos comunes, desde el campo de las relaciones jurídicas 
privadas de las que son sujeto estas diferentes entidades intern"cio­
nales, sin pretender sentar una doctrina uriiversal. 

Sin embargo, en ciertos casos se impondrá un enfoque de carác­
ter interdisciplinario, especialmente con relación a la naturaleza y 
estructura jurídica de las entidades de obras públicas internacion;¡­
les, desde que a partir de ciertos rasgos propios de la personalidad 
jurídica de Dereüho Internacional Público, se derivan c"oacidades y 
poderes normativos que inciden en la problemática de Derecho In­
ternacional Privado. 

Asimismo, el estudio se referirá exclusivamente a obras de infra­
estructura física. erigidas con finalidad de integración y no de me­
ra cooperación (véase esta distinción en CARREAU Dominique y FLO­

RY Thiébaut; Droit International Economique, Paris, 1980, p. 38'), 
quedando fuera aquellas modalidades de funcionamiento coordina­
do de servicios públicos, que no se apoyan en una obra de infraes­
tructura permanente o que, en todo caso,. l'ueden dar motivo a pro­
blemas jurídicos propios (véase SARAVIA Enrique J., en Derecho de 
la Integración - Revista Jurídica Latinoamericana, pp. 25-26. Las 
empresas públicas binacionales de energía eléctrica en América La­
tina. Aspectos Jurídicos y Administrativos, pp. 39-52) . 

Lo indicado justifica que dentro de la muy variada gradación de 
esta categoría, fijemos particularmente nuestro examen en tres en­
tidades hidroeléctricas de la región (SALTO GRANDE, ITAIPÚ Y YA­
CYRETÁ), por· considerarlas representativas de proyectos multinacio­
nales regionales de tipo funcional. entendiendo por éstos aquellos 
que de acuerdo con la corriente funcionalista, tienen, por su pro­
pia naturaleza técnica, la ventaja de establecer por sí mismos el al· 
canee jurisdiccional y los medios necesarios para la realización de 
los objetivos propuestos (véase en op. cit. de SARAVIA, Nota 3. re­
ferente a la obra de KAPLÁN Marcos, Corporaciones Públicas Multi­
nacionales para el Desarrollo y la Integración de la América Lati· 
na. Fondo de Cultura Económica, México, 1972). 
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Este planteamiento no importa el análisis general de los muchos 
problemas que penden aún de solución en materia de Cuencas de 
la región, como tampoco considera las extraordinarias posibilidades 
temáticas que abren las comisiones fluviales permanentes, que tie­
nen en las del Rhin (que data de 1815, con sede en Estrasburgo), 
Danubio y Mosela un antecedente ineludible y alcanzan un evolu­
cionado rango institucional y funcional en el Tratado del Río de la 
Plata entre Argentina y Uruguay. (Véase sobre Recursos Hidráuli­
cos Internacionales, documento de Naciones Unidas; Serie del Agua 
Nt? 1, 1975). 

Al presente, el objetivo es muy concreto: examinar dos aspectos 
fundamentales, como son, a saber: 

i. el derecho aplicable a estas entidades, su carácter o natura· 
leza como sujetos de Derecho Internacional Privado, lo que 
equivale a considerarlas en su capacidad jurídica, respecto 
de los Estados que las crearon, de los demás Estados y de las 
demás personas públicas o privadas con las que se relacionan; 

ii. luego, como un efecto ineludible de lo anterior, la cuestión 
de la legislación aplicable a las relaciones externas de Dere· 
cho Internacional Privado, a fin de establecer si la metodolo­
gía clásica del conflicto de leyes es adecuada para resolver los 
interrogantes que suscita el asunto, o si acaso, por el contra­
rio, se impondría la aplicación de nuevos métodos, 0, en su 
caso, la coexistencia de varios de ellos. 

Con relación a este segundo punto, valga una precisión más. 

Este análisis no envuelve el tema de las relaciones entre la ins­
titución y los individuos o personas pertenecientes a ella y que se 
hallan sujetos a la jurisdicción o a los poderes soberanos de ésta; 
tampoco abarca, por supuesto, las relaciones puramente internas de 
la organización y sus órganos como tales. Ambas se rigen por las le­
yes internas de la organización y plantean problemas de estructura 
institucional y funcionamiento ajen05 al Derecho Internacional Pri­
vado (véase SEYERSTED Finn; Applicable Law in relations between 
intergovernmental organizations and priva tes parties, en Recueil de 
Coeurs, 1967, III, T. 122, pp. 433-616). 

Cabría también consignar que el proceso de integración en el 
campo de la infraestructura física seguramente habrá de continuar, y 
con él irán naciendo nuevos requerimientos jur(dicos que necesita­
rán ajustes en las estructuras normativas actuales. Llegará posible­
mente el momento en que, sin desconocer los valiosos antecedentes 
jurídicos que cada obra internacional ha venido aportando, deba ir­
se a una formulación de carácter general a través de una Conven­
ción interamericana encargada' de fijar ciertos criterios generales! de 
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valoración jurídica, sobre los aspectos fundamentales, a fin de anti­
cipar, con certeza, el orden jurídico regulador y los efectos jurídicos 
de sus actos, la personalidad jurídica, su alcance, etc. 

Esta futura y eventual Convención no tendría por qué reducir a 
un solo modelo rígido las particularidades de cada situación y a su 
respecto podríamos decir con SEYERSTED (op. cit., p. 607) , que sien­
do tan frecuente la relación de las organizaciones internacionales, 
como cuerpos internacionales, con partes extranjeras, deben ser ellas 
las que se pongan a la cabeza del movimiento hacia un derecho ana­
donal ("droit anational"), en lugar del derecho local ("municipal 
law") , por la especial posición en que se ubican respecto de los 
Estados. Con lo cual, agregamos, se registraría a cabalidad la sin­
gularidad de situaciones, así como su inequívoca pertenencia al 
campo del Derecho internacional; además revelaría una cierta insu­
ficiencia del método de conflicto de leyes en su formulación pura, 
dado que estos nuevos sujetos de derecho no arraigan en ningún 
Estado en exclusividad, sino en más de uno. 

Este punto no ha sido todavía ahondado lo bastante y creemos 
que en él podría fundamentarse una nueva forma de encarar la 
determinación de la ley aplicable a las relaciones jurídicas priva­
das externas de estas organizaciones con los terceros. 

n. PRECISIONES TER.MlNOLÓGICAS 

La doctrina utiliza diferentes denominaciones para identificar las 
multiples organizaCIOnes o entidades que se demcan a las actlVH1a­
des comerciales e industriales en la estera internacional. Desborda­
na lOS línutes de esta exposición, relevar aquí exhaUSLlVamel1le [Q­

das las situaCIOnes y guos gramaticales. Sin embargo, por razones 
pnmordialmente metodológ1Cas, conviene indIvIdualizar con clarÍ­
oad el upo de ente al que se refiere el programa bajo el sus~antivo 
"(;vmpleJo de obras publicas binacIOnales y multinaCIOnales", de 
acuerdo a las siguientes precisiones: 

Pnmera. La expresion "complejos de obras" alude con cierta 
generalidad descriptiva a lo que constituiría el objeto de la regula­
ción jurídica internacional; S1I1 embargo, este último vocablo lleva 
implícita la noción del campo jurídico en que se sitúa la cuestión. 

Comporta, asimismo, la idea de sujeto, nacido del acuerdo de va­
rios Estados para llevar a cabo una obra de interés común, en un 
lugar determinado, en forma por lo general independiente de otros 
acuerdos multilaterales regionales preexistentes. 

Segunda. La expresión "obra pública" permite considerar a es­
te tipo de complejo como una actividad o cometido estatal dirigido 
a satisfacer ciertas necesidades públicas, bajo diversas modalidades, 
entre otras la de obras efectuadas directamente por el Estado (por 
administración), o indirectamente, por concesión (véase MARTlNS 
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Daniel Hugo, en "Cuestiones Jurídicas relativas a las Obras Hidro­
eléctricas de Salto Grande", Universidad de la República, Uruguay 
1975, pp. 81-96. Véanse, en este sentido, las fórmulas de Itaipú y 
Yacyretá) . 

Naturalmente, en este aspecto cabría mcluir no solamente a las 
obras públicas en sí, como concepto del Derecho Administrativo, si­
no también a las particularidades que se plantean cuando para su 
realización se recurre a empresas públicas binacionales o multina­
cionales, creadas "ad hoc", ajustadas en su organización y naturale­
za jurídicas a las características particulares de cada situación. Pue­
de anotarse incluso el uso de ciertas figuras del derecho privado 
-por ejemplo, en materia de sociedades-, en la organización jurí­
dica de estas entidades. 

TeTceTa. El rasgo "bmacionales o multinacionales", junto a los 
demás elementos, pernllte dlterenclar la categoría en examen de 
otras, tales como lOS acuerdos de empresas naclOnales o las orgam­
zaClOnes u organismos económicos internacionales de carácter uni­
versal del tipo del Fondo Monetario InternaCIOnal o del Banco In­
ternacional de Reconstrucción y Fomento, o de las de carácter pu­
ramente regional, tipo Comunidad Económica Europea, ALADI, ca­
MECON o BID, entre otros. 

Por supuesto, la denominación de "binaclOnal o multinacional" 
alude esencialmente al marco fíSICO de SItuación y funcionamiento 
de la obra y no a la nacionalidad strictu sensu de cada .uno de los 
Estados partiCIpantes en eHa. En todo caso, al origen mUlt1ple de 
capitales y aportes.' 

Cuarta. Convendría recalcar el carácter fundamentalmente eco­
nómico de este tipo de complejos, para distinguirlos de aquellos or­
ganismos internacionales públicos dotados de poderes normativos 
más amplios y generales, acordes a su calidad de instituciones regu­
ladoras. Este concepto no posee solamente relIeve semántICO, sino 
que se proyecta sobre la cuestión de la delimitación de la capacidad 
jurídica de estos nuevos sujetos, . aspecto estrechamente ligado al 
problema de su estructura jurídica, objeto y naturaleza. 

Sin perjuicio de admitir que podría haber denominaciones igual­
mente válidas, utilizaré la de entidades binacionales y multinaciona­
les de obra pública internacional, subsanando su extensión con la 
simple referencia a entddades. . 

Creemos que esta expresión permite reconocer la categoría en es­
tudio y precisar su alcance, diferenciándola de los entes afines de 
naturaleza privada, puramente empresarial, que actúan en el ámbi­
to económico internacional, pero que no deben su origen y natura­
leza a actos jurídicos de índole internacional. 

Finalmente, la visión privatista desde la cual se enfoca el tema, 
disipa cualquier pretensión de dilucidación de cuestiones de Dere­
cho Internacional Público y de la Integración, que pudíeran estar 
implícitas en el vocabulario a emplearse. 
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IIl. Las entidades binacionales y multinacionales como un 
nuevo su.jeto de Derecho Intemacional Privado 

1. B"eve planteo general 

Lal fuentes de estas entidades se encuentran en el Derecho Inter­
naCional J:'úbiico, de donde extraen -como lo expresara URREGO 

\-lCUÑA Francisco en el seno de! Comité Jurídico Interamericano al 
cortsiderarse las personas jurídicas formadas conjuntamente por Es­
lados (véase Acta N9 5, p, 3, Período de Sesiones de julio-agosto de 
1978 y documento cJI-3'1) - "su personalidad o status", aun cuan­
do su capacidad pueda ser considerada desde el derecho privado, 

La personalidad jurídica de Derecho Internacional Público de 
la categoría en estudio, podría decirse que en teoría no se discute, 
habida cuenta de algunos antecedentes de indudable pertinencia 
como 10 es, por ejemplo, la opinión consultiva de la Corte Perma­
nente de Justicia Internacional en 1949 sobre "Reparación por da­
lias sufridos en servicios de las Naciones Unidas", donde la Cone 
dijo así: "Los sujetos de derecho, en un sistema jurídico, no son 
necesariamente idénticos en cuanto a su naturaleza o en la existen­
cia de sus derechos; y su naturaleza depende de las necesidades de 
la comunidad, El, desarrollo del Derecho Internacional en el cur­
so de la historia, ha sido influenciado por las exigencias de la vida 
internacional, y el acrecentamiento gradual de las' actividades co­
lectivas de los Estados ha hecho surgir ya, ejemplos de la acción 
ejercida en el ámbito internacional por ciertas entidades que no 
son Estados", 

Cabría afirmar que la personalidad depende del Derecho Inler­
nacional geneól, y que habría que presumir que se posee, con el 
alcance variable que impone cada situación particular. 

Sin embargo -acotamos-, la doctrina no alcanza univocidad 
cuando intenta delimitar el alcance de la personalidad de estos 
nuevos sujetos, pudiendo llegar a admitirse que la gran gama exis­
tente dificulta la formulación de una concepción de tipo general, 
y que el interés mayor ha sido resolver cada situación individual­
mente, 

En una obra clásica en esta materia, ADAM (Les Organismes In­
ternationaux Specialisés - Contribution a la Theorie Générale des 
Etablissements Publics Internationaux, 3 Vol. 1966-67), intenta de­
finir y enunciar las características que reúnen las instituciones deri­
vadas de acuerdos internacionales, Dice: 

El establecimiento público internacional es un organismo 
con vocación especial, dotado de un régimen internacional o 
comunitario, provisto de poderes y medios autónomos y desti­
nado, sea a hacer prestaciones a los particulares, sea a regla-
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mentar el uso, por estos últimos, del dominio público etático 
o interetático. 

De acuerdo con esta definición, varios elementos deben re­
unirse para que haya un establecimiento público interna­
cional: 

1. Un organismo creado, una empresa constituida; 
2. Una vocación especial; 
3. Un régimen internacional; 
4. Autonomía de medios y poderes, y 
5. Prestaciones a los particulares o reglamentación del 

uso del dominio público o interetático. 
(Op. cit., Vol IJ p. 9). 

Con especial atinencia a las entidades en examen, y en particu­
lar respecto de SALTO GRANDE, se ha dicho (véase PUCEIRO Rober­
to, en Cuestiones Jurídicas ... pp. 36-47), que tres son los elemen­
tos o requisitos que de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina 
deberían concurrir para configurar un organismo con personalidad 
jurídica. Serían, a saber: 

1. Existencia de una entidad constituida por dos o más Estados; 
2. Que dicha entidad esté provista de órganos propios que ma­

nifiesten de una manera permanente una voluntad autóno­
ma y unitaria, y 

3. Que esa entidad posea competencia específica, es decir, ob­
jetivos propios a ser llevados a cabo a través de determina­
das funciones. 

Podríamos expresar aquí que el número de entidades que reuni­
rían estos requisitos es muy elevado y que lo normal es que estén 
dotadas de personalidad jurídica propia, aunque ésta no resulte 
siempre de una indicación explícita de la fuente de la cual derivan. 
En determinados casos, cabe reconocerlo, es bastante difíCIl atri­
buirles tácitamente tal personalidad, o por lo menos, fijar con cla­
ridad sus límites. 

Por otra parte, como muy bien lo expresa BARBERIS (op. cit., p. 
1045), "el régimen jurídico de las empresas internaCIOnales presen­
ta una escala en cuanto al grado en que se apartan del orden 
jurídico estatal y adoptan características propias del derecho de 
gentes". 

Pensamos que una breve consideración del derecho aplicable 
contribuirá a definir el orden jurídico en que sustentan su funcio­
namiento estas nuevas entidades. Es claro, además, que al recono­
cer en estas entidades verdaderos y nuevos "espacios jurídicos", la 
individualización del orden jurídico constituye una etapa impres­
cindible para hacer funéionar la regla de conflicto, propia del De­
recho Internacional Privado clásico, o para delimitar el campo de 
aplicación de eventuales normas materiales emergentes de las pro­
pias entidades. 
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2. Derecho aPlicable 

Por derecho aplicable debe entenderse el que regula el "status" y 
las relaciones jurídicas internas. de la entidad. En este sentido, nos 
parece fundamental distinguir algunas situaciones: 

a. Cuando la entidad nace en un acuerdo o tratado interna­
cional entre dos o más Estados, que la rigen con exclusividad. 

En este caso, todas las decisiones dirigidas a cumplir el objeto 
de su creación, deben interpretarse al amparo del acuerdo o trata­
do, o sea "in ordine", no siendo válido acudir a las normas nacio· 
nales de los Estados involucrados. 

Naturalmente, en este caso es fundamental verificar el grado de 
atribuciones de los órganos de la entidad, en tanto que de su eje­
cución efectiva podría derivarse una interpretación auténtica y aún 
-en ciertas situaciones- una verdadera integración de los silencios 
o vados del legislador original. En este caso, los principios gene­
rales que informan el nuevo Derecho internacional de estas entida­
des, jugarán ineludiblemente un papel subsidiario del acuerdo o 
tratado; de ahí la importancia de identificarlos y dar pautas para 
su interpretación. 

Se ha dicho (véase SARAVIA) op. cit., p. 44), que las tres binacio­
nales hidroeléctricas sudamericanas son ejemplo de la situación que 
en forma general se ha descrito, afirmándose que si determinados 
aspectos no han sido previstos por los tratados de constitución, so­
lamente podrán ser regulados mediante nuevos acuerdos, habida 
cuenta de las limitaciones impuestas a los órganos directrices de 
estas entidades. 

A estos efectos, debe tenerse presente: 
i. Que el Artículo III del Tratado de YACYRETÁ (suscrito en 

Asunción el 3 de diciembre de 1973 entre la República Ar­
gentina y la del Paraguay) dispone que: 

"1. a los efectos previstos en el Artículo 1 (Aprochamien­
to hidroeléctrico, el mejoramiento de las condiciones 
de navegabilidad del Río Paraná a la altura de la Is­
la Yacyretá, y eventualmente, la atenuación de los 
efectos depredadores de las inundaciones producidas 
por crecidas extraordinarias), "las Altas Partes Con­
tratantes constituyen, en igualdad de derechos u obli­
gaciones, una entidad binacional denominada Y ACYRE­

TÁ, con capacidad jur.ídica, financiera y administrati­
va, y también responsabilidad técnica para estudiar, 
proyectar, dirigir y ejecutar las obras que tiene por 
objeto, ponerlas en funcionamiento y explotarlas co­
mo una unidad desde el punto de vista técnico y eco­
nómico. 
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"2 YACYRETÁ será constituida por ANDEl y A Y E2 con 
igual participación en el capital" y se regirá por las 
normas establecidas en el presente Tratado, sus Ane­
xos, los demás instrumentos diplomáticos vigentes y los 
que se acordaren en el futuro. 

"3. El estatuto y los demás anexos podrán ser modificados 
de común acuerdo por los dos Gobiernos". 

íi. Que el Artículo III del Tratado de ITAIPÚ (suscrito en Bra­
silia el :¿6 de abril de 1973 entre la República Federativa 
del Brasil y la República del Paraguay), expresa: 

"Las Altas Partes Contratantes crean, en igualdad de de· 
rechos y obligaciones, una entidad binacional denominada 
ITAIPÚ, con la finalidad de realizar el aprovechamiento hi­
droeléctrico a que se refiere el Artículo 1. 

"Parágrafo 19. lTAIPÚ estará constituida por ELETRoBRAS3 

y ANDE4, con igual participación en el capital, y se regirá 
por las normas establecidas en el presente Tratado, en el 
Estatuto que constituye sU Anexo A yen los demás Anexos. 

Parágrafo 29. El Estatuto y los demás Anexos podrán 
ser modificados de común acuerdo por los dos Gobiernos". 

¡ii. Que el Tratado firmado entre la República Argentina y la 
República Oriental del U rugua y el 30 de diciembre de 
1946 mantiene la Comisión Técnico-Mixta creada por Acta 
de ambos Gobiernos, de fecha 13 de enero de 193t!, la que 
"tendrá a su cargo todos los asuntos referentes a la utiliza­
ción, represamiento y derivación de las aguas del Río Uru­
guay", y dispone en su Artículo 39 que "La Comisión Téc­
nico-Mixta dictará su reglamento técnico-administrativo y 
formulará su plan de trabajo, ajustando su cometido a las 
siguientes reglas y principios ... ". 

El Artículo 10 del Reglamento Técnico-Administrativo 
dictado el 13 de'marzo de 1974 dice que la Comisión "es 
un Organismo Internacional, y como tal goza de la capaci­
dad jurídica necesaria para el cumplimiento de sus cometi­
dos específicos". 

La transcripción de los textos constitutivos de las tres entidades 
ilustra acerca de su origen y naturaleza, y permite confirmar un 
mismo juicio doctrinario respecto de YACYRETÁ e hAIPÚ, resumido 
en 2.a) , pero no respecto de SALTO GRANDE) desde que esta entidad 
se ha desarrollado jurídicamente con base en el Acuerdo de 1946, 

'Administración Nacional de Electricidad del Paraguay. 
'Agua y Energía Eléctrica. de la Argentina. 
~Centrais Elétricas Brasileiras, S. A. 
'Administración Nacional de Electricidad del Paraguay. 
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a través del Reglamento Técnico Administrativo de 1974, que no 
es único, y que puede ser y ha sido modificado por la propia Comi­
sión, de acuerdo con el Artículo 3 del mismo Acuerdo, creando así 
el propio derecho aplicable (interno). 

Desde este punto de vista, SALTO GRANDE pertenecería a la si­
. guiente siqlación b), que veremos enseguida: 

b) Cuando la entidad nace a través de un Acuerdo o Tratado, 
los que, a fin de asegurar su funcionamiento,dentro de ese 
marco constitutivo autorizan a la entidad a dictar "su or­
den jurídico interno" (CL CAHIER P. cit. por PUCEIRO en 
op. cit.,. p. 45) . 

El d~recho aplicable (interno) sería en este caso el resultado de 
una autosuficiencia legislativa, expresión de la voluntad autónoma 
de la entidad, a cuyo respecto podría pensarse que se halla a me­
dio camino entre el derecho etático tradicional y el derecho de gen­
tes como producto espontáneo de la comunidad internacional (véa­
se en este aspecto nUestro estudio sobre Personalidad y Capacidad 
en el Derecho Internacional Privado, preparado a solicitud de la 
Organización dé los Estados Americanos,. doc. OEA, CIDIP-11/18, p. 
1'21, en el que tratamos especialmente las personas jurídicas consti­
tuidas por Estados). 

Adviértase que este concepto de la autosuficiencia legislativa po­
dría proyectarse sobre el campo de las relaciones contractuales ex­
ternas de la· entidad con los terceros, llegando inclusive a regular­
las. Sin embargo, podría ser más conveniente, desde un enfoque 
privatista, separar la competencia para dictar normas, o capacidad 
reguladora, de la solución de la autonomía de la voluntad como 
tal, que solamente importa resolver la ley aplicable a una determi­
nada relación. jurídica. 

En este sentido es oportuno referir la opinión de CURTI GIAL­
DINO (véase Curtí Gialdino (Agos ti no) , en Recueil de Cours, 
197,8, m; Tomo 137, pp. 795-99), el que niega la posibilidad de que 
los contratos de desenvolvimiento económico puedan erigirse en 
órdenes jurídicos autosuficientes, por entender que la máxima "ubi 
societas, ibi jus" excluye la facultad de legislar cuando no existe 
una autoridad social subyacente. 

Las entidades podrían, según esta concepción, crear obligaciones 
y derechos subjetivos sobre la base de una regla heterónoma pre­
existente, no pudiendo dar origen, más allá de las partes del con­
trato, a ninwin orden jurídico. 

A nuestro entender, podría sostenerse que si la entidad puede 
dictar verdaderos actos-regla internos, limitados por "ratione mate­
ríae", al objeto de su institución, nada impediría el ejercicio de 
una facultad idéntica en su propio "espacio jurídico", aplicada al 
campo de las relaciones jurídicas privadas externas, dentro de lí­
mites similares a I.o.s. anteriore~, con la reserva del orden público 

52 



REGULACIÓN JURÍmCA INTERNACIONAL DE LOS CO~1PLEJOS DE OBRÁS PÚBUCAS ••• 

internacional de los Estados creadores de la entidad, y de los demás 
Estados afectados por una relación jurídica extranacional, especial~ 
mente atendible al no estar presente en el caso, la figura del "súb­
dito", propia de los Estados. 

1. En suma: La autonomía de la voluntad en Derecho Inter­
nacional Privado juega en la selección del orden jurídico 
aplicable, abarcando en determinadas situaciones la posibi­
lidad de creación misma de ese orden (normas materiales), 
siempre con referencia a una cierta relación jurídica. 

11. La autosuficiencia legislativa no significa selección de or­
den ,jurídico aplicable, sino creación de normas unilatera­
les de Derecho Internacional Privado, de alcance general, 
entendiendo por éstas las que regulan ellas mismas la situa­
ción, o en su caso disponen preceptivamente la selección de 
una determinada regla jurídica. 

En uno y otro caso, las normas unilaterales se limitan a fijar el 
ámbito de la competencia del derecho privado creado por la enti­
dad (véase ALFONSIN Quintín, Teoría del Derecho Privado Interna· 
cional, Montevideo, 1955, p. 259). 

c. Cuando la entidad se rige por las normas del Acuerdo o 
Tratado Constitutivo, las que se complementan, por remi­
sión, con normas de una legislación nacional positiva o fu­
tura. 

Ejemplo de remisión a una ley nacional es la Sociedad de res­
ponsabilidad limitada International Mosselle Company (Conven­
ción firmada el 27/x/1956 entre Francia, la República Federal Ale­
mana y Luxemburgo), que tiene por objeto el desarrollo de pro­
yectos conjuntos de canalización en el Mosselle, la que es regida 
en forma subsidiaria por la legislación alemana, comprometiéndo­
se Alemania, en caso de modificar su ley, a "tomar las medidas ne­
cesarias para salvaguardar tales derechos" (los de las Partes). (Véa­
se de F. O. ZACHARIAS SUNDSTROM, la obra "Public International 
Utitily Corporation", Leiden, 1972, en la que se examihan tres si­
tuaciones concretas: la International MosseIle Company, la Central 
AfrÍcan Power Corporation y la Scandinavian Airlines System) . 

Ejemplo de referencia a una ley futura es la Franco-Ethiopian 
Railway, compañía francesa que operaba líneas ferrocarrileras bajo 
concesión de Etiopía (1908) y Francia (1909), a la que el Trata­
do de 1959 entre Francia y Etiopía convirtió en una empresa de 
nacionalidad etíope, que terminará en el año 2016, a la cual se le 
aplicarán, en caso de silencio del Tratado, las disposiciones del 
Proyecto de Código de Comercio de Etiopía, en tanto no contradi­
gan al Tratado O el articulado de la sociedad (véase FUGER Car-
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los, Empresas Públicas Multinacionales, en publicación del Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento, 1968, reproducida en 
la obra de Marcos KAPLÁN, en pp. 119-185). 

Ambas remisiones plantean el problema de si ellas abarcan la 
interpretación y aplicación jurisprudencial del derecho extranjero 
remitido (véase TELLECHEA Eduardo. Tratamiento e Información 
del Derecho Extranjero - La Convención de Montevideo, de 1979, 
Montevideo, 1980). Es conveniente tener presente aquí que en la 
CIDIP-II de Montevideo, 1979, se aprobó una convención interameri­
cana sobre Prueba e Información acerca del Derecho Extranjero, la 
que ya ha entrado en vigencia entre Perú y Uruguay, que sin em­
bargo, no resuelve expresamente este problema. Igualmente, cabe 
citar aquí la Convención Interamericana sobre Normas Generales 
de Derecho Internacional Privado, de Montevideo' de 1979, que 
dispone que los jueces y autoridades de los Estados Partes estarán 
obligados a aplicar el derecho extranjero tal como lo harían los 
jueces del Estado cuyo derecho resultare aplicable (Art. 2). 

No cabe confundir la situación en estudio, que incorpora al de­
recho interno una cierta ley nacional por sumisión voluntaria del 
orden jurídico constitutivo, con la aplicación supletoria, expresa o 
tácita, de ciertas normas locales, en materia de contratación, por 
ejemplo, punto sobre el cual volveremos especialmente con referen­
cia a SALTO GRANDE. 

Cabe recordar que tanto YACYRETÁ como ITAIPÚ contemplan la 
posibilidad de adoptar nuevos protocolos adicionales sobre diversas 
materias (temas diplomáticos y consulares, administrativos, finan, 
cieros, económicos, etc.), así como la aprobación de normas regla­
mentarias, por ejemplo efl materia de Personal de la entidad. Sin 
embargo, reiteramos, todo ello no es más que un dere~ho interno, 
destinado a regir solamente dentro de la entidad .. El interrogallte 
que podrfa plantearse a su respecto, es si en alguna circunstancia 
tal derecho podría aplicarse como orden. jurídico escogido por la 
so~uci,ón del conflicto, a. las relaciones externas. Insistiremos más 
adelante soore este aspecto .. 

!l. Personalidad jurídica proPia 

~a escasa doctrina que hasta el momento se ha ocupado de estas 
entidades binacionales o multinacionales, y ciertos dictámenes' pro­
fesionales publicados (véase Diario Oficial de Brasil - Se<;ao 1, 

Parte' 1 - Outúbro de 1978, Quinta :Feira, que contiene un dicta­
men acerca de la Naturaleza Jurídica de lTAIPÚ) que hemos podi­
do consultar gracias a la colaboración de colegas vinculados a ellas, 
se inclinan a describirlas COll un tipo de empresa jUTídicamente in­
ternacionat dotada de personalidad jurídica, emergente del Dere­
cho Internacional Público; en suma, como un nuevo sujeto de éste. 

Sin embargo, esta personalidad estaría limitada por la finalidad 
específica de sU: creación, y su cárácter derivado o secundario res-
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pecto de los Estados que les han dado origen. Todo ello importa. 
ría una limitación más o menos variable de su autonomía, que las 
diferencia de otras formas de organizaciones internacionales de ca­
rácter multilateral, de índole primordialmente política -casos NU, 

OEA, etc.--:- y aún de aquellas que teniendo objetivos de integración 
económica ejercen potestades supranacionales -casos CEE, Acuerdo 
de Cartagena (en parte), etc.-. Estas limitaciones influyen en los 
mecanismos de control (de legalidad, fiscales, financieros, etc). de 
los Estados Partes sobre las entidades binacionales, siendo este un 
tema por demás importante, que excede el objeto de nuestra expo­
sición. 

Tal como lo expresa el Acuerdo Reglamentario de SALTO GRAN­

DE en su Artículo lQ, respecto de la Comisión Técnico-Mixta, ésta 
tiene "capacidad jurídica para actuar pública y privadamente en 
el cumplimiento de su cometido. "Mutatis mutandi" podría for­
mularse igual afirmación, en términos de opinión, respecto de ITA!­
PÚ Y YACYRETÁ, habida cuenta de la mayor autosuficiencia norma­
tiva de SALTO GRANDE, derivada de la delegación del Acuerdo de 
1946 en favor del Reglamento. 

Las cuestiones de "par pm-em non habet imperium", en cuanto 
a las posibilidades de juzgamiento de los actos de estas entidades, 
sus facultades de celebrar acuerdos o convenios internacionales 
(aunque no Tratados) con otros sujetos de Derecho Internacional 
-incluso Estados y organizaciones internacionales-, la cuestión de 
si con sus actos comprometen a los Estados Partes, las relaciones 
entre la inmunidad de jurisdicción y la autonomía de la voluntad, 
son otros tantos aspectos que cabe a la doctrina especializada exa­
minar. 

Sobre el punto citado en último término, existen algunos recien­
tes desarrollos en la jurisprudencia argentina, habiéndose resuelto 
en un caso respecto de SALTO GRANDE que debe respetarse la ley y 
jurisdicción seleccionadas por la voluntad contractual, aunque ello 
pudiere importar un desplazamiento de la protección de la inmu­
nidad de jurisdicción, habida cuenta del carácter económico de le. 
actividad de la entidad, etc. (Véase Sentencia publicada en la re­
vista La Ley, Buenos Aires, 1979-D, N<J 77760, pp. 488 a 496) . 

El mero planteo enunciativo de todos esos problemas jurídicos, 
responde a un propósito de motivación, acorde a la naturaleza de 
estas Jornadas y satisface necesidades de ubicación y extensión.de 
nuestro tema, pero nos impide entrar en ellos en profundidad. 

4. Naturaleza de estos sujetos 

Sujetos de derecho creados por acto bilateral de los Estados -ras· 
go común a los tres ejemplos predilectos de nuestro estudio- no 
pueden ser sino de derecho público. Nada han tenido que ver en 
el origen los sujetos privados, y las entidades emergentes del acuer­
do son -como se dijo antes- sujetos secundarios o derivados de 
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más de un Estado. Este es su rasgo propio, el que los distingue de 
los creados por arte y obra de UN Estado, dentro de su marco in· 
terno. y también los identifica respecto de otras asociaciones o fu­
siones de empresas privadas o públicas de distintos Estados (casos 
típicos: la Scandinavian Airlines System (S.A.S.) o la Flota Gran Co­
lombiana, ambas resultado del acuerdo de empresas privadas de 
distintos Estados y el Convenio de 1946 entre Bélgica, Francia y 
Luxemburgo respecto de Jos ferrocarriles del Gran Ducado, en ma­
teria de empresas públicas), 

La naturaleza pública de las entidades bajo estudio y su calidad 
de sujetos del Derecho Internacional Privado, no constituyen un 
elemento novedoso a los ojos de un privatista, pues ya los viejos 
Tmtados de Derecho Intemacional Privado de Montevide.o y el 
propio Código Bustamante, contienen previsiones que regulan la 
actuación en el campo privado, del Estado -sujeto típico del De­
recho Internacional Público- y de otros entes públicos derivados 
(véase Código Bustamante, artículo 31, y Tratados de Montevideo 
de Derecho Civil Internacional de 1889 y de 1890, Art. 3Q). 

A la luz de estos antecedentes y basados en sólida doctrina, po­
dríamos decir que la naturaleza pública de estas entidades de obras 
públicas internacionales, no constituye por sí un problema absolu­
tamente nuevo de Derecho Internacional Privado. Los tópicos d~ 
su capacidad y reconocimiento extraterritorial, en cambio, son 
cuestiones que adquieren aquí un renovado planteamiento, funda­
mentalmente al tratar de precisarlas como situaciones del Derecho 
contemporáneo de eminente contenido práctico. 

Veámoslos. 

5. Relaciones Extemas y Capacidad de 
Derecho Intemaciona,l Privado 

A través del examen de los sujetos, hemos llegado al punto de las 
rel,aciones extemas de derecho privado, o sea aquellas que enta­
blan las entidades bajo estudio con terceros, a los efectos de dar 
cumplimiento a los fines de su creación, tales como contratos de 
compraventa de bienes muebles (suministros), locación de servicios 
y obras, etc. 

Indudablemente, estas entidades gozan de capacidad propia "ip­
so jure", como sujetos de derecho, para comparecer en juicio, como 
actor o demandado, dentro o fuera de los Estados que las han crea­
do, desde que es de principio que la personalidad jurídica regular­
mente adquirida surte efectos extratelTitoriales y habilita su fun­
cionamiento fuera de "fronteras", En este sentido no habría dife­
rencia con los sujetos privados clásicos ni con los sujetos públicos 
típicos (Estado, entes autárquicos, etc). Ello importa reconocer 
efectos jurídicos a los acuerdos internacionales de creación de estas 
entidades, respecto de terceros Estados, de modo similar a 10 que 
sucede con los sujetos privados colectivos o morales, como 10 con-
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sagra la Convención Interamericana sobre conflictos de leyes en 
materia de Sociedades Mercantiles de Montevideo de 1979 (CIDlP­

n), en sus artÍCulos 2 y 3) . 
El verdadero problema se plantea a propósito de la actividad 

extraterritorial para el cumplimiento de los actos del objeto de su 
institución, en el dominio del derecho privado, o sea para su ejer­
cicio. 

A este respecto, pensamos que las entidades binacionales o mul­
tinacionales podrán llevar a cabo estos actos dentro de los Estados 
que las han constituido, en igualdad de condiciones con las perso­
nas jurídicas privadas de cada uno de ellos. Este sería el mínimo 
status al que podrían aspirar. 

La situación cambia en los terceros Estados, no vinculados por 
el acuerdo o tratado de creación de la entidad, los que sin embar­
go podrían, por admisión, aceptar el ejercicio en su territorio de 
actos jurídicos privados. 

El enfoque realista de este aspecto nos lleva a pensar que no se­
rían comunes los casos en que una entidad de la índole de las que 
nos ocupa, llevara a cabo actos de su giro en un tercer Estado. Sin 
embargo baste pensar, por ejemplo, que YACYRETÁ vendiera ener­
gía hidroeléctrica a Brasil, ° lTAIPú a Argentina. Este acto podría 
ser parte o no de su funcionamiento regular desde que los actos de 
creación se dirigen, principalmente, a la construcción de las obras. 
En todo caso podría considerarse que hay un ejercicio comercial 
habitual, concomitante o posterior a la obra, que importaría la ce­
lebración de contratos, la apertura de cuentas bancarias, etc. Para 
esta hipótesis, nos parece claro que la actividad de la entidad q ue­
daría sometida a la ley local del lugar de actuación. 

Asimismo, tal sometimiento no importaría a nuestro entender la 
aplicación de leyes especiales a los contratos de los que fuere parte 
la entidad binacional; ésta (como sujeto de derecho y con miras a 
actos de ejercicio, tendría que pasar por la admisión del Estado te· 
rritorial (el de ejercicio), con todas las variantes que tal criterio 
permite -registro, control acto por acto, admisión general, normas 
especiales, etc.- (Cf.: Art. 5 de la referida convención en materia 
de sociedades mercantiles). Los actos se regularían por la ley acor­
de a su propia naturaleza, calificación y localización jurídica (sit 
de la relación). 

Dentro de este cuadro de conceptos hemos examinado el ya d­
tado proyecto que elaborara para la CIDIP-II el Comité Jurídico In­
teramericano en materia de Capacidad y Personalidad en el Dere­
cho Internacional Privado (véase doc. cIDIP-n/18), con miras,' bási­
camente, al tema de los sujetos. Ello ha dejado fuera la cues­
tión de los contratos de derecho privado, la autonomía de la volun­
tad, el arbitraje, etc., temas a los que aludo muy sumariamente, por 
estimar que otros relatores se referirán a ellos, y que se hallan 
comprendidos en este enfoque de las entidades binacionales públi-
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caso (Con referencia particular a SALTO GRANDE, Y en 10 que con­
cierne al régimen de la contratación en obras públicas internacio­
nales pueden consultarse nuestros artículos en op. cit "Cuestiones 
Jurídicas de Salto Grande", pp. 97-116 Y en Revista del Colegio de 
Abogados del Uruguay, 1976, Tomo 9, N.os 3-4). 

6. Las entidades b,;nacionales J' el plU1-alismo metodológico 
en el Derecho Internacional Privado_ Conclusiones 

En el "espacio jurídico" de las entidades binacionales se desarrolla 
un orden jurídico interno, circunscripto al conjunto de relaciones 
orgánicas, institucionales y laborales, que sirve de instrumento pa­
ra la realización del objeto institucional. 

Asimismo, ya en el terreno de las relaciones externas, se promue­
ve una intensa corriente de contratos internacionales, en los que 
opera un cierto flujo de valores a través de "fronteras jurídicas". 
(El entrecomillado alude al carácter sui géneris del "espacio" en 
consideración) . 

La designación de la propiá ley del contrato por parte de las en­
tidades aparece directamente ligada a sus facultades de elaboración 
legislativa, y no a la pura autonomía de la voluntad, como factor 
de conexión de la solución de conflicto. Autosuficiencia normativa 
no es idéntica a autonomía de la voluntad propiamente tal. 

Así, por ejemplo, SALTO GRANDE puede pactar libremente las 
cláusulas contractuales por autorización de su propio Reglamento 
(Art. 3Q), sin af~ctar e.1 orden público interno, "pudiendo remitir­

se supletoriamente a las normas de Derecho Público o Privado vi­
gentes en el lugar de la celebración del contrato", aunque esa re­
misión, según nuestra opinión, debe ser ex.plícita. 

Los Tratados de hAIPÚ y Y ACYRET Á por su parte, prevén en su 
respectivo Artículo 19 que en las relaciones con las personas físi­
cas o jurídicas domiciliadas en la Argentina o en el Paraguayo en 
Brasil, cada jurisdicción aplicará el derecho del respectivo país 
"teniendo en cuenta las disposiciones del Tratado". El derecho na­
cional tendría de esta manera carácter subsidiario respecto del Tra­
tado. Cf. Barberis, op. cie p. 1055. (Véase respecto de lTAIPÚ, "Na­
turaleza jurídica comercial de Itaipú", de Walter T. ALVAREZ). 

En cuanto a las personas domiciliadas en terceros Estados, la fa­
cultad para pactar libremente significa en este caso la potestad de 
crear las normas contractuales sin otro limite' que el orden público. 
El derecho de remitirse a las normas nacionales de un cierto Esta­
do, dimanaría del ejercicio de la autonomía de la voluntad, sin 
que ello esté ordenado por norma preceptiva alguna del estatuto 
jurídico de las referidas entidades. ' 

En todo caso, además, cabría distinguir claramente esta proble­
mática jurídica de aquella que nace de la relación co?tractual en­
tre Estados y' empresas comerciales privadas extranjeras. 
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Por estas consideraciones y otras que exceden' el marco de este 
estudio, el método de elaboración de normas de conflicto se mos­
traría inadecuado para regular las relaciones externas, cediendo lu­
gar a normas materiales o directas. que dimanan de la propia en· 
tidad, las que se integrarían, subsidiariamente, con los principim 
generales del Derecho Internacional Privado en conflicto, y even­
tualmente se convertirían a su vez en materia propia de un nuevo 
conflicto de leyes. Se' está en presencia de una situación nueva, que 
al decir de SEYERSTED (op. cit.) no es todavía fluida o clara. De 
ahí que ciertas presunciones en favor de la ley local, por ejemplo 
en materia inmobiliaria, son muy claras, y en cambio no lo son en 
la materia de contratos, 10 que condiciona en gran medida la so· 
lución de las controversias a la naturaleza del tribunal que entien­
da en ellas. Si es arbitral, tenderá a respetar la selección autónomil 
del contrato; si es nacional, examinará y aplicará las normas nacio­
nales e internacionales de conflicto, con especial inclinación por su 
propia ley. Y aím, si es arbitral ad hoc, podrá inclinarse por Jos 
principios generales de Derecho Internacional Privado, para inde­
pendizarse de toda norma nacional. 

Se anota de esta forma una predominancia de las circunstancias 
particulares del caso por encima de las reglas de solución de con­
flicto de leyes y jurisdicciones, 10 que permitiría sentar la conclu­
sión de hallarnos en presencia de un nuevo grupo de vínculos, Que 
no tiene todavía el desarrollo que han alcanzado las relaciones in­
ternacionales entre sujetos privados. 

·Como un ejemplo elocuente de 10 expresado, cabe recordar el 
Artículo xx del Tratado de Yacyretá y XXI del Tratado de ItaÍpú. 
los que en materia de responsabilidad civil y penal de los funcio­
narios de la obra ordenan la aplicación de las leyes nacionales res­
pectivas, en tanto que para Jos empleados de otra nacionalidad se 
recurre a la legislación nacional que corresponda a la "sede de sus 
funciones". 

Se introducen así nuevas conexiones en las normas de conflicto 
adecuadas a las particularidades de la situación y se abandona el 
principio clásico de someter la responsabilidad a la ley donde tie­
ne lugar el acto generador de la responsabilidad civil o penal, lo 
cual resulta inteligible si se piensa que estamos en presencia de una 
nueva hipótesis de Derecho Internacional Privado que exige res­
puestas más realistas, tanto en lo que concierne a la ley aplicable co­
mo a la jurisdicción competente. 

Los criterios aconsejados por la doctrina (v. gr. GOLDSCHMIDT 

Werner, en Recueil de Coeurs, 1972, Il, T. 136, pp. 205·327, refe­
rente a Transactions between States and fírms) con relación a los 
contratos internacionales que tienen por sujetos a personas de de­
recho público y privado. nos proporcionan soluciones que requie­
ren ser adaptadas a los especiales intereses en juego en el caso de 
las entidades en examen. 
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Igualmente" al no existir una identidad absoluta entre la situa­
ción en estudio y lá que plantean las organizaciones económicas in­
ternacionales (tipo EUROFIMA o CECA, por ejemplo), debería evitar­
se una extensión ciega de las nociones de estas últimas a las enti­
dades públicas binacionales o multinacionales, particularmente en 
el campo de" la autonomía k:gislativa y de la voluntad contractual 
(véáse SERENI Angelo Piero, en Recueil des Cours, 1959, J, T. 96, 
pp. 133-239), sobre' el tema International Economic Institutions 
and the Municipal Law of States) . 

Podríamos conCluir que si bien, en principio, la contratación 
externa de las entidades en examen no está totalmente sustraída a 
las reglas del conflicto de leyes, no es menos cierto que ellas confi­
guran un n.úevo orden generador de normas aplicables, cuya apli­
cación subjetiva y espacial se convierte a su vez en un nuevo elemen­
to constitutivo de la regla de conflicto. En este sentido, pensamos 
también que la elaboración y aplicación de normas materiales di­
rectas emanadas de la entidad, no borra el sistema de conflicto. 
Simplemente, los términos de éste sufren una modificación (véase 
BATIFFOL Henri, en Recuefl des Cours, 1973, JI, T. 139, pp. 79-
145) . 

Con relación al' problema de la jurisdicción aplicable, se anota 
una tendencia similar a la observada en materia de ley aplicable, 
aun cuando cabría advertir que el ámbito de la prórroga de juris­
dicción pre o post' litem, así como la jurisdicción arbitral, apare­
cen reducidas en función del marcado carácter de orden público 
del punto, paradójicamente ampliados por la falta de órganos ju­
risdiccioliales común! tarios. 
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ASPECTOS JURIDICOS DEL USO 
PLURINACIONAL DE LAS CUENCAS HIDRICAS 

EN LA AMERICA LATINA 

Guillermo J. Cano 

l. INTRODUCCIÓN 

1. Este documento es escrito a invitación del Instituto de Estu­
dios Internacionales de la Universidad de Chile, como contríbu­
ción a las Segundas Jornadas Latinoamericanas de Derecho Inter­
nacional (Viña del Mar, 1-5 diciembre 1980). El tema general de 
la reunión, que enmarca este trabajo, es "El rol del derecho inter­
nacional en la construcción de la unidad latinoamericana", y el de 
la Parte 1I del Programa, en la que figura, es el de "La regulación 
jurídica internacional de los complejos de obras públicas binacio­
nales y multinacionales". 

Según el Programa Preliminar distribuido, otros expositores han 
sido invitados a ocuparse también de este último asunto, y por tan­
to los subtemas asignados a ellos limitan el mío. Lo que dejo pun­
tualizado para evitar que si algún lector lee este trabajo sin con­
sultar los demás, estime que el presente es incompleto, cuando en 
la realidad se complementa con los de los Drs. Félix Peña, Ray­
mundo Barros Ch., Didier Opertti, Juan M. Rouvier, Fermín To­
ro ]iménez y Julio C. Lupinaci. 
2. Enmarcado este documento en un tema de fondo tan trascen­
dente para el futuro de los pueblos de América Latina como es el 
de la construcción de su unidad, cabe comenzar señalando que, 
efectivamente, el desarrollo de los recursos hídricos internaciona­
cionales es una de las herramientas no sólo idóneas sino necesarias 
para avanzar en el camino de esa unidad. El cuadro 1 contiene la 
nómina de las cuencas hídricas internacionales de América Latina, 
y su sola lectura muestra que es poco lo que hemos avanzado los 
americolatinos en ese camino. Si bien casi todas ellas son materia 
de tratados de límites, escasas son las que han sido motivo de con­
venios específicos tendientes a promover o lograr su aprovechamien­
to, y la escasez de ellos es uno -no el único- de los factores que 
posterga su utilización. 

Si bien, como se verá más adelante, en el ámbito latinoamerica­
no algunos principios generales de derecho fluvial internacional 
han quedado ya delineados, es obvio que es mucho lo que resta. por 
andar en ese camino. No es extraña a tal ausencia, la circunstancia 
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de que en el ámbito mundial el progreso del derecho fluvial inter­
nacional marcha a paso muy lento. 
3. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua (Mar 
del Plata. 1977), puso en evidencia que, al comenzar el siglo entran­
te, es esperable la generalización 'al ftmbito mundial de una crisis 
hídrica que ya constituye un problema acuciante en algunos pun­
tos focales críticos. El crecimiento y concentración ("implosión") 
demográficos, y el progreso tecnológico llevado adelante, en olvido 
de consideraciones éticas, son los factores determinantes de esa cri­
sis. Refléja'se ésta en un aspecto cuantitativo -disminución de la 
cuota de agua 'per cápif.a de que puede disponer cada habitante del 
planeta- y en otro cualitativo (contaminación), que al fin de 
cuentas tiene también efectos cuantitativos. 

En tales circunstancias, mantener inaprovechados los recursos 
hídri~os compartidos, por el mero hecho de que factores institucio­
nales lo prevengan~ parece atentatorio de los intereses de la Hu­
manidad. Y mueve a aplaudir a todos quienes -como lo hace la 
Universidad de Chile al incluir el tema en estas Jornadas- procu­
ran quitar del camino las piedras que dificultan avanzar en esa di­
rección .. 
4. La brevedad del espacio y del tiempo que me son permitidos 
determina que en mi exposición haya de detenerme sólo en los 
hechos relevantes, pasando por alto muchos otros de menor impor­
tancia. Con lo que queda dicho que mi exposición es forzosamen­
te incompleta. 

n. EL DERECHO FLUVIAL INTERNACIONAL 

EN AMÉRICA LATINA 

5. En el camp9 gubernamental, dos hitos marcan la evolución del 
derecho fluvial internacional en la América Latina, a los que me 
referiré sucesivamente: 

a. La Declaració'fI; de Montevideo de 1933 

6. La vul.l. Conferencia lnteramericana reunida en Montevideo, vo­
tó el 26 de diciembre de 1933 la "Declaración sobre los usos indus­
triales y agrícolas de, los ríos internacionales", Antes de ahora1 di­
je a su respecto: "la Declaración de Montevideo consagra los si­
guientes principios y tiene las siguientes características: 

a. El uso navegacional de las aguas goza de total prioridad (Ar-
tículo 5) ; . 

b. El régimen jurídico es el mismo p(fra los ríos contiguos y para 
los sucesivos, respecto de los sigu~entes temas (Art. 4) : 

, 'Ver mi Recursos hfdricos internacionales de la Argentina. (Bs. Aires, 1~79). 
Ed. V. de Zavalía. p.'90: '. . 
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c. Cada Estado tiene derecho exclusivo a aprovechar su margen, 
a condición de no pe1'judicar idéntico derecho del o los Estados 
vecinos (Art. 2) ; 

d, Requiere el consentimiento (acuerdo) de un Estado para que 
otro pueda hacer obras que puedan perjudicar al primero (Arts. 
2 y 3). Si el perjuicio consiste en daños susceptibles derepa­
ración, las obras sólo pueden ejecutarse después de acordada o 
resuelta la indemnización o compensación de los daños (Art. 3) ; 

e. Crea el debe1' de infomwr a los otros ribereños: i) en los ríos 
sucesivos, cuando se proyecte construir obras que puedan in­
fluir en la navegabilidad (Art. 6); ií) tanto en los ríos conti­
guos como en los sucesivos. respecto de cualquier clase de obras 

(Art. 7). La información ("denuncia") debe ser acompañada 
de la información técnica y del nombre de los técnicos que de­
ban entender en las negociaciones (Art. 7); 

f. Establece un procedimiento para tramitar la "denuncia" o con­
sulta previa: fija 3 meses de plazo para responder y, en caso de 
divergencia, la creación de una Comisión Técnica de ambos 
países, que tiene 6 meses de plazo para expedirse. En caso de 
desacuerdo en ésta, el tema debe ser pasado a decisión directa 
de los gobiernos (Art. 8). Si éstos también discuerdan, deben 
acudir al procedimiento de conciliación que las partes previa­
mente hubiesen convenido. A falta de tal convención previa 
deben recurrir al procedimiento conciliatorio establecido por 
los tratados multilaterales vigentes en América. El laudo del 
Tribunal de Conciliación debe expedirse en 3 meses (Art. 9). 
Si alguna parte no acepta el laudo conciliatorio, debe acudirse 
a arbitraje, de acuerdo a la 2'1- Convención de La Haya (Art. 
10). México y Venezuela votaron la Declaración con reservas, 
y los EE. UU. se abstuvieron, por considerarla incompleta. Los 
representantes de todos los demás gobiernos la votaron. 

Según el Relator del proyecto de Declaración (Emb. Piñeiro 
Chain, Uruguay) "la fuente del proyecto fue el notabilísimo 
informe de la Comisión Permanente de Derecho Internacional 
Público de Río de Janeiro", fecha 23 de julio de 1932, suscri­
to por Clovis Bevilacqua, Epitacio Pessoa. Rodrigo Octavio, 
Eduardo Espínola, Prudente de Moraes y Levi Cameiro. En 
dicho Informe se lee, entre otros conceptos: "no será lícito sus­
traer, por medio de obras (especialmente plantas para la ex­
plotación de energía hidráulica) una cantidad de agua tal que 
la constitución, o en otros términos el carácter aprovechable o 
esencial del curso de agua al entrar al territorio inferior, se en, 
cuentre modificada seriamente ... " y "para la utilización de 
las aguas de los ríos internacionales, con fines industriales o 
agrícolas, es indispensable el acuerdo entre Estados ribereños. 
dado que ese aprovechamiento puede influir de diversos modos 
en la otra margen, si el río fuera sucesivo. Este principio fun-
damental está previsto en el Programa". . , 
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7. Si bien la Declaración de Montevideo no constituye un Trata­
do, integra la que Alexander Kiss2 denomina la "soft law" inter­
nacional, de la que dice que si bien no obliga a los gobiernos, lo 
único que éstos no pueden hacer es ignorarla. Bolivia y Chile, en 
su controversia sobre el Lauca, dieron uri ejemplo al respecto, pues 
si bien divergen en la interpretación de sus artículos, ambos han 
aceptado de hecho su aplicabilidad. f.:cuador y Perú, en el Conve· 
nio de 27 de septiembre de 1971 sobre las cuencas Puyango-Tum­
bes y Catamayo-Chira, adoptaron explícitamente los principios de 
la Declaración de Montevideo. 

b. El Pmyecto del Consejo Intemmericano 
de Jurisconsultos (OEA) 

8. El Consejo del epígrafe (el]) -consultivo de la OEA en materia 
jurídica- tiene un órgano permanente: el Comité Jurídico Inter­
americano (eJI), el que a partir de lY59 elaboró un proyecto de 
Convención Fluvial Interamericana. Después de varias revisiones 
el último texto fue adoptado por el el]> bajo la presidencia de Ha­
roldo Valladá03, el 1<:> de septiembre de 1965. Lleva las firmas de 
Raúl Fernandes (Brasil), José Caicedo Castilla (Colombia), Luis 
Cruz Ocampo(Chile), Elbano Provenzali Heredia (Venezuela), y 
Francisco González de la Vega (México). 

El Gobierno del Brasil solicitó por dos veces a la OEA4, el 27 de 
marzo de 1963 y el 16 de octubre de 1964, la convocación de una 
Conferencia Especializada para "examinar lo relativo al aprovecha­
miento para fines agricolas e industriales de los ríos y lagos inter­
nacionales que contengan normas generales sobre la materia". 

La II Conferencia Interamericana Extraordinaria (Río de Ja­
neiro, noviembre 1965), convocó a dicha Conferencia, en los térmi­
nos propuestos por Brasil, delegando en el Consejo de' la OEA la 
fijación de la fecha y agenda, lo que hasta ahora no ocurrió. El 
antes mencionado proyecto del CIJ habría de servir de base para la 
discusión en la Conferencia. 
9. El proyecto del CI] versa solamente sobre los usos agrícolas, 
energéticos e industriales de los ríos internacionales, y propone 
adoptar, entre otros, .los siguientes principios de derecho fluvial in­
ternacional: 

a. el derecho de un Estado a usar un río internacional no impli­
ca desconocimiento del derecho eventual de los demás ribere­
fías (Art. 4); 

b. los usos que el proyeG,to contempla no deben perjudicar la na­
vegación, que recibe así prioridad sobre los otros usos (Art. 5) ; 

!Alexander Kiss, Los p1'illcipios generales del derecho del medio ambiente. 
(Valladolid, 1975). ed. Cuadernos de la Cátedra JB Scott, p. 32. 

"Doc. OEAjSer. ljvJ.2cIJ 79. (Washington, noviembre 1965). 
'Doc. oEA/Ser.GjvI,cjINF-231. 
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c. ~l USO de un ,rio. internacional no debe causar perjuicio sustan­
cial a los demas nbereños (art. 5) ; 

d. el consentimiento del Estado ribereño a ser perjudicado -y la 
indemnización correlativa- son exigibles cuando del uso pro­
yectado "resulte o pueda resultar daño o perjuicio a otro Esta· 
do interesado" (Art. 6) ; 

e. un Estado no puede autorizar usos de un río internacional "en 
condiciones menos estrictas que aquellas a las que por ley, cos­
tumbre o uso, estén sometidos los aprovechamientos de los ríos 
internos". Correlativamente, el Estado perjudicado puede exi­
gir que "se adopten cuidados o requisitos mayores, cuando 10& 
que rijan en otro de los Estados interesados sean inferiores a 
los que para aguas internacionales tengan vigencia general o 
dominante" (Art. 7). Esta regla, en mi opinión, abarca tanto 
el caso de la contaminación como el de la alteración volumétri­
ca o cronológica del régimen hidrológico; 

f. un sistema de información y consulta previa es reglado, cuando 
se proyecte realizar obras de aprovechamiento de un río o lago 
internacional, sobre las líneas del procedimiento adoptado por 
la Declaración de Montevideo (Arts. 8-10). 

lO, En otras oportunidadesli me he extendido en el análisis críti­
co de este proyecto, cuya l'evisión antes de ser considerado por una 
Conferencia Interamericana propugno. No dispongo de espacio pa­
ra repetir ahora cuanto dije entonces. Basta señalar que el proyec­
to: a) no adopta el concepto de cuenca, el que ya en 1958 había 
sido usado por la International Law Associabion (Declaración de 
Nueva York); b) no comprende ni a las aguas subterráneas, ni a 
todos los usos ni a los efectos nocivos del agua; c) no se refiere a 
los demás recursos naturales vinculados con los hídricos; d) no re· 
gla los usos múltiples, ni sus interrelaciones y prelaciones; e) no re­
gla el intercambio de informaciÓn entre los Estados ribereños, etc. 
En 1969 UNITAR reunió en Quito un Seminario Regional de Dere­
cho Internacional para América Latina y el Caribe, del que fui 
uno de los relatores. Los documentos de trabajo versaron sobre los 
mismos temas a que se refiere la Parte II del Programa de estas 
Jornadas y fueron publicados en la obra citada en la nota 5. En 
mi Informe Final. adoptado por el Seminario después de los deba­
tesa, se lee: 

"30. Hubo clara mayoría en el sentido de considerar convenien­
te y urgente la realización de la Conferencia Interamericana 

·Ver mi Problemas jurídicos e institucionales de los proyectos multinaciona­
les de desarrollo hídrico en América Latina y el Caribe, en "Corporaciones pú­
blicas multinacionales pa'fa el desarrollo y la integración de la América Lati­
na", (México 1972), ef. Fondo de Cultura Económica/uNITAR, pp, 279-2941, Y 
en mi op. cit. supra en nota 1, pp. 94-103. . 

'UNITAR, Report on the legal aud institutional problems 01 the multinatio­
llal profects 101' water 1'esources development in Latin America. (Quito, enero 
1969). Reproducido en mi obra (Derecho, política y .•• ). cit. en nota 7, Vol. 
3, pp. 1281-1lI07. 
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Especializada convocada por OEA a gestión inicial de Brasil, para 
discutir un proyecto de Convención Fluvial Interamericana, de 
la que se consideró que apremia a los pueblos americanos dis­
poner. La acción de Brasil, promotora de tal solución, fue elo­
giada, y el señor Neves da Rocha (Brasil), agradeció esos elo­
gios apoyando la iniciativa". 
"31. Hubo numerosas opiniones apoyando la conveniencia de re­
visar el Proyecto de Convención Fluvial preparado por el Comi­
té Jurídico Interamericano (1965), particularmente en el senti­
do de hacerlo a la luz de los factores de orden técnico y econó­
mico expuestos durante el debate. Y al respecto, varias opinio­
nes concordaron en que antes de reunir la Conferencia Inter­
americana Especializada, como paso inmediatamente previo, con­
vendría reunir un foro de expertos de los países interesados, es­
pecializados en los aspectos tecnológicos, económicos y sociales 
del desarrollo hídrico, para que hiciesen las sugestiones de ese 
orden que permitan luego, en el plano jurídico-político, adop­
tar una Convención a tono con los tiempos". 
"32. Entre los' temas sugeridos para su tratamiento por la Con­
vención Multilateral, están: a) el de una definición precisa del 
cóncepto de cuenca iÍíternacional; b) el problema de las aguas 
subterráneas internacionales, sobre el cual varias opiniones coin­
cidieron en que necesita mayor elaboración jurídica y conviene 
tratarlo separadamente del régimen de las aguas y cuencas super-
ficiales". . 
"33. La necesidad de intercambio reciproco de información fí­
sica y económica referente a sus recursos hídricos internacionales 
entre los países de América fue remarcada". 
"34. El carácter de interdisciplinario del tema fue puesto de 
relieve, junto con la necesidad de que los juristas se muevan 
acordes con el, para descargar adecuadamente las responsabili­
dades que los juristas tienen ante sus pueblos en la hora actual. 
Al respecto se exaltó el papel de promoción activa que debe te­
ner la acción de los juristas en el desarrollo hidrico interna­
cional". 
"36. Fueron hechas· precisiones sobre el concepto jurídico de 
cuenca y sus limitaciones, y una mención especial a la obra del 
profesor Ludwik Teclaff sobre el tema. También se planteó el 
interrogante de hasta cuál medida conviene incluir a los recur­
sos naturales no hídricos en la regulación jurídica de los recur­
sos hídricos. Al respecto se dijo que dentro de la: legislación hí­
drica sólo cabe incluir la legislación sobre otros recursos en 
cuanto influyan, sobre los hídricos. Pero se agregó que está lle­
gando el tiempo de examinar la conveniencia de codificar el ré­
gimen legal de todos los recursos naturales en un solo cuerpo 
legal, y de dmsolida:r en ministerios o secretarías dedicadas ex­
clusivamentea recursos naturales todas las agencias guberna-
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mentales, incluso hídricas, envueltas en el manejo de recursos 
naturales", 

11. Sobre este último tema -la relación jurídica de los demás re· 
cursos naturales con los hídricos, en las cuencas internacionales­
oportuno resulta destacar que en su reciente 59~ Conferencia en 
Belgrado (agosto 1980), la International Law Association adoptó 
los artículos que a propuesta de los Profs. Ludwik Teclaff, Julio 
Barberis y mía, habían sido previamente aprobados por su Comité 
sobre el Derecho de los Recursos Hídricos Internacionales, y que 
extienden los principios de las Reglas de Helsinki de 1966 a las re· 
laciones entre los recursos hídricos internacionales, los demás re­
cursos naturales, y el medio ambiente. 

c. El derecho de los tratados 

12. En un documento que presenté a la xq. Conferencia Interame­
ricana de Abogados (Buenos AIres 1957) 7 expuse metódicamente 
las reglas jurídicas adoptadas en los tratados bi o plurilaterales so· 
bre ríos internacionales celebrados en Latinoamérica hasta noviem­
bre de 1957. En otro documento que preparé para la CEPAL8 fue re­
producida la parte de esa exposición que tiene implicaciones eco­
nómicas. Después de noviembre 1957 se han celebrado entre otros 
países latinoamerícanos varios convenios, de los cuales citó sola­
mente los relevantes: 

a. CUENCA DEL PLATA. (i) Tratado de Brasilia de 23 abril 
1969, entre la Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay, com­
prensivo de todo el sistema hidrográfico del Plata; (ii) Tratado 
sobre la obra de Itaipú} del 26 abril 197~, entre Brasil y Paraguay; 
(iii) Convenios sobre la obra de COTPUS, del 10 junio 1971 y 1.7 

julio 1972 entre la Argentina y Paraguay, y Acuerdo Tripartito 
(Argentina, Brasil, Paraguay), del l!:l octubre 1979, compatibili· 
zando las obras de Itaipú y Corpus; (iv) Tratado sobre la obra de 
Yacyretá} del 3 diciembre 1973, entre la Argentina y Paraguay; (v) 
Acuerdos sobre la obra del Salto Grande, del 20 diciembre 1973 y 
13 marzo 1974, entre la Argentina y Uruguay, completando el Tra­
tado del 30 diciembre 1946, y Declaración Tripartita (Argentina, 
Brasil, Uruguay) del 23 diciembre 1960, sobre la misma obra; (vi) 
Tratado sobre el río Uruguay del 7 abril 1961 entre la Argentina y 
R.O. del Uruguay, y Estatuto del mismo río del 26 de febrero 1975; 
(vii) Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, del 19 

"Ver PrinciPles 01 law governing the uses 01 international rivers and lakes. 
(Washington, 1958). Catálogo de la Biblioteca del Congreso de los EE.UU. NQ 58· 
12112, p. 1. Reproducido en mi obra Derecho, politica y administración de 
agitas, (Mendoza. 1977), ed. INCYTH/INELA, Vol. 3. pp. 1173-1213. 

"Naciones Unidas, Examen preliminaj' de algunos aspectos relativos al de' 
sarrollo de las cuencas hidráulicas internacionales de América Latina, Doc. 
EjcN.12.¡511. marzo 1959, pp. 18·25. Reproducido en mi op. cit. en nota pre· 
cedente, Vol. 3, pp. 1215·1253. 
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enero 1973, entre la Argentina y Uruguay y Estatuto del mismo 
río de 15 julio 1974; (viii) Tratado sobre el río Ul"Uguay (Argen­
tina-Brasil) del 17 marzo 1980. 

b. CUENCA AMAZÓNICA. Tratado del 3 julio 1978 entre Bolivia, 
Brasil, . Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Surinam y Venezuela: 

c. CUENCAS PUYANGO-TUMBES y CATAMAYO-CHIRA. Tratado del 
27 septiembre 1971, entre Ecuador y Perú. 

d. Ríos COMPARTIDOS POR GUATEMALA y MÉXICO. Acuerdo del 
21 de diciembre 1961, entre Guatemala y México. 

e. Ríos COMPARTIDOS POR MÉXICO y LOS EE. UU. Además de los 
convenios examinados en las obras citadas en las notas 7 y 8, se ce­
lebraron los de 16-23 noviembre 1970 y 30 agosto 1973, este últi­
mo sobre el problema de la salinización de los ríos compartidos. 

f. Ríos COMPARTIDOS POR LA ARGENTINA y CHILE. Acta de San­
tiago sobre cuencas hidrológicas, suscrita el 26 junio 1971 entre los 
Cancilleres de la Argentina y Chile, sobre la que volveré en el Ca­
pítuio IV. 

d. Declaraciones de organizaciones internacionales 
no gubernamentales 

13. La x~ Conferencia de la Federación Interamericana de Abo­
gados, reunida en Buenos Aires, adoptó el 19 noviembre 1957 una 
Resolución\} que, sin utilizar el concepto de cuenca, propugna los 
principios de no causar perjuicio, del acuerdo previo a la realiza­
ción de obras, y de intercambio de información. 
14. La 1l~ Conferencia Internacional de Derecho y Administración 
de Aguas (AlDA n), reunida en Caracas en 197610, recomendó a 
los gobiernos que comparten cuencas internacionales, entre otros 
temas: 

Ha. Que procuren el establecimiento de acuerdos que conten­
gan principios básicos comunes de planificación; 

b, El establecimiento de mecanismos de cooperación, entre los 
cuales deberían 'incluirse: (i) la no discriminación en el alcance 
de la solución de los problemas de contaminación y otros aspectos 
dañosos, y además en cuanto al libre acceso a la justicia de todos 
los interesados; (ii) necesidad de intercambio de información en­
tre los Estados interesados, acerca de los proyectos y actividades 
que puedan causar contaminación u otros efectos dañosos en otro 
Estado", 

La recomendación b (i) concierne claramente al problema de la 
polución hídrica transfronteriza, y a la admisión a juicio de sus 
víctimas en los países donde el daño es causado. 

·Op. ci t. en nota 7. (PrincipIes ... ), p. 1. 
,oAsociación Internacional de Derecho de Aguas. Annales ]uris Aquarum u. 

(Caracas 1978). Vol, 1, p.ccxeVl, 
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e. Síntesis 

15. De los documentos hasta ahora mencionados surge que por su 
aceptación general; su aplicación voluntaria concreta al menos en 
los casos mencionados, y su recepción por el proyecto del elJ, los 
principios de la Declaración de Montevideo de 1933 que dejé rese­
ñados supra párr. 6, configuran las bases preliminares del derecho 
fluvial internacional latinoamericano. 

Las estipulaciones de los tratados bilaterales celebrados después 
de 1933 no son ley sino entre las partes. Pero la reiteración de al­
gunas de sus estipulaciones les va dando carácter de reglas consue­
tudinarias. Merecen destacarse las muy modernas reglas de protec­
ción ambiental (no circunscritas a los recursos hfdricos) de los tra­
tados argentino-uruguayos sobre los ríos Uruguay y de La Plata, 
recogidas (aunque con cierta vaguedad conceptual) en los .tratados 
muy recientemente suscritos por la Argentina, Brasil y Paraguay. 
El derecho de los tratados, por su contenido y soluciones que adop­
ta, va dejando rápidamente rezagados a los principios muy genera­
les de la Declaración de Montevideo, aunque resoecto de los temas 
que cubren, éstos abrieron camino para el resto del mundo. 

Limitado como ha sido este estudio del ámbito latinoamericano, 
he pasado por alto deliberadamente las elaboraciones gubernamen­
tales y doctrinarias del derecho fluvial internacional extracontinen­
tal. Cabe destacar, sin embargo, que el Principio 21 de la Decla­
ración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano (1972), fue 
anticipado ya en 1970 por los autores de los artículo~ que-la Inter­
national Law Association acaba de adoptar en Belgrado (1980) so­
bre relaciones jurídicas entre los ríos internacionales y el ambiente 
humano. Y que esos mismos principios están vigentes en Latino­
américa (por estipulaciones contractuales entre la Argentina y 
Uruguay) e incluidos en los tratados sobre los ríos de La Plata y 
Uruguayl1. 

16. Resta agregar que un país -Colombia- al sancionar en 197412 

su Código de los Recursos Naturales y de Protección Ambiental, 
incorporó y adoptó por acto legislativo interno unilateral, pero pa­
ra producir efectos extraterritoriales, los principios de información 
y de consulta, el de no causar perjuicio sensible, y el de adminis­
tración coordinada de los recursos hídricos internacionales. 
17. Finalmente, y ciñendo su juicio -que comparto- al ámbito 
de los cinco países de la Cuenca del Plata, el Prof. Julio Barberis 
opina13 que en él son normas de derecho internacional positivo vi­
gentes las siguientes:· 

"Ver mi op. cit. en nota 1, pp. 145 Y 151. 
12Ver mi Derecho, política y administración ambientalcs. (Bs. Aires 1978). 

cd. Depalma[. p. 324. 
'"Julio Barberis. El aprovechamiento industrial y agrlcola de los dos de la 

Cuenca del Plata y el del'echo internacional en "Derecho de la integración" 
NI¡. 16 (julio 1974). p. 59, ed. INTAL. . 
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a. obligación de no causar perjuicio sensible a otro Estado con 
el manejo de las aguas de un río internacional, la que incluye la 
de no contaminarlas; 

b. el derecho de cada Estado al uso equitativo y razonable de 
las aguas, el que incluye su aprovechamiento hidroeléctrico; 

c. obligación de informar previa y oportunamente a los Estados 
ribereños los proyectos de obras o trabajos hidráulicos a realizar. 

d. La obligación de intercambiar información hidrometeoro­
lógica. 

IlI. REGIMEN JURIDICO 
DE LAS OBRAS HIDRAULICAS PLURINACIONALES 

EN AMERICA LATINA 

18. Algunos de los tratados latinoamericanos que han quedado 
mencionados no se refieren a obras hidráulicas, sino al manejo y 
planeamiento del desarrollo global de cuencas determinadas, o de 
todos los ríos limítrofes entre dos o más países: los de México con 
Guatemala y EE.UU., Argentina y Chile, los de Brasilia sobre las 
Cuencas del Plata y Amazónica. Tales tratados han creado orga­
nismos con personalidad jurídica internacional para atender a 
dichos asuntos: Comisiones Internacionales de Límites y Aguas, de 
México con los EE.UU. y de México con Guatemala; Conferencia 
de Cancilleres y Comité Intergubernamental Coordinador de los 
Países de la Cuenca del Plata (CIC); la Comisión Administradora 
del río Uruguay (CARU, Argentina-Uruguay); la Comisión Admi­
nistradora del río de la Plata (Argentina-Uruguay); la Comisión 
Técnica Mixta del Frente Marítimo del río de la Plata (Argentina­
Uruguay); la Comisión para el Lago Güija entre El Salvador y 
Guatemala. La Comisión Técnica Mixta de Recursos Hídricos 
Argentino-Chilena no es propiamente una persona jurídica interna­
cional, ni es de funcionamiento permanente. 

19. En cuanto a organismos bi o plurinacionales creados por 
gobiernos latinoamericanos y responsabilizados de estudiar, proyec­
tar o manejar obras hidráulicas, la nómina ya es larga, y crece, lo 
que es buena señal, porque evidencia actividad integradora. In­
cluye la Comisión Internacional de Límites y Aguas México-EE.uu., 
Itaipú-Binacional (Brasil, Paraguay), Comisión Técnica Mixta 
Argentino-Paraguaya del Río Paran á (COMIP, Argentina-Paraguay), 
Bmacional Yacyretá (EBY, Argentina-Paraguay), Comisión Técnica 
Mixta del Salto Grande (CTM, Argentina-Uruguay), Comisión Mixta 
para el Proyecto Binacional Puyango-Tumbes (Ecuador-Perú), Co­
misión Coordinadora de Agua y Energía Eléctrica y Electrobras 
(Argentina-Brasil) para obras en el río Uruguay. Cabe mencionar 
también el caso de una obra nacional paraguaya (Acaray, sobre 
el río homónimo, tributario del Paran á y del sistema del Plata) : 
fue construida en virtud de un convenio bilateral de asistencia 
técnico-financiera entre Brasil y Paraguay; y que desde dicha obra 
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Paraguay ha estado vendiendo electricidad a la Argentina (ciudad 
de Posadas, :provincia deMisiones) . 

20. Sobre el tema del régimen jurídico de tales organismos no he 
de ahondar, porque ha sido asignado a otros distinguidos exposi­
tores en estas Jornadas, y porque hay sobre él abundante literatura14• 

Es oportuno, sin embargo, destacar que la explotación de obras 
hidráulicas internacionales se ha hecho hasta ahora en América 
Latina exclusivamente a través de organismos binacionales guberna­
mentales, que las más de las veces suman a los poderes políticos y 
de administración de los recursos hídricos las actividades de tipo 
empresarial de generar y vender electricidad, manejar esclusas y 
canales de navegación, o suministrar agua para riego u otros usos. 
No ha tenido todavía acogida en América Latina el régimen usado 
por Austria, Suiza y sus vecinos, de otorgamiento de concesiones de 
tipo empresarial, a empresas (públicas, privadas o mixtas) para 
que éstas -sin ejercer poder político o administrativo alguno- se 
limiten a construir obras hidráulicas, manejarlas y prestar servicios 
con ellas. Es útil citar entre tales casos, porque constituyen mode­
los cuya adopción merece reflexionar, a los de la página siguiente. 

El régimen adoptado en los casos que dejo mencionados distin­
gue y separa el ejercicio de los dos tipos de funciones antes mencio­
nados, que son de diferente índole y que, en mi opinión, no con­
vine reunir en un mismo organismo: lás político:ádministrativas 
y las empresariales. El sistema de concesión permite a los gobiernos 
retener el ejercicio de las facultades político-administrativas y de­
legar el de lasque no lo son (empresariales). Y también, según 
sea 1a filosofía política de cada gobierno, aplicar o no el principio 
de la subsidiariedad de la actividad empresarial estatal respecto 
del sector privado. En algunos de 105 ejemplos ofrecidos, la conce­
sión para explotar la misma obra fue otorgada por un gobierno a 
una empresa estatal, y por el otro a una privada. 

21. En cuanto al régimen jurídico de las aguas, los tratados refe­
rentes al lago Titicaca (Bolivia, Perú) y al, de Itaipú (Brasil, Para­
guay) las definen como un condominio entre los estados 'contra­
tantes. En cambio los tratados argentino-chilenos (de 23 de julio 
de 1881 y protocolo del 19 de marzo de 1883, y de 20 de agosto 
de 1888) y de México con EE.UU. declaran Rue cada día ejerce 
dominio exclusivo sobre las aguas y sus lechos sit~s aquende sus lf· 
mites políticos. 

"Ver en op. cit. en nota 5, los trabajos de Carlos Fliger, Félix Pefía, Pierre 
Vellas y Zacarias Sundstrom. Véase también Julio Barberis, Entidades públicas 
multinacionales para obras hidráulicas internacionales en América Latin{l en 
Annales Juris Aquarum Il (Caracas 1976). T. 3, p. 1039; H. T. Adam, Les or­
ganismes internationaux sPécialisés (París 1965-1977). ed. L.O.D.]., 4 vol.; Em­
manuel Libbrecht, Entreprises ti camclere juridiquement international. (Leiden 
1973), ed. Sijthoff; Georges D. Landau, Sorne institutional approaches to the 
integrated development 01 international ,.iver basis, with special reference to 
Latin America. (Washington 1979). ed. mimeo, pp. 20-35. 
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Rlo Nombre de Paises 
la obra signatarios 

Rín Rheinfe1den Alemania-
Suiza 

Ródano La Plaine. Francia-
Pougny- Suiza 
Chaney 

Rín Kembs Francia-
Suiza 

Ródano Chatelot Francia-
Suiza 

Ródano Emosson Francia-
Suiza 

Rin Reno di Lei Italia-
Suiza 

Danubio Spal-Adda Italia· 

Danubio Inn­
Salzach 

Danubio Jochen. 
stéin 

Suiza 

Austria· 
Alemania 
(Baviera) 

Austria-
, Aletriánia 

Fecha del Fecha de Entidad 
tratado concesión concesionaria" 

20 Dic. 90 13 JuI. 94 

4 OCl. 13 9 Abr. 18 

27 Ago. 26 29 Dic. 27 

19 No\'. 30 13 Ocl. 50 

23 Dic. 68 1 Feb. 67 

18 Jun. 49 1 Feb. 56 

27 May. 57 15 Sep. 62 

16 Oet. 50 

J3 Fcb.52 

SA Fuerzas Motrices 
de Chancy-Pougny 
(dom. Suiza, mayo-
ría Suiza), 

SA Fuerzas Motrices 
del Alto Rín (80% 
franceEa, 20% suiza; 
domo Francia)_ 

SA formada cntre 
Sociedad Suiza de 
Electricidad y Trac· 
ción y Electricité de 
Franee SE (50% 
c/u.) . 

Usinas ~idroeléctri-
cas de Emosson SA 
(50% soco privadas 
suizas y 50% Elec-
tricité de Franee 
SE) . 

SA formada entre 
Rhatische Werke für 
Elektrizitat SA (sui-
za) y SA Edison 
(italiana) 80% 'suiza 
y 20% italiana. 

SA Hidroeléctrica 
Austro·Bávara (50% 
cada una), 

Corporación de la 
. Central Eléctrica del 
Danubio - Jochen­
stein. 

"5A: significa sociedad anónima constituida bajQ. la legislaCión nacional civil. 
Dof,!: que la entidad fue constituida bajo las leyes del país indicado y que 
tiene domicilio legal en él. 
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A este respecto, una cuestión de trasfondo semántico suscitó 
controversia1/): se ha afirmado que en los ríos internacionales con­
tiguos, el recurso hidrico y la soberanía son compartidos, y que en 
los ríos sucesivos la soberanía no es compartida y por tanto el re­
curso hídrico tampoco. Esto lo dijo la Declaración de Asunción de 
3 de junio de 197116, hecha por los cinco cancilleres de la Cuenca 
del Plata. Por mi parte sostuve antes de ahoral1 y lo reafirmo aquí, 
que en los ríos internacionales, tanto contiguos como sucesivos, 
tanto ellos como la soberanía son compartidos, y que la Declara­
ción de Asunción, arto 2, viola el principio de congruencia. La 
soberanía absoluta 110 existe en el mundo moderno signado por la 
interdependencia. Ella es siempre autolimitada, además de estarlo 
por la mera presencia de los demás estados. La soberanía es una 
palabra abusada como eslogan en campañas publicitarias (se ha 
llegado a hablar de las soberanías lírica, coreográfica y gastronó· 
mica). Desde que existe méis de uno, individuo o estado, su sobe· 
ranía es limitada por la mera presencia del otro u otros, pues 
ese único ente pierde el poder absoluto de hacer lo que le place. 
Es eso lo que en el campo del derecho fluvial internacional quedó 
irrevocablemente sentado cuando se alcam:ó unanimidad en recha· 
zar la doctrina Harmon. 

22. Respecto de las obras hidráulicas en sí mismas, los. tratados 
entre México y EE.UU., México y Guatemala, Brasil y Paraguay 
(Itaipú) optaron por estipulq,r que cada país retiene el dominio 
exclusivo sobre la parte de las obras sitas en su jurisdicción terri­
torial. En tanto que los tratados referentes al Salto Grande (Argen­
tina, Uruguay) ya Yacyretá (Argentina, Paraguay) definen a cierta 
parte de las obras, que individualizan físicamente (presa, esclusas, 
casa de máquinas) como comunes (condominio), y a otras partes 
(caminos de acceso, líneas de transmisión, etc.) como propias del 
país donde pisan. El ,tratado del río de la Plata (Argentina, Uru­
guay) define franjas costeras (y otras ocupadas por canales de na­
vegación) como de jurisdicción y dominio (sobre el lecho y las 
aguas) exclusivos de cada Gobierno, en tanto que sobre el área re­
manente intermedia entre aquellas estipula dos soluciones simultá­
neas: a) para fines de propiedad del lecho y explotación de los 
recursos naturales adyacentes, traza una línea divisoria convencio­
nal (que no es la media ni la del, thalweg); b) para fines de nave­
gación y pesca estipula sobre las aguas un régimen de soberanía y 
jurisdicción compartidas18• 

23. Los tratados del Salto Grande y Yacyretá recién mencionados, 
no obstante establecer el condominio sobre parte de las obras (las 
presas, esclusas y las casas de máquinas), estipulan que las líneas 

'"Ver mi op. cito en nota 1, p. 20. 
"'Verla en mi op. cit. en nota J, p. 177. 
"Ver mi op. cit. en nota 1, pp. 21-24. 
UVer mi op. cit. en nota 1, pp. 141-146. 
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demarcatorias de los límites políticos previamente convenidos por 
tratados antecedentes, y las soberanías sobre los territorios respecti­
vos, permanecen inalteradas. En mi opinión, esto significa que el 
condominio establecido sobre las obras es únicamente el de derecho 
civil, en tanto que en lo político no existe condominio, sino sobe­
ranía y jurisdicción exclusivas de cada Gobierno. Esta solución, se­
gún los casos, puede ser altamente inconveniente y generar disputas. 
En el caso del Salto Grande, en cuya obra las turbinas generadoras 
y las casas de máquinas están divididas en dos grupos -uno en ca­
da territorio- no parece que puedan presentarse problemas, aun­
que podría haberlo respecto de las esclusas y canales de acceso, que 
sitúan íntegros en territorio de uno solo de los países. Si bien las 
esclusas y canales constituyen un condominio, están ubicados Ínte­
gt-amente en territorio donde uno solo de los Gobiernos ejerce so-
bel'anía. '. 

La situación podríaJlegar a ser más conflictiva en el caso de Ya­
cyretá, donde todas las turbinas y casas de máquinas estarán ínte­
gras en territorio de un solo país, y las esclusas y canales de acceso 
en el otro_ La soberanía exclusiva que cada uno se reservó aquen­
de su límite lleva ínsitos: a) el ejercicio de la jurisdicción política 
y administrativa, b) el ejercicio fáctico del poder de policía. En 
su aplicación concreta, ambos poderes pueden referirse a hechos 
tales, como el control del acceso a las instalaciones; su manejo; el 
proceso y juzgamiento de faltas y delitos comunes; el proceso y juz­
gamiento de· accidentes y de contravenciones a reglamentos admi­
nistrativos que generen responsabilidad civil, o mercantil, o admi­
nistrativa. 

El derecho internacional puede y debe, para casos tales, desarro­
llar instituciones y fórmulas jurídicas que permitan prevenir con­
flictos como los que. he dejado expuestos; instituciones que no son 
nuevas en el derecho gentes. Por ejemplo: el establecimiento del 
condominio político y administrativo sobre el área de las obras, 
que llevaría a que los gobiernos contratantes deleguen el ejercicio 
de sus poderes de policía -y de la fuerza requerida para implemen­
tarlos- a un organismo bi o plurinacional, con autoridad sobre la 
obra. Se parece a tal solución el caso de Berlín Occidental, admi­
nistradoconjuntamente por las potencias aliadas, o el del área fron­
teriza entre ambas Coreas, que se halla bajo la bandera de las Na­
ciones Unidas. Una solución similar a esta última fue propuesta en 
el Bajo Mekong: la cesión en arriendo a muy largo plazo ("leas­
ing") a las Naciones Unidas, del área a ocupar por una gran obra 
hidráulica y 'su lago (de los que se servirían varios países) y el es-
tablecimiento sobre esa área de la autoridad y poder de policía de 
las Naciones Unidas, por delegación de los gobiernos participantes. 
Hay y ha habido, ciertamente, _.otros casos de condominio político y 
administrativo internacional, o de administración conjunta por va­
rios países. 
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24. Otro tema vinculado al régimen jurídico de las obras hidráu. 
licas internacionales es el relativo a la· expropiación de tierras y 
bienes de propiedad privada para su ocupación con las obras hi­
drálicas. particularmente con los lagos que éstas forman. En el ca­
so del Salto Grande, esa fue -estipulada como "obra no común", es 
decir, propia y exclusiva de cada Gobierno, y por tanto el dominio 
civil de las tierras expropiadas fue transferido e inscrito a nombre 
de cada uno de los gobiernos expropian tes. Pero hay otros casos 
en que surgen dudas sobre si las tierras expropiadas deben regis­
trarse a nombre del organismo binacional, cuando se encarga a és­
te consumar las expropiaciones, o cuando es el que suministra los 
fondos para hacerlo. Allí sería más patente que el dominio civil 
puede pertenecer a una persona jurídica (incluso al organismo bina­
ciona1), y el poIftico a otra (el Gobierno en cuyo territorio está el 
bien expropiado). 

IV. LAS CUENCAS ARGENTINO-CHILENAS. SU PORVENIR 

25. Hay ocho cuencas internacionales cuyas aguas nacen en la Ar­
gentina y atravesando el límite político escurren por Chile hasta el 
Océano Pacífíco11l; Son (mencio1]O en cada caso en primer término 
el nombre en la Argentina y después de un guión, el que tienen en 
Chile): 1) Hua-Hum, Lago Lacar-Lago Pirehueico, Hua-Hum, Val­
divia, Calle-Calle; 2) Manso; Lagos Hess, Steffen, Mascardi, Roca. 
Puelo, Epuyén, río Puelo-Manso y PueIo; 3) Futaleufú, Carrileu­
tú; lagos Kruger, Futalaufquén y Clwlíba-Futaleufú, Yelco y lago 
Yelco; 4) Lagos Vintter (~ral. Paz), Encuentro, Engaño Pico-La­
go Palena, Carrenleufú (Concorvado), ríos Palma, Claro, Figueroa; 
5) Arroyo La Galera, Huemules, Sympson-Sympson, Arroyo Hu­
rao, Aysén; 6) Lagos Buenos Aires, Pueyrredón y Posadas, río Ze­
baIlas-Lagos Carrera, Jeinemeni y Cochrane(el río Jeinemeni y 
el lago Posadas son. limítrofes); 7) lagos San Martín y Belgrano y 
río Mayer-Iago O'Higgins y ríos Pascua y Mayer; 8) ríos Vizca· 
chas, Cazador, Don Guíllermo y Claro- lagos Fagnano (limítrofe) 
y Toro, ríos Serrano, Baguales, Don Guillermo y Azopardo. 

En ellas, por tanto, la Argentina es el país arribeño y Chile el 
abajino. Hay otras siete cuencas en donde la situación es la inver­
sa: nacen en Chile (país arribeño) y escurren a través de la Argen­
tina (país abajino) hasta el Océano Atlántico. Ellas son (mencio­
no primero el nombre de Chile y después de un guión el que tienen 
en la Argentina; cuando menciono un solo nombre ~s porque el 
río se llama igual en ambos países): 1) Chico del Sur- Gallegos; 
2) Cullen; 3) San Martín; 4) Chorrillo- Chorrillo, Gama; 5) Car­
men Sylva; 6) Grande; 7) Lago GraL Roca (limítrofe) Lapataia. 

Hay además tres cuenCas cerradas compartidas, que no evacúan 
al mar: 1) río Zapaleri y laguna Tara; 2) varios arroyos de cursos 

"'Ver mi op. cit. en nota 1, pp. 40-41 Y 44. 
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intermitentes que nacen en Chile y terminan en la Argentina en 
la Salina Jama; 3) los saJares limítrofes Incahuasi y Pular. 
26. Este equilibrio de situaciones tiene que mover a ambos go­
biernos a observar una doctrina fluvial internacional equidistante 
de los extremos y respetuosa del principio generalmente aceptado 
de la distribución equitativa de las aguas y de los beneficios de 
ellas derivables. 

Salvo el Hielo Continental Patagónico, los ríos Jeinemeni (tri­
butario del lago Buenós Aires o Carrera), Vizcachas, Encuentro y 
Pico y los lagos Palena - Vintter, Carrera - Buenos Aires, O'Hig­
gins - San Mai:túi, y Fagnano, todos los demás recursos hídricos 
internacionales entre la Argentina y Chile son sucesivos. Los lagos 
a los que ambos países son co-ribereflos integi-an sistemas hídricos 
de curso sucesivo, pues tienen afluentes o emisarios en el otro país20 . 

Los tratados vigentes de 23 julio 1881, 20 agOSto 1888 y ]Q ma­
yo 1883 se limitan a proclamar que cada Gobierno ejerce dominio 
y jurisdícción exclusivos sobre la parte de cada río o lago sito 
aquende la frontera, y no contemplan ni reglan la utilización de 
esas aguas. 
27. De la lectura del Acta de Santiago sobre cuencas hidrológicas, 
de 26 junio 197}21 surge que ella: 

a_ proclama la necesidad de la vigencia de normas de Derecho 
Fluvia.l InlJemacional (cons. n) ; 

b. adopta los princiPios de informa.ción y de consulta previa 
(Arts. 5 y 6). El de información incluye el intercambio de datos 
hidrológicos, meteorológicos y cartográficos (Art. 8). Y la consulta 
previa incluye- la del proyeCto de las obras y .el "plan de su opera­
ci~n (Art. 5) ; 

c. exige el previo acuel'do de partes, en el caso de los ríos con­
tiguos (Art. 3), para construir obras hidráulicas; 

d. proclama el jJrincipio de no causar perjuicio sensible a la 
otra parte en el caso de los ríos sucesivos (Art, 4) ; " 

e. el aprovechamiento de las aguas debe ser coordinado (consi­
derando IV) -y no .unilateral-; equitativo y razonable (Art. 1), 
tal cual lo proclaman las Reglas de Helsinki; 

f. contempla expresamente la protección de los l'ecursos vivos 
(cons. m) (peces "y algas y alude específicamente a la contamina­
ción (cons. IV y Art. 2); 

g. incluye a los otros recursos naturales conexos existentes en 
la" cuenca de que se trate, que el Acta llama "recursos ecológicos" 
(Art." 2) , 

"'Ver mi op. cito en Ilota 1, p. 107. 
2I.Ver mi op. cit. en nota l. p. 108. Ver también Hugo Maticllo, Las num­

cas hidrogl"áficas comunes con Chile. Aspectos jurídicos e institucionales, en 
Asociación para la Protección del Ambiente, Las Jornadas Argentinas de Del"e, 
cho y Administraci6n Ambientales - Documento de trabajo, (Bs. Aires 1974). 
pp. 321-334. 
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28. En aplicación del Acta de Santiago, una Comisión Técnica 
Mixta de Recursos Hídricos fue establecida con las siguientes res­
ponsabilidades: 

Ha) recopilar, procesar y evaluar la información existente so­
bre los recursos hidrológicos internacionales y disponer su amplia­
ción cuando se estime necesario; 

b) presentar un plan general de utilización para cada recursO 
hidrológico internacional, considerando su aprovechamiento ópti­
mo y equitativo. La Comisión recomendará, asimismo, las priori­
dades para la elaboración de estos planes; 

c) recomendar la realización, conjunta o coordinada, de obras 
de utilización de dichos recursos, de acuerdo a los planes señalados 
en el ítem b; 

d) la Comisión podrá solicitar la colaboración de los organis­
mos pertinentes de cada país". 

~a Comisión celebró varias reuniones técnicas de trabajo. Es de 
esperar -y hago votos por que así ocurra- que reanude e intensi­
fique las tareas que hasta ahora desarrolló sin tropiezos ni des­
acuerdos. 
29. De las cuencas compartidas, el pequeño río Jeinemeni es usa­
do para riego por ambos países, en muy pequeña escala. Algunos 
de los lagos (Buenos Aires) han sido usados para evacuar hacia 
puertos atlánticos producción mineral chilena aledaña, cuya salida 
al Pacífico no sería económicamente factible por motivos geográfi­
cos. Tal uso de esas aguas debería continuar si hubiere productos 
a transportar. En el río Futaleufú la Argentina construyó íntegra­
mente en su territorio, y explota, una obra hidroeléctrica cuyos 
planos fueron oportunamente puestos en conocimiento de Chile 
-conforme a los principios de la Declaración de Montevideo de 
1933- y fueron asentidos por su Gobiern022 • Sobre las demás cuen­
cas de la parte continental (excluyendo la isla de Tierra del Fue­
go) poco es lo que ambos gobiernos saben. Los aportes pluviales 
que ellas reciben parecen ser mayores en territorio chileno que en 
el argentino. Ellas son susceptibles de usos que aún no han sido 
suficientemente estudiados. Algunos de tales usos podrían hacerse 
mediante la derivación de una parte de las aguas para su utilización 
en territorio argentino. El potencial hidroeléctrico de algunas de 
ellas, particularmente por las pendientes existentes en Chile, pare­
ce ser considerable. Como parece también difícil que la electrici­
dad generable pueda tener aplicación en el territorio chileno aleda­
ño, por razones puramente geográficas. Pero si hubiera voluntad. 
política en ambos gobiernos -y hago votos porque ella sea logra­
da- nada obstaría a que ese potencial hidroeléctrico sea desarrolla­
do, y a que en la medida en que lo fuere en territorio chileno, con 
reCUrsos naturales (pendiente yaguas) chilenos, esa electricidad 

=Ver mi op. cit. en nota 1, p. llO .. 
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fuese transmitida a la Argentina, y a que la Argentina compensase 
a Chile el saldo neto de los valores que así reCibiese. Esto podría 
hacerse, bien sea entregando la Argentina a Chile valores equiva­
lentes en electricidad en otros puntos más al norte en la frontera, 
donde Chile pudiese físicamente utilizarlo, o entregándole gas, o 
petróleo, o dei-Ívados de éste, en cantidades equivalentes en calo­
rías. Potencialmente a Chile podrían sobrade quilovatios y a la Ar­
gentina hidrocarburos. ¿Por qué no canjear sus excedentes en re­
cíproco beneficio? 
. Percibo que cuanto acabo de ex'poner requiere largos y profun­

dos estudios que demuestren su factibilidad técnica y económica 
antes de poder considerarlo como una idea exequible. Pero si así 
resultare, ¿qué cosa mejor podrían hacer ambos gobiernos en bene­
ficio de la prosperidad común de ambos pueblos? Que por la his­
tórica acción mancomunada de sus armas en el pasado, su común 
raíz cultural,. y sus tradiciones, ante Dios, aunque a veces desaveni­
do,s, son hermanos. 
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LAS EXPERIENCIAS ]URIDICAS DERIVADAS 
DE ORGANISMOS BINACIONALES O MULTI­

NACIONALES DE ADMINISTRACION DE 
PROYECTOS O SISTEMAS CONJUNTOS, COMO 

ES EL CASO DE LA COMISION DEL RIO 
DE LA PLATA, ENTRE OTROS 

Julio César LuPinacci 

l. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

Dentro de los organismos binacionales o multinacionales de, admi­
nistración de proyectos o sistemas conjuntos, las Comisiones fluvia­
les constituyen algunos de los ejemplos más característicos. 

La administración de un río internacional suscita numerosos pro­
blemas derivados de su múltiple utilización, especialmente por los 
ribereños, pero también por los terceros Estados, ya sea como vía 
navegable, sobre todo si ha sido abierto a la libertad de navegación, 
ya desde el punto de vista de la exploración, explotación y conser­
vación de los recursos naturales, del ejercicio de las jurisdicciones, 
de la protección del medio acuático, de la seguridad, de la realiza­
ción de obras, incluyendo especialmente las de generación de ener­
gía, del uso para fines industriales o agrícolas, etC. 

La adecuada solución de muchos de esos problemas requiere 
una acción coordinada o conjunta entre los ribereños, especia!men­
te cuando el río es fronterizo o contiguo, e incluso también entre 
los ribereños de una misma cuenca hidrográfica. 

El uso cada vez más diversificado de los ríos internacionales, el 
aprovechamiento integral de ese recurso, ha determinado la crea­
ción, en número creciente, de comisiones internacionales de admi­
nistración fluvial, ya sea para atender alguno, algunos o todos los 
aspectos relativos a su utilización, de común interés para varios Es­
tados. 

Precisamente, estas comisiones, en sus orígenes, atendían funda~ 
mentalmente los intereses de la navegación y funcionaron general­
mente en Europa, donde ya a principios del siglo XIX hay conven­
ciones relativas a esta cuestión, como el Convenio de Maguncia de 
1831, que creó la Comisión Central del Rhin, mantenida por la 
Convención de Mannheim de 1868 y modificada, a su vez, por la de 
Estrasburgo de 1963, o la Comisión Europea del Danubio, creada 
por el Tratado de París de 1856 y que fue objeto de varios trata­
dos posteriores durante el siglo pasado y este siglo, hasta la revi­
sión de su Estatuto por la Conferencia de Belgrado de 1948. Pero 
desde comienzos del siglo xx se concretan una serie de acuerdos 
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tendientes a regular otros aspectos dd aprovechamiento de los ríos 
internacionales y la ejecución de obras relacionadas con ese aprove­
chamiento, estableciéndose organismos de distintos tipos y cometi­
dos, de carácter global o específico, en diferentes partes del mundo. 

De ahí la importancia de esas comisiones como ejemplos carac­
terísticos de organismos bi o multinacionales de administración de 
proyectos o sistemas conjuntos.· 

En América Latina, estas comisiones fueron casi ignoradas du­
rante el siglo pasado, según lo señala el autoi- mexicano Sosa Ro­
dríguez, pero posteriormente esta práctica se ha extendido mucho, 
por lo que, como observan Calixto Armas Barea y Frida Pfirter de 
Armas!, resulta anacrónica la afirmación de Charles Rousseau de 
que el sistema de Comisiones fluviales era desconocido en nuestro 
Continente ("Derecho Internacional . Público", trad. F_ Giménez 
Artignes, Barcelona 1957, p. 390). 

Particularmente, entre Uruguay y Argentina se han constituido 
varias comisiones con cometidos relativos a materias de administra­
ción fluvial, como, por ejemplo, la Comisión Técnica Mixta de 
Salto G¡;ande, creada por el Convenio sobre Aprovechamiento hi­
droeléctrico del río Uruguay, de 30 de diciembre de 1946, que tie­
ne a su cargo "todos los asuntos referentes a la utilización, represa­
miento y derivación de las aguas del río Uruguay". La Comisión 
Administradora del Río de la Plata, instituida por el Tratado del 
Río de la Plata y su Frente Maritimo de 19 de noviembre de 1973, 
que también· inst¡tuyó la Comisión Técnica-Mixta del Frente Ma­
rítimo; y la ComisiÓn Administradora del Río Uruguay, creada por 
el Estatuto del Río Uruguay, de 26 de febrero de 1975. Estas tres 
últimas Comisiones se tomarán como casos básicos a los efectos de 
este estudio, siendo las Comisiones Administradoras del Río de la 
Plata y del Río Uruguay típicos organismos binacionales de coor­
dinación del ejercicio de los derechos de los dos ribereños y de ad­
ministración de sus intereses comunes en los ríos respectivos. 

Las funciones de estas Comisiones están reguladas por sus co-
rrespondÍ<!ntes Estatutos. . 

Refiriéndose a la Comisión Administradora del Río de la Plata 
(CARP) -y lo mismo podría decirse de la Comisión Administradora 
del Río Uruguay (CARU) - expresa Alfredo H. Rizzo Romano2 que, 
salvo -quizás- las Comisiones Internacionales del Oder y del Rhin 
y Europea del Danubio, no existe caso de reglamentación más mi­
nuciosa como el que se desprende del Tratado del Río de la Plata 
y su Frente Marítimo y del Estatuto de la referida Comisión, con 
respecto al régimen total de un río internacional. 

'''Ensayo de sistemática para encarar el estudio de la imperatividad y eje­
cutoriedad de ras resoluciones de los organismos fluviales internacionales", tra­
bajo presentado en las Primeras Jornadas Rioplatenses de Derecho Internacio­
nal. (Montevideo, octubre de 1978), 

. '''EI Estatuto Jurídico del Río de la Plata",p, 1086" artículo publicado en 
"La .r.,ey", p'p. 2:9., Buenos Aires, 27 de diciembre de 1973. 
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2. PERSONALIDAD JURfDICA 

Un elemento a considerar previamente en el estudio de este tema 
es el de la personalidad jurídica internacional de estos organismos. 

Las características de las experiencias jurídicas que puedan deri­
varse de cada uno de ellos dependen de que constituya simplemen­
te un órgano común a los Estados que lo forman como un m,ecanis­
mo de cooperación entre los mismos, sin una voluntad pn;>pia, o 
que sea un sujeto nuevo y diferente de los Estados, que lo crean e 
integran, con una voluntad propia y Jurídicamente distinta de las 
voluntades de sus miembros. 

En el primer caso, las experiencias jurídicas que surjan de la ac­
tividad de estos organismos serían muy limitadas y específicas, y 
meramente circunscri tas a la coordinación y a la recomendación. 

En el segundo caso, se puede dar un interesante desarrollo de la 
actividad jurídica de estos orgánismos como sujetos d~ Derecho In­
ternacional, capaces de adoptar un dJ~recho interno de la misma 
organización, de contratar, de celebrar acuerdos de carácter inter­
nacional, de tomar decisiones o dictar normas de aplicación en las 
áreas jurisdiccionales de los Estados Partes; etc. El alcance y varie­
dad de estas competencias dependen básicamente del respectivo 
Estatuto, y la práctica internacional ofrece un amplio espectro, des­
de organismos con poderes restringidos y muy simples o especializa­
dos -a veces con un carácter puramente operativo- hasta los que 
tienen poderes muy vastos y complejos. 

De todos modos, y sin entrar en mayores consideraciones en el 
tema para no excedernos de los límites de este trabajo, debe tener· 
se presente que no es necesario que el tratado que crea el organis­
mo o el estatuto de éste establezcan que él tiene personalidad ju­
rídica, es decir, que es sujeto de Derecho Internacional. 

En la opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia 
sobre "Reparación por daños sufridos en servicio de las Naciones 
Unidas" se propone un criterio general para determinar si una en­
tidad tiene personalidad jurídica internacional, que consiste en ver 
si, conforme a su Carta constitutiva, posee, respecto de sus miem. 
bros, ciertos derechos y, al mismo tiempo, la calidad necesaria pa­
ra reclamar su respeto, es decir, si puede hacer valer por si misma 
obligaciones que incumban a sus miembros3 • 

Sin embargo, como observa Seyersted4 , ni siquiera es necesario 
que haya un tratado creando el organismo -por más que la gran 
mayoría de estos organismos son establecidos por convenios inter­
nacionales- pues existen bastantes ejemplos de organizaciones in­
tergubernamentales instauradas en cumplimiento de meras resolu­
ciones adoptadas por conferencias internacionales. 

'Véase Eduardo ]iménez de Aréchaga. Curso de Derecho Internacional Púo 
blico. Tomo 1, Centro de Estudiantes de Derecho. Montevideo, 1959, p. 272. 

<Finn Seyersted, "Objective Intemational Personality of Intergovernmental 
Ol'ganisations", Copenhagen, 1963, pp. 48 Y ss. 

83 



Los COMPLEJOS .DE OBRAS PÚBLICAS BINACIONALES ••• I F. O!Tego y ]. lrigoin 

En definitiva, para saber si determinado organismo está revesti­
do de personalidad jurídica internacional, se deberá verificar la 
existencia de ciertos caracteres objetivos que generalmente se en­
cuentran definidos en las Cartas constitutivas, aunque no necesaria­
mente, como se acaoa de señalar. 

Para que el organismo o la organización internacional sea un 
sujeto de Derecho Internacional, se requiere fundamentalmente 
que tenga órganos propios, que no están sujetos a la autoridad de 
ningún Estado u otra comunidad organizada (si bien su voluntad 
se forma con la concurrencia de las voluntades de los Estados 
miembros, expresadas a través de sus representantes en esos órga­
nos) y con funciones o tareas definidas. 

Esto se vincula con la cuestión de los poderes implícitos. Como 
dice SeyerstedÓ, las organizaciones intergubernamentales tienen una 
capacidad jurídica inherente para realizar cualquier acto "sobera­
no" que están en posición práctica de realizar. Este autor recuer­
da que dichas organizaciones cumplen, a menudo, actividades que 
no están previstas en sus cartas constitutivas, tales como incluir 
tratados, ejercer el jus legationis activo y pasivo, convocar confe­
rencias diplomáticas, es decir, de representantes plenipotenciarios 
de Estado, presentar reclamaciones y formular protestas ante Esta­
dos, acordar procedimientos de solución pacífica de diferendos con 
Estados u otras organizaciones internacionales, etc. 

No obstante, la Corte Internacional de Justicia, en la opinión 
consultiva mencionada ut·supra, señaló que la personalidad jurídi­
Ca reconocida a los organismos internacionales no tiene el mismo 
alcance de la reconocida a los Estados, de conformidad con el De­
recho Internacional, ya- que mientras estos últimos poseen, en su 
totalidad, los ·derechos y deberes internacionales, en aquéllos esos 
derechos y deberes dependen "de sus fines y funciones, enunciados 
o impHcitos en sus documentos constitutivos y desarrollados en la 
práctica"6. _ 

]iménez de Aréchaga señala, al respecto, que se aplica el princi­
pio de la "canalizacióu" o "especialización de la personería jurídi. 
ca", o sea que la personalidad existe sólo para aquellos actos que 
los organismos internacionales están expresa o implícitamente fa· 
cultados a realizar conforme a su Carta y al desarrollo que se ha 
hecho de ella en la práctica. Estimamos que este último aspecto 
puede adquirir particular importancia en casos como el que noS 
ocupa de las comisiones fluviales internacionales. 

Finalmente, de la opinión c.onsultiva de la Corte se infiere que 
puede haber grados en el alcance o amplitud de la personalidad 
jurídica internacional de las entidades intergubernamentales y to­
das ellas ser, sin embargo, sujetos de Derecho Internacional. Así, 
resulta obvia la diferencia, en cuanto a la vastedad de sus funciones 
y, en definitiva, en la "medida" de la personalidad jurídica, que 

"lbid, p. 28. 
"l. C. J. Reports, p. 180. 
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existe entre una organización internacional como las Naciones Uni­
das y organismos bi o plurinacionales como las comisiones fluviales. 
Precisamente, estas últimas son mencionadas a título de ejemplo 
por Lauterpacht7 entre los organismos internacionales que poseen 
la calidad de sujetos de Derecho Internacional aun cuando. tengan 
un alcance particular y, por ende, una personería restringida y 
especializada. 

En los casos específicos de las Comisiones Administradoras del 
Río de la Plata y del Río Uruguay así como la Comisión Técnica 
Mixta del Frente Marítimo, los tratados que las crean establecen 
que gozarán de personalidad jurídica para el cumplimiento de sus 
cometidos (Arts. 60 y 81 del Tratado del Río de la Plata y su 
Frente Marítimo y arto 50 del Estatuto del Río Uruguay) . 

A su vez, el Estatuto de la Comisión Administradora del Río 
de la Plata expresa que "la Comisión es un organismo internacio­
nal con la capacidad jurídica necesaria para el cumplimiento de 
sus cometidos específicos", (Art. 29) y los Estatutos de las Comi­
siones Técnica Mixta del Frente Marítimo y Administradora del 
Río Uruguay contienen disposiciones idénticas. 

Parece clara, en estos casos, la afiliación al principio de la espe­
cialización. 

Cabe recordar que también el Tratado de Cooperación para el 
Aprovechamiento de los Recursos Naturales y Desarrollo de la 
Cuenca de la Laguna Merín (Tratado de la Cuenca de la Laguna 
Merín) de 7 de julio de 1977 entre Uruguay y Brasil, establece una 
disposición de igual tenor (Art. 69) en relación con la Comisión 
Mixta Uruguayo-Brasileña para el desarrollo. de la Cuenca de la 
Laguna Medn (CLM). 

En cambio, el Convenio de 1946 entre Uruguay y Argentina 
sobre Salto Grande, que crea la Comisión Técnica Mixta, guarda 
silencio respecto a la personería jurídica de ésta, aunque le asigna 
una serie de funciones que sólo puede ejercer si tiene capacidad, 
jurídica propia. 

Por otra parte, tanto la Comisión Administradora del Río de la 
Plata, la Comisión Técnica Mixta del Frente lVIarítimo y la Comi­
sión Administradora del Río Uruguay como la Comisión Técnica 
Mixta de Salto Grande han suscrito con los Estados respectivos los 
correspondientes Acuerdos de SedeS. 

"Mencionado por Jiménez de Aréchaga, lbid p. 275. 
"El Acuerdo de Sede entre la Comisión Administradora del Río de la Plata 

y el Gobierno de la República Argentina se firmó el 18 de abril de 1977. El 
artículo 19 de este Acuerdo dispone: "La Comisión gozará de personalidad ju­
rídica en el territorio de la República Argentina y tendrá capacidad legal pa­
ra contratar, adquirir muebles e inmuebles y disponer de ellos. 

El Acuerdo de Sede entre la Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo 
y el· Gobierno de la República Oriental del Uruguay fue suscrito el 28 de abril 
de 1977. El artículo 29 de este Acuerdo establece: "La Comisión es un orga­
nismo internacional con la capacidad jurídica necesaria para el cumplimiento 
de sus cometidos específicos. 
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3. TIPOS DE ESTRUCTURA INSTITUCIONAL 

Dentro de la variadá gama de tipos de comisiones fluviales interna­
cionales se pueden hacer alguna,s clasificaciones. 

La naturaleza de estas comisiones varía según su composición y 
sus funciones. 

En cuanto a su composición, hay dos tipos básicos: comisiones 
integradas exclusivamente por ribereños y comisiones integradas por 
representantes de Estados ribereños y no ribereños, en funCÍón, se­
gún se ha aducido, de la importancia del río y la trascendencia de 
su utilización, sobre todo, a los efectos de la navegación. 

Un ejemplo típico de comisión compuesta exclusivamente por ri· 
bereños es el de la Comisión fluvial del Rhin creada por el Convenio 
de Maguncia de 1831 y mantenida por el de Mannheim de 1868. 
En cambio, posteriormente, por las modificaciones de Estrasburgo 
de 1963, la Comisión del Rhin se integró con un no ribereño -el 
Reino Unido- además de los ribereños (República Federal de Ale­
mania, Bélgica, Francia, Holanda y Suiza) . 

Obviamente las referidas Comisiones del Río de la Plata, del 
Frente Marítimo y del Río Uruguay son de este tipo. 

Los ejemplos de comisiones fluviales integradas, también, con no 
ribereños se multiplican después del Tratado de Versailles, en que 
culmina esa tendencia, como ocurrió con las Comisiones del Elba, 
del Oder y del Danubio9 . 

La integración de estos organismos con países no ribereños res­
ponde, generalmente, a razones o intereses de carácter político, de 
modo que se le da entrada en dichos organismos a las grandes po­
tencias de la época, las cuales, por otra parte, tienen, a menudo, 
privilegios como ser un número de votos mayor. , 

La otra dasificación -más importante a los fines de este traba­
jo- atiende a las funciones que cumplen las comisiones fluviales, o 
si se quiere, las facultades que poseen. , , 

Algunas desempeñan funciones de mera coordinación, actuando 
como organismos de consulta o de enlace entre los Estados Miem­
bros, como fue, por ejemplo, la Comisión del Rhin en su o~if?en, 
por el Convenio de Maguncia de 1831. En el caso de esta ComlSlÓn, 

La Comisión goza de personería jurídica en el territorio de la República 
Orient¡lI del Uruguay, y tendrá capacidad legal para contratar, adquirir y dis­
poner a cualquier título bienes muebles o inmuebles. entablar procedimientos 
administrativos o judiciales, así como e,iecutar t.odos los actos o negocios rela­
cionados con el cumplimiento de sus funciones", 

El Acuerdo de Sede entre la Comisión Administradora del Río Uruguay y 
el Gobierno de la Reptíblica Oriental del Uruguay fue firmado el 5 de marzo 
de 1979. El artículo 2Q es de idéntico tenor al del Acuerdo de Sede entre la 
Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo v el Gobierno del Uruguay. 

OLa Convención firmada en la Conferencia de Bclgrado sobre el Danubio en 
1948. acogió )a fórmula "el Danubio para los danubianos", que consagra la po­
sición ~()viética de que sólo debían' tener representación en la Comisión fluvial 
administradora Jos Estados ribereftos. 
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SUs decisiones no tenían validez hasta tanto no fueran aprobadas 
por la mayoría de los Estados miembros. 

En el otro extremo se encuentran aquellas Comisiones dotadas 
dé amplias funciones, algunas de naturaleza cuasi-estatal, con pode­
res de carácter legislativo, jurisdiccional, administrativo y finan­
ciero. Es el ejemplo típico de la Comisión Europea del Danubio, 
cuando era un organismo integrado no sólo por los ribereños sino 
también por grandes potencias no ribereñas como Estados Unidos, 
Francia y Reino Unido, con facultades de regulaCión de la navega­
ción y de policía fluvial en el Danubio Marítimo. La Comisión 
podía dictar reglamentos directamente aplicables a los particuraies 
-obsérvese la importancia de esto- así como fijar tasas y cobrarlas, 
enarbolar su propia bandera porque tenía, además, su propia floti­
lla de barcos, y aplicar sanciones, todo ello con completa indepert. 
dencia de la autoridad territorial, como decía el Acta del Congreso 
de Berlín de 1878 en su artículo 5310• < < < 

Ante estas características algunos autores como Holtzendorff han 
llamado a la Comisión "Estado f1uvial"ll, denominación en laque 
coincide Azcárraga12• < < 

Por su parte el profesor Alfredo Eisenberg 'ra califica como una 
especie de servicio público internacional "sui géneris". < 

Es interesante señalar que la nueva' Comisión del Danúbio sur­
gida de la Conferencia de Belgrado de 1948, ha perdido muchas 
de esas atribuciones, quedando como un organismo 'de cooperación 
y de carácter arbitral. < < 

Naturalmente, la estructura institúcional de estos organismos 
varía en función de las atribuciones que poseen, adecuándose a la 
naturaleza y' alcance de las mismas. ' .. 

A mayores y más amplias atribuciones corresponderá una estruc­
tura institucional más desarrollada, diferenciada y. coniplejá, con 
más ricas experiencias jurídicas derivadas de su' funcionamiento. 

En base a un estudio realizado por un grupo de expertos de 
Naciones Unidas13 se puede hacer la siguiente clasificación de los 
principales tipos de estructura posibles: a) coordinación simple, 
consistente en un órgano único dotado solamente de personal di­
plomático, de nivel más bien alto, con facultades de recomendación 
de políticas y elaboración de normas y de coordinación de activi­
dades emprendidas separadamente por las respectivas instituciones 
nacionales, públicas y privadas; 

b) coordinación compleja, con órganos diferenciados que enca­
ran diferentes cometidos propios, en función de los diversos usos o 

lOVéase Jiméncl de Aréchaga, Ibid p. 51I. 
,l1Mencionado por Jiménez de Aréchaga, Ibid. p. 511. 
"'Azcárraga José Luis: "El aprovechamiento de los ríos internacionales", pu­

blicaciones de la Rcal Sociedad Geográfica, Serie Jl NQ 453, Imprcnta Aguirre, 
1966, p. 16. 

""Ordenación de los recursos hidráulicos internacionales: aspectos institucio" 
nales y jurídicos", sTjESAj5 Nueva York, 1975, pp. 65·73, extraído de Calixto 
Armas Barea y Frida Pfirter de Armas, op, cit. pp. 2 Y 3. 
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proyectos del sistema (planificación, explotación de recursos, cons­
trucción de obras, etc.) ; 

c) mecanismos de dos niveles, consistentes en una comisión de 
alto nivel, con funciones de planificación y coordinación de políticas 
y uno o varios grupos a nivel de expertos con funciones de estudio, 
asesoramiento técnico y recomendación de posibilidades y, además, 
personál auxiliar; 

d) organización centralizada compuesta, con una comisión mix­
ta de alto nivel, con poderes de decisión, una Secretaría administra­
tiva y, a veces, una Secretaría Técnica u órganos subsidiarios o de­
pendencias de carácter técnico, operativo y administrativo, perso· 
nal auxiliar y posibles secciones nacionales; 

e) ótras posibles estructuras, de muy diverso tipo, que pueden 
ser empresas intergubernamentales., sociedades públicas y privadas, 
en algunos casos con participación de personas o entidades directa­
mente interesadas, como ser los usuarios, etc. 

Esta clasificación tiene en cuenta el mayor o menor grado de 
subordinación o autonomía del organismo respecto de los Estados 
miembros. 

La estructura institucional puede, a su vez, ser más o menos fle­
xible, de acuerdo con lo que dispone el Tratado constitutivo, en 
la medida que éste prevea la estructura básica y permita la crea­
ción o modificación de otros órganos o mecanismos subsidiarios o 
complementarios, por acuerdos de forma simplificada, 

Las Comisiones Administradoras del Río de la Plata, Técnica 
Mixta del Frente Marítimo y Administradora del Río Uruguay 
pueden ser clasificadas como organismos de los caracterizados en el 
literal d) y con estructura institucional bastante flexible. 

En efecto, se trata de Comisiones integradas por igual número 
(cinco) de delegados de los dos Estados Partes (Uruguay y Argen­
tina) que, en general, se extraen de altas jerarquías civiles y mili­
tares o son funcionarios técnicos de gran nivel. Estos tres organis­
mos, con poca diferencia en cuanto a la amplitud de sus cometi­
dos, pero variando éstos en función de los distintos fines persegui­
dos, tienen, conforme a los respectivos tratados que los crean, una 
estructura flexible, ya que en dichos ,tratados se prevé, además de 
la Comisión a alto nivel, la existencia de una Secretaría y la. facul­
tad de que la Comisión constituya los órganos técnicos que estime 
necesarios. Por tanto, queda al Estatuto de cada Comisión el esta­
blecimiento de las normas relativas a la estructura completa, el 
funcionamiento, recursos y otros aspectos, incluyendo inmunida­
des y privilegios. Dicho estatuto entra en vigor por simple cambio 
de notas. 

Los Estatutos- respectivos establecieron dos Secretarías, una Ad­
ministrativa y·una Técnica. Cada una de ellas cumple los cometi­
dos que les son propios, con una amplia asignación de los mismos 
en cuanto se expresa al final de la enumeración -que, por tanto, 
no es taxativa-, "cumplir los demás cometidos que le asigne la Co­
misión", 
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Con respecto al funcionamiento de cada Comisión, interesa 
señalar que, en cuanto al régimen de votación, se sigue el criterio 
del voto por delegación. Cuando se negociaron estos instrumen­
tos, se discutió si el voto debía ser por delegación o si debía votar­
se por mayoría de delegados. Predominó en definitiva, el criterio, 
políticamente más sensato, de que cada delegación tenga un voto, 
cualquiera sea el número de delegados presentes por cada delega­
ción, dentro, por supuesto, del quórum establecido. De esta ma­
nera, al tener cada delegación un voto, se asegura el carácter es­
trictamente intergubernamental de estas Comisiones .. 

Debe señalarse, también, que funcionan permanentemente e in­
forman a las Partes sobre el desarrollo de sus actividades, por lo 
menos una vez al año, dirigiendo sus comunicaciones a través de 
los respectivos Ministerios de Relaciones Exteriores, sin perjuicio 
de recabar directamente, de los distintos organismos públicos y pri­
vados de ambas Partes, las informaciones necesarias para el cumpli­
miento de sus cometidos14 . 

En resumen, las bases y principios fundamentales sobre las cua­
les están estructuradas y funcionan estas Comisiones son los si­
guientes: 

a) Personalidad jurídica necesaria para el cumplimiento de sus 
cometidos específícos, asignándole las Partes los recursos y facilida­
des indispensables para su funcionamiento. 

En cuanto a la personalidad jurídica debe entenderse tanto en 
el orden internacional como en el orden interno de las Partes; 

b) Integración paritaria; 
c) Carácter estrictamente intergubernamental, con régimen ,de 

votación de un voto por delegación y régimen de informes periódi-
cos a los Gobiernos; . 

d) Funcionamiento permanente; . 
e) Estructura flexible, que posibilita adecuar el funcionamién­

to de la Comisión a los requerimientos de una administración 
~ly~ciffi~. \ 

4. CLASIFICACIÓN DE FUNCIONES 

El mayor o menor grado de autonomía del organismo está dire~ia­
mente relacionado con las funciones asignadas, normalmente, por 
su tratado constitutivo o por su estatuto y, en algunos casos, por 
la práctica ulterior. 

El análisis del alcance y la naturaleza de esas funciones resulta 
muy importante si tenemos en cuenta que de una estructura insti­
tucional autónoma, más desarrollada, diferenciada y completa, tle­
rivan experiencias jurídicas más relevantes y más variadas. 

"'Arts. 61 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo; 52 del Esta­
tuto del Río Uruguay: 5, 6 Y 7 del Estatuto de la Comisión Administradora 
del Río de la Plata; 5, 6 Y 7 del Estatuto de la ComisiÓn Técnico Mixta del 
Frente Marítimo, y 4 • .5 Y 6 del Estatuto de la Comisión Administradora del 
Río Uruguay. 
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Un factor fundamental a considerar al respecto, es el de los fi­
nes u objetivos perseguidos.' 

Los fines pueden 'ser a térnlino, cuando se refieren a la ejecu­
ción de una obra determinada y se ágotan con su culminación 
(por ej., la construcción de' una presa) o ser permanentes, cuan­

do se mantienen indefinidamente en el tiempo (por ej., la admi­
nistración' de un aprovechamiento del río o la protección del me-
dio acuático) . " , 

Los fines pueden ser, también, específicos, referidos a un deter­
minado tipo de apróvechamiento o de 'obra, o tener un carácter 
general o global, referidos a la administraéión o la coordinación 
de una multiplicidad o de la totalidad de los intereses comunes 
de las partes.' . . 

Éste factór tiene particular importancia en 10 que se relaciona 
con la interpretación de los textos y él aesarrollo de prácticas ul­
teriores en el funcionamiento de las comisiones fluviales. 

Las tres comisiones que se han tomado como ejemplos básicos 
tienen fines permanentes. 
, La CARP y la CARU, por, otro lado, tienen fines de carácter global 

o casi global, mientras que la Comisión Técnica Mixta del Fren­
te Marítimo abarca un aba'nico mM Feduéído 'de objetivos, que el 
mismo 'Tratado delRfó de la Plata y 'su Frente Marítimo fija en 
su artículo 8015 • ' ", . 

La propia' noménclatura marca la' diferencia. Precisamente la 
calificación de comisiones "administradoras" i-esponde a la multi­
plicidad de sus fines y a la naturaleza de las funciones asignadas . 
.. ~or ott:a parte, J?o sólo debe tenerse en cuenta la naturaleza' si­

no tartfbién el 'alcance de las fundoiles en el sentido del ámbito 
de vigencia, sea que se ejerzan en el ámbito interno de la comisión 
o fuera de él, .proyectándose al áillbito jurisdiccional de los Esta­
dos Partes, vinculando, a éstos o aplicándose a individuos que se 
encuentran en su territorio, o aún proyectándose a terceros Estados. 

No vamos a intentar una clasificación general de funciones de 
las comisiones fluviales internacionales, sino más bien, ciñéndonos 
a los límites del trabajo, hacer una clasificación de las funciones 
de las comisiones aludidas ut-supra. 

J:;orresponde formular una precisión previa. 
No es pertinente ajustarse aquí a una clasificación de funciones 

que se identifique con las que caracteriza la actividad estatal. Se 
trata de entidades esencialmente diferentes, por más que, desde 
luego, haya una lógica ,coincidencia en la naturaleza de algunas 
funciones, . 

"Artículo 80; "Las Partes cOllstituyen una Comisión Técnica Mixta, com­
puesta de igual número de delegados por cada Parte, que tendrá por cometido 
la realización de estudios y la adopción y coordinación de planes y medidas 
relativas a la conservación, preservación y racional explotación de los recursos 
vivo! y a la protección del medio marino en la zona de interés común que se 
determina en el articulo 73", 
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Por otra parte, la existencia de varías funciones de distinta na­
turaleza no implica una diferenciación orgánica en la estructura 
institucional de estos organismos, aunque determinen, 'muchas ve­
ces, estructuras más complejas y diferenciadas. 

Entrando a la tipificación de funciones en los términos que se 
acaban de señalar, se encuentran las siguientes: 

a) Funciones nOTm<ltivas. Estas Comisiones tienen la facultad 
de crear normas jurídicas aplicables al ámbito espacial fluvial 
o marítimo previsto en el Tratado constitutívo, que comprende 
aguas bajo la jurisdicción exclusiva de uno y otro Estado miembro 
yaguas en que, si bien se aplica sea la jurisdicción uruguaya o la 
argentina, son de uso común tratándose del Río de la Plata. En el 
Frente Marítimo se estableció una zona común de pesca, (Art. 73), 
dentro de la cual la jurisdicción marítima de cada Estado está de­
limitada por la línea de la equidistancia (Art. 70) J pero a ambos 
lados de ésta los buques de. banderas de las dos Partes pueden pes­
car indistintamente, distribuyéndóse los volúmenes de pesca en ba­
se a criterios establecidos, cuva aplicación concreta corresponde 
justamente a la Comisión Téc~ica Mixta. 

El artículo 54 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Ma­
rítimo establece: "Las Partes acordarán las normas que regularán 
las actividades de pesca en el Río en relación con la conservación 
y preservación de los recursos vivos". Aunque este artículo no 
menciona a la CARP, es necesario interpretarlo en armonía con el 
articulo 66 b) que, refiriéndose a las funciones de dicha Comi­
sión, expresa: "dictar normas reguladoras de la actividad de pesca 
en el Río en relación con la conservación y preservación de los re­
cursos vivos". 

Estamos ante el típico ejercicio de una función reglamentaria 
por parte de la Comisión. Ésta, en efecto, no se reduce a proponer 
a los Estados miembros las normas, sino que las dicta directamen­
te, procedimiento mucho más ágil que, además, evita eventuales 
desajustes en las medidas que adoptara una y otra Parte en una 
materia importante que requiere un enfoque unitario. , , 

A su vez, el artículo 66 b) atribuye a la CARP la función de: 
"establecer el procedimiento a seguir y la información a suminis· 
trar en los casos en que las unidades de una Parte que participen 
en operaciones de búsqueda y rescate ingresen en el territorio de 
la otra o salgan de él". El establecimiento del procedimie'nto a se­
guir en estos casos constituye el ejercicio de una función norma­
tiva. 

En esa misma línea está la disposición del inciso f) del mismo 
artículo, por la cual a la CARP le corresponde "determinar las for­
malidades a cumplir en los casos en que, deba ser introducido, 
transitoriamente, en territorio de la otra Parte" material para la 
ejecución de operaciones de búsqueda y rescate". 

En otro orden de actividades a cargo de la CARP, puede men­
cionarse un ejemplo concreto de ejercicio efectivo oe función nor-
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mativa en la Resolución N9 1 J78, del 11/1 J78, por la cual se dis­
pone que la operación, de embarco y desembarco de barcazas ti­
po "lash" destinada al territorio de una Parte podrá realizarse, 
además de en las zonas de alijo y complementos de carga estable­
cidas por la misma CARP, en los puertos y radas de la otra Parte16, 

Todas estas actividades son de tipo legislativo externo, es decir, 
se proyectan a los Estados miembros en cuyas jurisdicciones se apli­
can, obligando a los Estados mismos en la actividad respectiva, así 
como a los particulares, en su caso. , 

Por otro lado, la Comisión cumple funciones normativas de al­
cance interno. Una de ellas está también prevista en el Tratado: 
en el artículo 62, en efecto, se establece que la CARP dictará su re­
glamento interno. Esta es una función típica que se asigna a estos 
organismos, de la cual se hace mención también en el Estatuto de 
la CARP, (Art.' 41,1 e» . 

La CARP ha aprobado su Reglamento interno así como el Regla­
mento del Personal y se encuentra a estudio un Reglamento de 
compras de suministros. 

También ha, adoptado normas reglamentarias relativas a la ad­
ministración contable de los fondos asignados por las Partes (Re­
solución N9 4/78 que derogó a la NI) 3/78); al régimen de viáti­
cos del personal que se desplaza por razones de servicio, fuera 
del lugar habitual del desempeño de sus funciones (Resolución 
N9 2J78, actualizada por la Resolución NQ 4/80); etc. 

Tratándose de un organismo que actúa aut6nomamente, la Co­
misión tiene facultades explícitas e implícitas para regular su fun­
cionamiento interno. Es lo que constituye, al decir de Verdross17, 

el derecho interno de los organismos internacionales. 
Finalmente, como sujeto de Derecho Internacional, la Comisión 

contribuye a la elaboración de normas internacionales, ejerciendo 
el jus tractatum. y, eventualmente, siguiendo ciertas prácticas que 
integran el derecho consuetudinario. 

Como ejemplo de ejercicio del jus tractatum., la CARP ha celebra­
do un Acuerdo de Sede con la República Argentina. 

El artículo ti4 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Ma­
rítimo dispone, por lo demás, que la CARP "celebrará oportuna­
mente, con ambas Partes, los acuerdos conducentes a precisar los 
privilegios e inmunidades reconocidos por la práctica internacio­
nal a los miembros y personal de la misma". 

, 'OEs interesante señalar que la Resolución NQ 1/78 se dictó en virtud de la 
solicitud presentada por la empresa Delta Line respecto de la modalidad de 
operación de las barcazas tipo "Iash", según lo indica el "visto", por lo cual 
se estimó necesario reglamentar con carácter general y para todos los casos si­
milares este tipo de operación, (n Considerando). 

El artículo 3Q de esta Resolución dispuso que sea comunicada a las Parles 
a efectos del debido conocimiento de Jos interesados. 

'1Verdross A" "Derecho Internacional Público", trad A. Truyol y Sen'a. 6'). 
ed" (Barcelona 1976). 
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Todas estas consideraciones sobre las funciones normativas de 
la CARP son aplicables mutatis mulandis a la CARU y a la Comisión 
Técnica Mixta del Frente Marítimo. 

La primera cumple funciones similares a las de la CARP} pero 
adaptadas a las características propias del Río Uruguay, a las dife­
rentes condiciones, en relación con el Río de la Plata, en que se 
realizan los distintos aprovechamientos y se distribuyen las juris­
dicciones y todas las demás circunstancias que rodean la forma de 
coordinar el ejercicio de los derechos de los dos ribereños y de 
administrar los intereses comunes. 

Así, por ejemplo, corresponde a la CARU dictar, entre otras, las 
normas reglamentarias sobre seguridad de la navegación en el río 
y uso del canal principal, practicaje, prevención de la contamina­
ción, tendido de tuberías y cables subf1uviales o aéreos, además de 
la conservación y preservación de los recursos vivos (Art. 56 a) 
del Estatuto del Río Uruguay) . 

En cumplimiento de estos cometidos, la CARP ha dictado diver­
sas Resoluciones, algunas de las cuales mencionaremos a vía de 
ejemplo. 

Por una de ellas, la NQ 31/79 de 8/11 /79 se dictaron normas 
transitorias para el pasaje de cargas extraordinarias por los puen­
tes, adoptándose el modo operativo y los límites máximos indica­
dos en un estudio realizado por la Secretaría Técnica. 

Por Resolución N<;l 21/80, de 16/7/80, se establecieron disposi­
ciones transitorias para la seguridad de la navegación en las zonas 
de los puentes General 'Artigas y Libertador San Martín. 

Por otra Resolución, la N9 24/80, se adoptaron disposiciones 
transitorias para la seguridad de la navegación en la zona del em­
balse próxima a la presa de Salto Grande, delimitando un área de 
navegación restringida. 

En estas dos últimas Resoluciones se dispuso que ellas fueran 
comunicadas a las Partes a través de los respectivos Ministerios de 
Relaciones Exteriores. 

Otra función normativa propia de esta Comisión, y que tiene 
especial importancia, es la prevista en el literal i) del artículo 56 
del referido Estatuto, que dispone: "Establecer el régimen jurídi. 
co-administrativo de las obras e instalaciones binacionales que se 
realicen y ejercer la administración de las mismas". Esta disposi­
ción, conforme a la norma transitoria del artículo 61, "se aplicará 
a las obras binacionales actualmente en ejecución y cuando así lo 
convengan las Partes por medio de canje de notas u otras formas 
de acuerdo". 

Las obras binacionales a que se refiere la disposición, son el 
complejo hidroeléctrico de Salto Grande y los puentes General 
José de San Martín entre Fray Bentos (ROU) y Puerto Unzué (RA). 

La primera está todavía en ejecución y de ella sigue encargada 
la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. 
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Los dos puentes están terminados y las administraciones de los 
mismos han pasado a la CARU, que por Resolución N9 3/79, de 
18/6/79. estableció que dichas Administraciones serán órganos sub­
sidiarios, de conformidad con el artículo 3Q apartado a) de su Es­
tatuto. 

La CARU ha celebrado también el Acuerdo de Sede con la Re­
pública Oriental del Uruguay y está prácticamente pronto para la 
lirma el Acuerdo sobre Inmunidades y Privilegios con la Repúbli­
ca Argentina. 

Debe observarse con respecto a este último tipo de acuerdo que 
su elaboración, prevista en los respectivos tratados constitutivos, 
sólo se ha materializado en el caso de la CARU por las característi­
cas de las aCtividades que ésta des~irrolla y que exige un perma­
nente desplazamiento a ambos países de miembros y personal de 
la <':omisión. Esto es mucho menos frecuente e, incluso, inusual 
tratándose de la CARP o de la Comisión Técnica Mixta del Fren­
te Marítimo. 

E.!t cuanto a la función normativa de alcance interno, pueden 
mencü»l,e.rse numerosos ejemplos de ejercicio efectivo de esas fun· 
clOnes por la" CARU, tales como su Reglamento interno (aprobado 
por ResolUCIón Ni', 11/79, de 15/8/7'3); Sl;l Reglamento de Perso­
nal (aprobado por Resolución ~(,) lu¡19, de 15/8/79); Manual 
de Viáticos y gastos de viaje (aprobado por Resolución N9 6[79, 
de 14/8/79); sistema para la remuneración del personal (aproba­
do por Resolución NQ 25/80, de 20/i;/80); sistema de compras; 
reglamento para uso de la locomoción, etc. , 

En relación con la Comisión Técnica Mixta del Frente Maríti­
mo, caben también mencionar algunas funciones normativas, siem­
pre teniendo en cuenta ,que no es una Comisión de administra­
CIón fluvial, S1l10 un organismo fundamentalmente técnico que tie­
ne asignadas algunas funciones que exceden ese carácter, si bien 
derivan del mismo. 

La función normativa que especialmente corresponde destacar 
es la muy importante de "establc::cer normas y medtdas relativas a 
la explotación racional de las especies en la zona de interés común 
y a la prevención y eliminación de la contaminación". Desde lue­
go, esta función está directamente vinculada con lo que es la esen­
cia técnica del cometido de la Comisión: la evaluación, conserva­
ción y racional explotación de los l'ecursos vivos en la zona común 
de pesca. 

Por otra parte, responde a las más modernas tendencias del De­
recho Internacional y, en especial, armoniza con los derechos y 
obligaciones que los Estados ribereños tienen en la zona económi­
ca exclusiva, de acuerdo con la soberanía en materia económica y 
la jurisdicción para la preservación del medio marino que les re­
conoce el nuevo Derecho Internacional del Mal: en ese espacio ma­
rítimo. 
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b) Funciones ejecutivas. Los respectivos tratados constitutivos 
asignan a estas Comisiones funciones de ejecución directa de sus 
disposiciones o de adopción de medidas de aplicación de las. mis­
mas, que resultan de fundamental importancia para su vigencia 
efectiva. 

A través, pues, especialmente, de estas funciones así como de las 
normativas, cada uno de estos organisQlos, en su correspondiente 
ámbito de. actuación, juega el papel de pieza fundamental del sis­
tema de funcionamiento sea del Tratado del Río de la Plata y su 
Frente Marítimo, sea del Estatuto del Río Uruguay, asegurando 
su normal cumplimiento en su aspecto dinámico. 

En lo que se refiere a la CARP, la más importante, quizás, de las 
funciones ejecutivas es la de coordinar la distribución razonable 
de responsabilidades en el mantenimiento, administración y regla­
mentación de los distintos tramos de los canales, prevista en el ar­
tículo 13 del Tratado del Río de la Plata y su Frente .Marítimo. 
Se ·trata de los canales que se encuentran en las aguas de uso co­
múndel Río de la Plata, a través de los cuales se efectúa la ma­
yor parte de la navegación en dicho río y, por tanto, su manteni­
miento, administración y reglamentación es. de vital importancia 
para los ribereños y para la comunicación internacional. 

Otra función similar es la contemplada el). el artículo 16 del 
mismo Tratado, que dispone que la CARP distribuirá entre las Par­
tes la obligación de extra~r~ remover o demoler los buques, arte­
factos navales, aeronaves, restos náufragos ° de carga o cualquier 
otro objeto que constituya un obstáculo para la' navegación, y que 
se hallen encallados o hundidos fuera de . los canales. 

Un ejemplo concreto de ejercicio de este tipo de funciones eje­
cutivas por la CARP lo constituye la asignación al Servicio de Ilu­
minación y Balizamiento de la República Oriental del Uruguay de 
la responsabilidad de determinadas tareas de balizamiento (Reso­
lución 5/77, de 26/10/77). 

La fijación de las zonas del Río de la Plata en que deben rea­
lizarse las operaciones de alijo y complemento de carga es otra im­
portante función ejecptiva, relacionada también con el transporte 
por agua, que se asigna a la CARP (Arts. 28 y 66 h) del Tratado) 
y que ésta ha hecho efectiva por Resolución 2/77, de 30/9J77, es­
tableciendo tres zonas caracterizadas con las letras "A", "B" Y "C", 
lo que fue complementado por la Resolución 4177, de 26/10/77, 
que fijó la zona UD". Posteriormente,. por Resolución 2/80, de 
12/2/80 se modificaron las coordenadas geográficas fijadas en ·la 
Resolución 2/77 para la zona "C". 

En lo que respecta a la Comisión Técnica Mixta del Frente 
Marítimo, el Tratado le asigna una función ejecutiva de relevan­
cia fundamental para el régimen de explotación de los recursos vi­
vos' en la Zona ComÚn de Pesca: la de fijar los volúmenes de cap­
tura por especie y distribuirlos entre las Partes, así como d ajuste 
periódico de estas operaciones, siempre .de conformidad con crite-

95 



Los COMPLEJOS DE OBMS PÚBLICAS BINACJONALES ... í F. Orrego 'Y J. Irigoin 

1'los expresamente establecidos en el mismo Tratado (Arts. 82 a) 
y 74). 

En cUl11plimiento ele esta función, la Comisión, después de al­
canzarse la coincidencia de las dos delegaciones en cuanto al má­
ximo permisible de captura de la especie merluza, en 200.000 tone­
ladas anuales, decidió por Resolución NI,! 3/79 propiciar el conge­
lamiento de las capturas globales de dicha especie en la Zona Co­
mún de Pesca, a ~in de no sobrepasar aquel tope máximo18• 

Esta función es complementaria de la función normativa rela­
cionada con esta misma materia, a la que ya nos referimos. 

En cuanto a la CARU, también pueden señalarse varias funciones 
ejecutivas, como la adjudicación periódica del dragado, el baliza­
miento y las obras de conservación de los tramos del Canal Prin­
cipal (Art. 5 del Estatuto del Río Uruguay); la fijación de los lu­
gares que servirán de vaciaderos para la descarga de residuos pro­
venientes del lavado y clasificación de arenas, cantos rodados y otros 
materiales extraídos del lecho o del subsuelo del Río Uruguay 
(Art. 33 del Estatuto del Río Uruguay); el establecimiento, toda 
vez que la intensidad de la pesca lo haga necesario, de los volú­
menes máximos de captura por especies y sus ajustes periódicos 
(Arts. 56 c) y 38); la publicación y actualización de la Carta Ofi­
cial del Río Uruguay con su traza de límites, en coordinación con 
hi Comisión creada por el Protocolo sobre demarcación y caracte­
I:Ízación de la línea de frontera uruguayo-argentina en dicho río 
(Art. 56, j) ) ;. etc. . 

Existen numerosas Resoluciones dictadas por la CARU al respec­
to. Pueden mencionarse, a título de ejemplo, la Resolución 12/79, 
de 18/10/79, que aprueba el Programa de Obras de Conservación 
y Balizamiento del Canal Principal; la Resolución 21/79, de 18/ 
10/79, por )a que se dispone proceder a la ejecución de los traba­
jos necesarios para el repintado de las barandas y columnas de ilu­
minación del puente General Artigas11l; la Resolución 19/80, de 
17/6/80, que aprueba el programa de mantenimiento y conserva­
ción de los puentes; la Resolución 27/80, de 19/8/80, por la que 
se adoptan medidas sobre balizamiento de los puentes Libertador 
General San Martín y General Artigas a fin de uniformar la seña­
lización de ambos puentes y conciliarla con las reglamentaciones 
de las Partes y los requerimientos que, a juicio de la Comisión, 
deba reunir el referido balizamiento. 

e) Funciones administrativas. Son requeridas en todo organis­
mo autónomo para su marcha, desde la designación o destitución 
de 'personal hasta la aprobación de su presupuesto y su plan de 
trabajo. Los Estatutos de las tres Comisiones contienen previsio­
nes al respecto. 

"Acta NQ 24, de 11/9/79 (pp. 14, 15, 16 Y 17). 
'"La Resolución 30/79 modíficó el sistema de licitación por el de concurso 

de precios. y la Resolución 26/80 culmina el cumplimiento de la Resolución 
al hacer la adjudicación de los trabajos de pintado del puente General Artigas. 
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Los ejemplos de ejercicio de funciones administrativas son, na­
turalmente, los más numerosos. Aparte de las Resoluciones de las 
tres Comisiones designando desde los más altos funcionarios, como 
Jos Secretarios Administrativos y Técnicos, hasta el personal subal­
terno o aprobando anualmente los presupuestos, existen muchas 
otras disponiendo la creación de órganos subsidiarios20, de audito­
rías, unidades administrativas21, etc.; medidas en materia contable, 
de remuneración del personal, de seguridad social, etc.; la contra­
tación de consultores (particularmente por la Comisión Técnica 
Mixta del Frente Marítimo en materias relacionadas con la explo­
tación y conservación de los recursos vivos); el arrendamiento de 
inmuebles, de equipos de telex, etc.; la adquisición de automoto­
res, de material técnico y bibliográfico, de muebles y útiles de ofi­
cina, etc. 

Es interesante destacar, también, la Resolución CARP N9 5/78, 
de 15/8;18, por la que se adjudicó el proyecto, dirección y cons­
trucción del Parque a la Memoria de los Héroes Comunes a am­
bos Pueblos en la isla Martín Garda, en cumplimiento de lo dis­
puesto por el Tratado del Río de la Plata y .su Frente Marítimo. 
El 23 de noviembre de 1979, con asistencia de los Cancilleres y al­
tas autoridades de ambos países, se inauguró el mencionado Par­
que que, de acuerdo con el Tratado, es administrado por la CARP 

(Art. 63). 
Además, pueden incluirse entre las funciones administrativas las 

que establecen ciertas relaciones de cada Comisión con los Estados 
miembros y con terceros, como ser funciones de comunicación o de 
notificación. Así, por ejemplo, a las tres Comisiones se les asigna 
la función de transmitir en forma expedita, a las Partes, las comu­
nicaciones, consultas, informaciones y notificaciones que las mis­
mas se efectúen de conformidad con las disposiciones pertinentes. 

Tanto el Tratado del Río del Plata y su Frente Marítimo co­
mo el Estatuto del Río Uruguay prevén, por otra parte, un proce­
dimiento para la realización de obras en esos ríos en el cual las 
notificaciones entre las Partes se realizan a través de las respecti­
vas Comisiones Administradoras. 

También puede mencionarse el intercambio regular, por inter­
medio de las dos Comisiones, respectivamente, de la información 
pertinente sobre esfuerzo de pesca y captura por especie22• 

d) Funciones técnicas. Existen múltiples funciones que parti­
cipan de esa naturaleza. Pueden señalarse -inter alia- algunos 

"'Por ejemplo, la Resolución CARU NO;> 3/79, de 18/6/79, estableciendo como 
órganos subsidiarios respectivamente las Administraciones de los puentes Gene­
ral Artigas y Libertador General San Martín. 

"'Por ejemplo, la Resolución CARU NQ 25/79, de 8/11/79, que crea el Centro 
de Documentación dentro del área de responsabilidad de la Secretaría Técnica. 
La misma Resolución autoriza la contratación de los servicios de un experto 
documentalista para la planificación y organización básica del Centro. 

"Artículos 56 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, y 39. 
del Estatuto del Río Uruguay. 
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tipos de ellas, sin perjuicio de que, muchas veces, en la práctica, 
determinadas acciones de las Comisiones presenten las característi­
cas de más de un tipo de los que a continuación se indican: 

1) Funciones de coordinación: No se refieren a ciertas funcio­
nes puramente de enlace. que serían de carácter administrativo, 
sino de armonización de legislaciones, compatibilización de medi­
das técnicas, complementación de estudios, coordinación de accio­
nes, etc. 

Así, por ejemplo. a la CARP se le asigna por el Art, 66 las fun­
ciones de "coordinar las normas reglamentarias sobre practicaje" 
(literal c)); coordinar la adopción de manuales, terminología y 

medios de comunicación comunes en materia de búsqueda y resca­
te" (literal d)) Y "coordinar las ayudas a la navegación y al bali­
zamiento" (literal g)) . 

El 29 de marzo de 1979 lil CARP resolvió crear un Grupo de Tra­
baio para comenzar ]ilS tareas de compatibilización y coordinación 
de legislaciones, de acuerdo con lo previsto en el Tratado. A tra­
vés de varias reuniones se realizó un relevamiento de los temas a 
coordinar o compatibilizar, determinando los organismos, de am­
bas Partes, competentes en cada tema. 

Se efectuaron, así, reuniones para analizar con las Prefecturas 
Navales uruguaya V argentina temas vinculados al ejercicio de la 
jurisdicción, al régimen de navegación y obras V al salvamento. 

Se disouso. asimismo, analizar, a los efectos de una coordinación 
por medio de los orgilnismos competentes, las normas sobre prac­
ticaie y en materia de facilidades portuarias, alijos y complemen­
tos de carga (Capítulos 1II y IV del Tratado). 

La CARP está realizando también la coordinación de estudios so­
bre contaminilción con la Comisión Técnica Mixta del Frente Ma­
rítimo y la CARU. A esos efectos coordina y promueve el "Plan 
preliminar exploratorio de la contaminación en el Río de la Pla­
ta" preparado por los Servicios de Hidrografía Naval de los dos 
países, tendiente a establecer un programa de estudios para deter­
minar los niveles de contaminación existentes. 

Por su parte, la CARU tiene funciones cdmo las de "coordinar es­
tudios e investigaciones de carácter científico" (Art. 56 literal b) ; 
"coordinar entre las autoridades competentes de las Partes la ac­
ción en materia de prevención y represión de ilícitos" (literal d» ; 
"coordinar la adopción de manuales, terminología y sistemas de co­
municación comunes en materia de búsqueda y rescate" (literal 
e) y "coordinar las ayudas a la navegación, balizamiento y dra­
gado" (literal h»; coordinar las medidas adecuadas para evitar la 
alteración del equilibrio ecológico y controlar plagas y otros facto­
res nocivos en el Río y sus áreas de influencia" (Art. 36); etc. 

Entre las múltiples actividades que cumple la CARU en este sen­
tido pueden menCÍónarse la constitución de un Grupo de Trabajo 
con la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande para coordinar 

98 



LAS EXPERIE1\CIAS JURiDlCM DERIVADAS DE ORGANISMOS ••• 

un programa de acciones sucesivas dirigidas a mejorar las cOl}dicio­
nes de la navegación en los tramos afectados por la operación de 
la presa de Salto Grande, que prevé la confección de cartas bati­
métricas completas y actualizadas, la subdivisión del Río en tramos 
con características similares, la instalación de un balizamiento ade­
cuado, la utilización de los modelos matemáticos hidrodinámicos 
con que cuenta la CTM. Salto Grande para distintas consignas de 
operación, la confección de un reglamento de tráfico, la realiza­
ción de distintos tipos técnicos, etc. 

Por Resolución 33/80, de 27/11 /80, se aprobó el informe del 
Grupo de Trabajo y se propuso la extensión de sus cometidos a 
fin de que actuara como nexo y centralizara sus actividades sujetas 
a coordinación de ambas Comisiones; elaborara un documento ju­
rídico que establezca la modalidad de las coordinaciones y su fun­
cionamiento;preparara la coordinación de la actividad de técnicos 
y expertos, nacionales o internacionales, en los temas señalados en el 
informe y estableciera la metodología y el calendario que permita 
el normal desarrollo de sus funciones. 

2) Funciones de estudio y promoción: El artículo 66 a) esta­
blece que la CARP desempeñará la función de "promover la realiza­
ción conjunta de estudios e investigaciones de carácter científico 
con especial referencia a la evaluación, conservación y preservación 
de los recursos vivos y su racional explotación y la prevención y 
eliminación de la contaminación ... ". 

En la hipótesis prevista, la Comisión ya no co()rruna sino que 
promueve los estudios, lo que puede llevar implícito s-g realización 
por la Comisión. . 

En cuanto a la riqueza icticola del Río de la Plata, Argentina 
ha iniciado un programa de investigación pesquera que, oportuna­
mente, por medio de la CARP será evaluado junto con técnicos uru­
guayos y se compatibilizará la metodología de trabajo. 

En el ámbi to de la CARU pueden mencionarse como ejemplos, 
entre otros, de ejercicio de este tipo de funciones, la realización 
de estudios, con acopio de información tanto a nivel de los dos 
países como internacional, con el fin de racionalizar las normas so­
bre uso del Río o la Resolución NQ 13/79, de 18/10/79, por la cual 
se decidió invitar a una serie de organismos especializados de la 
Repllblica Argentina y de la República Oriental del Uruguaya 
designar delegados para constituir una Comisión Asesora que se 
integre con la Subcomisión de Navegación y Obras de la CARU pa­
ra el estudio de los antecedentes reunidos sobre defensa contra el 
choque de embarcaciones y construcciones complementarias en el 
Río; balizamiento general en los tramos del Río afectados por las 
obras y medidas preventivas extraordinarias de seguridad en la na­
vegación por las circunstancias señaladas. 

Pero es respecto de la Comisión Técnica Mixta del Frente Marí· 
timo donde se encuentran más funciones asignadas en este campo, 
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lo cual se explica por el carácter prevalen temen te técnico de esa 
Comisión. 

El artículo 82 b) le asigna una función similar a la atribuida a 
la CARP en el artículo 66 a), y el literal f) la de "promover estu­
diQs y presentar proyectos sobre armonización de las legislaciones 
de las Partes, respectivas a las materias que son objeto del cometi­
do de la Comisión". 

En cumplin:lietlto de ello ~e han constituido distintos Grupos 
de Trabajo ya sea integrados por expertos o institutos científicos 
de ambas' Partes, para la realización de estudios sobre recursos vi­
vos, ya sea por abogados uruguayos y argentinos que están reali­
zando una labor de derecho comparado sobre legislaciones pesque· 
ras y régimen promocional de comercialización y exportación de 
los productos de la pesca en ambos países. 

3) Funciones de recomendación o proposición. Son funciones 
de orientación, de consejo, de guía que se cumplen bajo la forma 
de recomendaciones a los Estados miembros; de ahí que Calixto 
Armas Barea y Frida P. de Armas, usen la expresión de "función 
mentora". Sin ,embargo, otras veces, tienen una relevancia que va 
más allá de una gufa o consejo. Las funciones que hemos llamado 
de estudio y promoción a menudo, también pueden revestir la for­
ma de recomendaciones, pero cabe, no obstante, hacer la distinción 
en cuanto que la función de recomendar contiene siempre proposi­
ciones concretas sobre cuestiones de fondo o de forma que, según 
el tema y por surgir del acuerdo entre las delegaciones de las Par­
tes en el seno 'de la Comisión, pueden tener una gran fuerza de con­
vicción para las ·Partes. 

El literal c) del Art. 82, .por ejemplo, asigna a la Comisión 
Técnica Mixta la función de "formular recomendaciones y presen­
tar proyectos tendientes a asegurar el mantenimiento del valor y 
equilibrio en los sistemas bioecológicos" y el literal d) del mismo 
artículo se refiere a la 'estructuración de planes de preservación, 
conservación y desarrollo de los recursos en la zona de interés co­
mún, que serán sometidos a la consideración de los Gobiernos . 
. En materia de contaminaCión, está en proceso de elaboración 

un "Convenio sobre cooperación para combatir 'la contaminación 
causada por vertimiento de hidrocarburos en la zona de interés co­
mún, así como capacitar y adiestrar en la lucha contra la contami­
nación del medio marino entre la República Argentina y la Repú­
blica Oriental del Uruguay". Por Resolución N9 4/979, la Comi­
sión resolvió dar su apoyo a las soluciones propuestas en ese pro­
yecto de acuerdo y encomendar a un Grupo de 'Trabajo el 'estudio 
de .los aspectos contenidos en el mismo y,en su caso, el aporte de 
sugerencias con relación a los temas allí tratados. 

Tanibiénse elevó a los Góbiernos un Proyecto de Acuerdo pa­
ra creación del Centro de Lucha contra la Contaminación, que ac­
tuaria como' centro coordinador de 'utilización de, medios existen­
tes, lo que, permitiría abatir los' c'Ostos :de.·operación;; 
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Asimismo, la Comisión ha recomendado a las Partes de que dis­
pongan de barcos de investigación y de científicos con especial re­
ferencia a la evaluación, conservación y racional explotación de 
los recursos vivos y a la prevención y eliminación de la contami­
nación. 

e) Funciones conciliatorias y cuasi-jurisdiccionales. Son funciones 
relativas a la prevención o solución de diferendos. 

El criterio seguido en el Tratado del Río de la Plata y su Fren­
te Marítimo e imitado luego por el Estatuto del Río Uruguay, es 
el de que las respectivas Comisiones Administradoras deben cum­
plir un papel tamizador de eventuales diferendos, de foro especial­
mente idóneo para que las Partes planteen los problemas que pue­
dan suscitarse y traten de resolverlos en su seno sin necesidad de 
recurrir a procedimientos en que se perfilen más claramente las 
discrepancias o el enfrentamiento y se hagan más rígidas las posi­
ciones. Se trata, por tanto, de una especie de instancia pre-juris­
diccional, previa incluso, a las negociaciones directas. ' 

En efecto, en estas Comisiones de funcionamiento permanente 
que coordinan y regulan el ejercicio de los derechos de los ribere­
ños y administran los intereses comunes, se creanormahnente el 
ambiente más propicio para la búsqueda de soluciones, tanto des­
de el punto de vista de la especial preparación que, en principio, 
tienen sus miembros, en virtud del más cabal conocimiento 'de las 
situaciones y problemas que se derivan de la convivencia de los dos 
ribereños. permitiendo un enfoque global y ponderad<;> de esos .pro­
blemas, como de la relación humana que nace del contacto asiduo, 
lo cual facilita generalmente la mejor comprensión mutua. 

Lo que hemos llamado función cuasi-jurisdiccional la~ cúmplen 
tanto la .CARP como la CARU en el procedimiento previsto para la 
ejecución de obras en el río respectivo23•· .' 

Ese procedimiento puede tener varias etapas. 
La primera de ellas, justamente, se desarrolla a nivel de l~ Co­

misión, ante la cual la Parte que proyecta realizar la obra hace la 
comunicación pertinente. La Comisión debe determinar sumaria­
mente, en un plazo máximo de treinta días, si el proyecto puede 
producir perjuicio sensible al interés de la navegación de la otra 
Parte o al régimen del Río o la calidad de sus aguas. 

Si la Comisión. resuelve que el proyecto no causa ese perjuicio, 
pueden iniciarse las obras. Si resolvierá lo contrario o no se llega­
se a un acuerdo al respecto, la Parte interesada deberá notificar el 
proyecto a la otra Parte a través de la misma Comisión, abriéndo­
se así' una etapa en el procedimiento, que se desarrolla fuera de la 
Comisión, a nivel de Cancillerías, aunque las comisiones posterio­
res entre las Partes se seguirán realizando por intermedio de ella, 
hasta que en el caso de no alcanzarse un acuerdo dentro de pla-

"'Artículos 17 a 22 del Tratado del Río deJa Plata y su Frente Marítimo. y 
7 a 12 del Estatuto del Río Uruguay. 
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zOs determinados, cualquiera de dichas Partes puede· someter la 
controversia a la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional 
de .T usticia. 

También está previsto' en al11bos tratados un procedimiento 
conciliatorio ante la Comisión respectiva de cualquier controversia 
que se suscite entre las Partes en relación con el Río de la Plata o 
con el Río Uruguay. . 

La controversia, a propuesta de cualquiera de las Partes, será 
considerada por la Comisión, que dispone de dento veinte dlas 
para llegar a un acuerdo. después de lo cual se pasa a las negocia­
ciones directas24 • Cuando la controversia versa sobre la interpreta­
ción o aplicación del Tratado, podrá ser sometida' a la Corte In­
ternacional de Justicia si fracasasen las negociaciones directas .. 

Se está aquí ante un sistema comoleto de solución de controver­
sias, dentro del cual la Ol-imera etapa, es decir, la etapa conciliato­
ria. se cumple ante la Comisión y en caso de no lograr ésta su ob­
jetivo. se abre un procedimiento que puede llegar a culminar con 
un fallo del más alto Tribunal internacional. 

5. Desarrollo funcional 

Los organismos que estamos considerando pueden experimentar 
un interesante desarrollo funcional tanto en el sentido de la am­
pliación o diversificación de las funciones que ya poseen, como en 
el d~ la asunción o asignación de otras nuevas. 

Este proceso tiene tres formas de canalización. 
Una primera forma es a través de las facultades o poderes im­

plícitos. 
En su opinión consultiva sobre el efecto de los fallos del Tribu­

nal Administrativo de las Naciones Unidas, la Corte Internacional 
de Justicia afirmó, con referencia a esta organización internacional, 
Que ','conforme al Derecho Internacional, debe considerarse que la 
Organización posee esas facultades que, aunque no estén expresa­
mente previstas en la. Carta, le son conferidas por una inferencia 
necesaria como esenciales para el ejercicio de sus funciones"25. 

En ese caso, la Corte consideró que la potestad de dictar regla­
mentaciones para el personal que posee la Asamblea General im­
plica la facultad de constituir un tribunal administrativo. 

Esta doctrina de los poderes implícitos por la que se reconoce a 
una organización aquellas facultades, no previstas en su carta cons­
tit'!tiva o en su estatuto, que son indispensables para el cumpli­
miento de Jos cometidos asignados, es de plena aplicación a las co­
misiones deadministracióri fluvial. 

"'Artlculos 68 Y 69 del Tratado del Rfo de la Plata y su Frente Mar/timo y 
58 Y 59 del Estatuto del Río Uruguay: 

""Cprte Internacional de Justicia, Reports, 1949, p_ 182. 
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Precisamente, en base a ella se ha considerado que la Comisión 
Técnica Mixta de Salto Grande tiene la potestad de establecer un 
tribunal arbitral internacional. 

En un trabajo solicitado al respecto al doctor Eduardo Jiménez 
de Aréchaga, éste hace la comparación con el Tribunal Adminis· 
trativo de las Naciones Unidas y concluye que, poseyendo la CTM 

la misma facultad de nombrar y reglamentar las actividades de sus 
funcionarios (Arts. 3 y 6 del Convenio de 1946 y 30 Y 33 de su 
Reglamento) tiene asimismo, como una de. sus facultades implíci. 
tas, la de establecer un tribunal para que haga justicia entre la 
CTM y sus funcionarios. 

En el ámbito de actividades de la CARP y la Comisión Técnica 
Mixta del Frente Marítimo se puede señalar, como ejercicio de fa­
cultades implícitas, a vía de ejemplo, la celebración de un acuer­
do entre las dos Comisiones, en virtud del cual, la CARP toma a su 
cargo, inicialmente, el estudio científico del fenómeno de la con­
taminación en su forma general. La celebración de acuerdos con 
otros organismos internacionales no es una facultad expresamente 
asignada ni por los respectivos tratados. constit.utivos ni por sus 
estatutos a aquellas comisiones, pero es una facultad implícita 
en el cumplimiento de las funciones que a ambas se le asignan en 
materia de prevención y eliminación de la contaminación (artícu­
lo 666 a) y 82 b) del Tratado del Río de la Plata y su Frente Ma­
rítimo) 26. 

Una segunda forma de desarrollo funcional está dada por el 
ejercicio de lo que podría llamarse funciones potenciales de la or­
ganización, funciones que no fueron asignadas expresamente ni 
tampoco pueden considerarse implícitas en cuanto no tienen un 
carácter instrumental para el cumplimiento de cometidos estable­
cidos, sino que se trata de funciones diferentes que, sin embargo, 
están -como diría Charles de Visscher- dentro del espíritu de los 
objetivos del organismo o de cometidos genéricamente asignados. 

Son, pues, funciones que estaban latentes y que se hicieron expli­
citas como fruto de la concordancia de las voluntades de las Par­
tes, traducida en una decisión orgánica dentro del mecanismo nor­
mal del funcionamiento de la Comisión. 

Un claro ejemplo de ejercicio de estas facultades se da con la 
CARP, respecto de la labor demarcadora de límites en el Río de la 
Plata. 

El Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo no atri­
buyó a ningún organismo o a delegados especiales, como ocurre 
en muchos tratados de límites, la labor de caracterización de los 
límites acordados, si bien estableció entre las disposiciones transi­
torias (artículo 90), que las Partes publicarían, en las cartas ma· 

""Cabe recordar que existe un anteproyecto de Acuerdo de Cooperación y 
Colaboración en materia de contaminación entre la Comisión Técnica Mixta 
del Frente Marítimo y la Organización Comultiva Marítima Internacional 
(OCMI) • 
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rinas corrientes, el trazado del límite lateral marítimo. Esto últi· 
mo se hizo y fue objeto de un acuerdo instrumentado en un cam-
bio de notas de 15 de julio de 1974. ' 

Respecto del Río, en cambio, no existe ninguna disposición. 
Sin embargo, la CARP, habida cúenta de la estrecha relación entre 
la labor de caracterización de los límites y el cumplimiento de sus 
funciones, particularmente en cuanto al ámbito de su competen­
cia, asumió varias facultades al respecto. 

En e,se sentido, .es de especial trascenden<:ia la Resolución CARP 

NO 1/77, de 9 de septiembre de 1977, por la que se dispuso, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 19 y 20 del Tratado del 
Río de la Plata y su Frente Marítimo. qué hitos debían utilizarse 
para la demarcación del paralelo de Punta Gorda, que indica la 
línea de desembocadura del Río Uruguay de comienzo del Río de 
la Plata; para la demarcación de la línea Colonia (Uruguay) :­
Punta Lara (Argentina), en la cual se produce un cambio en !a 
anchura de las franjas de jurisdicción exclusiva de cada Estado ~n 
el Rfo de la Plata y para la demarcación de la línea Punta del Es­
te (Uruguay) - Punta Rasa del Cabo San Antonio (Argentina) 
aue, indica la desembocadura del Río de la Plata, resolviéndose 
comunicar todo ello a las Partes. 

La CARP ha cumplido, así, una importante función demarcadora, 
que ha complementado adoptando otras medidas. 

Así, en base a ciertas propuestas de la CARP, los Gobiernos de 
Uruguay y Argentina acordaron, por otro intercambio de notas, de 
10 de diciembre de 1979, hacer algunas modificaciones de tipo 
cartográfico a la carta que integró el intercambio de notas de 15 
de julio de 1974. Sobre esa base, la CARP resolvió utilizar, a los 
efectos de la demarcación de la línea Punta del Este-Punta Rasa 
del Cabo San Antonio, los hitos adoptados en las notas intercam­
biadas (Resolución NO 3/80) . 

Además, ya por Resolución N9 1/79, de 29-m-1979, la CARP ha­
bía asumido la tarea de asegurar el correcto mantenimiento de los 
hitos de límites del Río de la Plata, para lo cual dispuso que di­
chos hitos sean inspeccionados periódicamente por la Subcomisión 
de Navegación, fijando una periodicidad anual para aquellos hi­
tos con poca probabilidad de deterioro, y cuyo mantenimiento es 
de responsabilidad de los Servicios Hidrográficos de las Partes y 
una periodicidad semestral para los que tienen alta probabili­
dad de deterioro y cuyo mantenimiento es de responsabilidad de 
la CARPo 

Se dispuso, asimismo, que esta Resolución fuese comunicada a 
los mencionados Servicios Hidrográficos, a los efectos del debido 
conocimiento por los interesados. 

De particular importancia también es la Resolución CARP NO 3/77 
de 30-IX-1977, por la que se decidió editar una carta del Río de la 

104 



LAS EXPERIENCIAS JURfDICAS DERIVADAS DE ORGANISMOS •.. 

Plata, indicando las trazas demarcatorias establecidas por el Trata­
do del Río de la Plata y su Frente Marítimo. 

En esa Resolución se fijaron las pautas generales para la ela­
boración de la referida carta y se dispuso poner en conocimiento 
de ello a los Servicios Hidrográficos de las Partes y requerirles las 
proposiciones que estimaren necesarias, así como el presupuesto es­
timativo de gastos para la edición. 

Como culminación de la labor dispuesta, la CARP adoptó, el 12 
de febrero de 1980, la Resolución N9 1¡80, por la que aprueha el 
proyecto original dibujado de la carta del Río de la Plata con la 
traza de límites, confeccionado por el Servicio de Oceanografía, 
Meteorología e Hidrografía de la Armada uruguaya, en consulta 
COn el Servicio de Hidrografía Naval de la Armada argentina y dis­
pone, asimismo, la impresión de mil ejemplares de la referida car­
ta y su distribución. 

La función· cumplida, en este aspecto, por la CARP es de gran 
trascendeñcia en la aplicación efectiva del Tratado del Río d~ la 
Plata y su Frente Marítimo. 

La asunción de esta función está avalada por la previsión tan 
amplia como flexible del artículo 66 j) de este Tratado y el artícu­
lo 4 g) del Estatuto de la CARP, según los cuales ésta podrá desem­
peñar, además de las funciones específicamente indicadas en los in­
cisos anteriores, las que las Partes le asignen de común acuerdo. En 
la especie, a través del acuerdo de las delegaciones de las Partes en 
el seno de la Comisión, ésta, por decisión orgánica que constituye 
ese acuerdo, ha asumido funciones que le estaban potencialmente 
atribuidas. 

Por último, el desarrollo funcional se opera a través de la asig­
nación de nuevas funciones, conforme a 10 previsto en los Trata-
dos constitutivos o en los Estatutos respectivos. < 

Así, por ejeniplo, tanto con referencia a la CARP como a la Co­
misión Técnica Mixta, y la CARU, se prevé que éstas podrán cum­
plir, además de las funciones asignadas por aquellos instrumentos, 
las demás que las Partes convengan otorgarle por medio de notas 
reversales u otras formas de acuerdo. 

Puede señalizarse aquí una diferencia con la asunción de lo 
que hemos llamado funciones potenciales por parte de la misma 
Comisión en virtud· de una decisión orgánica interna que, deSde 
luego, por tratarse de un organismo de carácter intergubernamen­
tal, se aIcanzamediante el acuerdo de voluntades de las delegacio­
nes de los Estados miembros. 

Esa decisión supone una interpretación extensiva de los textos 
relativos a los objetivos y cometidos de la comisión correspon­
diente. 

En cambio, en el caso de asignación de nuevas funciones por 
las Partes a través de acuerdos internacionales, éstos son la fuente 
de esa asignación, que es ajena, por tanto, a la competencia de la 
Comisión. 
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En estos casos~ lasPartesj en el ejercicio de sus facultades sobe· 

ranas, podrán asignar a la Comisión las nuevas funciones que esti· 
men conveniente atribuirles, en el marco del objeto y fin del Tra­
tado respectivo. 

La flexibilidad, ya destacada más arriba, con que se prevé en los 
tratados constitutivos de las tres Comisiones la asignación' de nue­
vas funciones, lo cual es reiterado en los Estatutos respectivos27, 

facilita esta forma de desarrollo funcional. 

6. ObligatoriedaiJ. jw'idica de las resoluciones". 

La obligatoriedad jurídica de las resoluciones que adoptan las co­
misiones internacionales fluviales depende de la naturaleza de la 
función cuyo ejercicio implica cada resolución. 

En consecuencia, tendrán carácter imperativo aquellas resolucio· 
nes que implican el ejercicio de funciones normativas, ejecutivas y 
administrativas. 

En cuanto a las resoluciones que emanan del ejercicio de fun­
ciones técnicas, su obligatoriedad ,jurídica dependerá de la materia 
que tí'aten. Por ejemplo, podrán tener carácter imperativo ciertas 
resoluciones sobre coordinación' de medidas. 

En cambio; las funciones de estudio y promoción y de recomen· 
dación o proposición, por su propia naturaleza, no se traducen en 
actos jurídicamente vinculantes, salvo en el aspecto formal y de al­
cance interno de disponer la realización, de un estudio o la prepa­
ración de un proyecto o plan.' Sin embargo, una resolución que 
disponga tal cosa puede ser considerada como ejercicio de una 
función ejecutiva más que técnica. 

Con respecto a la función conciliatoria, debe tenerse presente 
que la diferencia fundamentál C011 la función jurisdiccional radi­
ca precisamente en que la decisión en que culmina la conciliación 
no tiene carácter obligatorió. 

Sin perjuicio de esta característica, que está en la esencia de to­
da función conciliatoria, debe señalarse que, cuando la Comisión 
actúa en ejercicio de esa función, lo hace con modalidades parti­
culares, que la distinguen de los tipos clásicos de comisiones de 
c0!lciliación como organismos especialmente constituidos a esos 
efectos y sujetos generalmente a un procedimiento preestablecido. 
De este modo, la forma de actuar de la Comisión -y nos coloca­
mos en los· casos de la CARP y de la CARU- es mucho más flexible 
y busca el acuerdo de las Partes en su seno. 

Si éste se logra, el diferendo se soluciona y esa solución, lógica­
mente, obliga a las Partes, en la medida que refleja la mutua con­
formidad. 

"'Aruculos 66 j) Y 82 h) del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marí­
timo; 56 1) del Estatuto del Río Uruguay; 4Q g) del Estatuto de la CARP; 49 f) 
del Estatuto de la CTMFM y 3Q g) del Estatuto de la CARU. 
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Las funciones que hemos calificado de cuasi-jurIsdiccionales se 
traducen, en cambio, en decisiones o actos definidos, que tienen 
carácter jurídicamente obligatorio, o en la ausencia de decisión 
dentro de un plazo perentorio cuyo vencimiento, pues, tiene un ca­
rácter precIusivo que agota la (unción cuasi-jurisdiccional de la 
Comisión. 

Obviamente esta descripción se ajusta a los procedimientos es­
pecíficos ya referidos, previstos para la realización de obras en el 
Río de la Plata y en el Río Uruguay, respectivamente, pero puede 
tener, con diferencias de matices, aplicación a otros casos. 

Otro aspecto a considerar, además de la naturaleza de la fun­
dón, es el ámbito espacial de vigencia de la resolución. 

Dentro de las funciones normativas se distinguieron -y la mis­
ma distinción es aplicable a las funciones ejecutivas y a algunas 
técnicas- las de alcance interno y de alcance externo, es decir las 
que se traducen en resoluciones o actos que son de exclusiva apli­
cación interna del organismo y las que se traducen en resoluciones, 
o actos que se aplican en el ámbito de la jurisdicción de los Esta­
dos miembros. 

Las primeras resoluciones son imperativas internamente, se apli­
can con carácter obligatorio al funcionamiento del organismo. 

Las segundas son normas o actos internacionales que regulan si­
tuaciones dentro del territorio de los Estados miembros o relacio­
nes de éstos entre sí o entre éstos o uno de ellos y el organismo o 
aún con terceros, obligando a los Estados miembros o a particula­
res o a terceros sean Estados o particulares o a otros organismos 
internacionales, según el caso. 

En cambio, las resoluciónes de naturaleza administrativa son ju­
rídicamente obligatorias dentro del ámbito interno del organismo. 

En cuanto a las funciones conciliatorias y cuasi-jurisdiccionales, 
las resoluciones respectivas, según hemos visto,' tienen un alcance 
externo. 

No debe olvidarse, finalmente, que puede asignarse a las c:Omi­
siones fluviales facultades para solucionar controversias de orden 
interno, particularmente en relación con los funcionarios, o, a ve· 
ces, entre órganos de la misma Comisión. 

En estos casos estaríamos ante eÍ ejercicio de una función neta­
mente jurisdiccional y con alcance interno. 

En general, para esos efectos se crea un órgano propio con las 
características de un tribunal. ' 

Por ahora, las tres Comisiones que tomamos como casos bá~icos 
de este estudio, no cumplen este tipo de funciones. . 

7. Ejecutforiedad de las resoluciones 

La cuestión de la ejecutoriedad de las resoluciones jurídicamente 
obligatorias emanadas de una comisión internacional fluvial se re­
laciona directamente con su alcance interno o externo. 
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Si la resolución es e de aplÍcación interna, son los órganos de la 
comisión los que tienen que asegurar su cumplimiento, para lo 
tu al están dotados de los poderes y mecanismos adecuados, inclu­
yendo un régimen de sanciones. Los Reglamentos del Personal 
contienen al respecto las disposiciones pertinentes. 

Cuando la resolución es de aplicación externa, la ej ecutori edad, 
en principio, dependerá de los órganos y procedimientos estableci­
dos por el orden jurídiCo de los :Estados miembros. 

Sin embargo, a veces, a l~s propias. comisiones internacionales 
se les ha dado los medios dé ejecución. de. sus resoluciones. En el 
mencionado· éaso de la antigua Comisión Europea del Danubio, 
por ejemplo, este organismo podía cobrar tasas y aplicar determi­
nadas sanciones, COl1 independencia de ¡a autoridad estata12S• 

Calixto Armas Barea y. Frida Pfirter de Armas29 afirman que 
parece comenzar una tendencia a ir dotando a las comisiones flu­
viales internacionales de mecanismos ,para la ejecución inmediata 
de sus resoluciones, buscando una mayor eficacia en el desenvolvi­
miento de sus funciones. 

Cabe señalar .que.la. CARU, qu.e tiene a su cargo· la administración 
de los puentes Genera.l Al'tigas y Libertador Gral. San Martín, fi­
ja y actualiza las tasas de peaie,. las cobra y establece, asimismo, las 
exenciones al· pago del peaje30• .. 

Es muy' interesante destacar, dentro. de este tema de la ejecuto­
riedad, que ratificando la Resolución NI? 3(79 de la Comisión Téc­
nica Mixta del Frente Marítimo·por la que se decidió propiciar el 
congelamiento de las capturas globales de' merluza en la Zona Co­
mún de Pesca, a fin de no· sobrepasar el Hmite máximo permisible 
de 200.000 toneladas' anuales, la Secretaría' de Estado de Intereses 
Marítimos de la República Argentina. mediante Resolución NQ 151 
del 11(2/80, rechazó un recursó de reconsideración interpuesto por 
distintas empresas pesqueras contra la norma contenida en el ar­
tículo· 8<?de la Resolución 183, del 23/2/79. Esta Resolución ha­
bía sido dictada ante el riesgo de depredacióÍl de la referida espe­
cie y en base a la coincidencia de las delegaciones argentina y uru­
guaya en la Comisión sobre la fijación del volumen máximo provi­
sorio de captura de la rnerluza en la Zona Común de Pesca; que 
determinó asimismo, que 'se dictara posteriormenté la referida Re­
solución CARP NI? 3/7931 , 

. OSVer supra p. 7.· ., 
"Op. cito p. 6. 
""Conforme a lo disj:niesto en los artículos 13 y 16 de los respectivos conve­

nios entre Uruguay y Al'gentina para los. puentes Fray Bentos-Puerto Unzué 
(actualmente Libertador General José de San Martín) y paysandú-Colón (ac­
tualmente Genel·al José Artigas), se deben [ijar tasas de peaje que permitan 

. la amortización ·del costo de las obras .dentro de los plazos de financiación y 
cubran los gastos de mantenimiento. conservación y servicio durante su amor-
·tizaci6il y útilizacióri·· futUl';.¡. . 

"'Ver supra p. 1!1, 
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Fundamentando la Resolución N9 151, del 1l/2/80 de la auto­
ridad competente argentina, los considerandos de dicho acto ad­
ministrativo aluden- primordialmente a la Resolución NQ 3/79 de 
la Comisión Técnica Mixta, que respalda la medida impugnada, 
la cual "conserva su total vigencia y trascendencia, toda. vez que 
propende a asegurar la conservación de los recursos pesqueros me-
diante su racional utilización"1l2. . 

Por su lado el. Instituto Nacional de Pesca (INAPE) del Uru­
guay, adoptó una serie de medidas ante 10 dispuesto por la referi­
da Resolución N9 3/79, "en cumplimiento de la responsabilidad 
que de dicha Resolución emana para ambas Partes", según expre­
sara el Director de INAPE, e/N Ulises Walter Pérez en la exposición 
que formuló en el seno de la Comisión, al inforIl)ar sobre dichas 
medidas (Acta NQ 30, de 16/5/80) .. 

,''Comisión T:écnica Mi.xta del Frente Mar.itimo, Acta NQ ;2.8. de2~. de febrc: 
ro de 1980, pp. 13 Y 14. . ,\. . • .. ' 
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